INTRODUCCIÓN:

La Globalización, la expansión de nuevos mercados para la inversión, los nuevos órdenes comerciales, traducidos en tratados bilaterales y multilaterales de comercio entre los países, exigen a las empresas el expandir sus mercados y, éstas con el fin de responder a estos fenómenos y lograr maximizar sus utilidades o disminuir, en algunos casos, sus costos operativos, requerirán en algún momento, salir de sus países de origen y establecerse en otras demarcaciones territoriales para comercializar o distribuir sus productos.

Las sociedades, al ejercer negocios con terceros y para control interno se convierten en entes jurídicos dotados de personalidad, necesitando en primer lugar la tutela de sus estados, lo cual se consigue una vez formalizada su constitución y operaciones dentro de su país de origen. Por lo que al igual que las personas, al salir de sus fronteras, gracias a la naturaleza extraterritorial del dinero, se debe someter a las normativas nacionales de los países en los cuales desea operar y deberá someterse a los registros correspondientes realizados por organismos contralores, cuyas facultades se hallan otorgadas mediante instrumentos jurídicos y normativas resolutivas de carácter general que permiten la autorización para el funcionamiento de las mismas.

Lo acotado anteriormente, aparte de ser un control de carácter rutinario, se enmarca dentro de las atribuciones soberanas de los estados y se halla discutido desde dos ópticas diferentes: 1. - Desde el punto de vista de los inversionistas este proceso puede ser, en demasía, engorroso o cerrado o carente de controles, facilitando a éstos el cumplimiento o la evasión de la Ley; y, 2. - Desde el punto de vista de la Administración Pública, los controles que realice o deje de realizar serán muestra de su eficiencia en el tratamiento de un área crítica, como es el caso del Registro de Sociedades, ya que estas en ciertos casos se prestan para prácticas de evasión legal, haciendo que estas sociedades sean vehículo para cometer delitos de carácter internacional, como es el caso del lavado de dinero o macroestafas de carácter fiscal.

Este trabajo se ocupará de analizar, comparar, desarrollar y sobretodo aportar con un estudio jurídico profundo de estos procesos de registro en todos y cada uno de los países objeto de este trabajo, con el fin de lograr proponer un sistema idóneo de registro de compañías extranjeras e incentivar de mayor manera el comercio y la inversión, que están en boga debido al avance de la humanidad. Para lo cual se tomarán y analizarán cada uno de los sistemas legales existentes, llamados dentro de la investigación países muestra y aportaremos con herramientas nuevas que permitan llegar al objetivo previsto en este trabajo, por medio de un exhaustivo estudio de cada sistema, se analizará el tratamiento societario en los procesos de inscripción y registro de este tipo de compañías, debido a las implicaciones que este proceso de registro tiene en cada uno de estos países.

Así mismo, esta tesis analizará los puntos de vista a favor y en contra de las disposiciones legales y reglamentarias que regulan este funcionamiento, lo cual fue una de las motivaciones que me incentivaron a investigar sobre este tema, ya que en Argentina los controles de la Inspección General de Justicia
 sobre este tipo de compañías han sido considerados, por una parte de la doctrina
, como engorrosos y burocráticos y por otra parte de la misma como justos y soberanos, tomando en cuenta que se debía regular las actividades de una gran cantidad de personas que se aprovecharon de las “off shore”, sociedades vehículo y de las SAFI uruguayas para evadir controles en la Argentina, motivo por el cual se debió implementar una serie de resoluciones para evitar que este tipo de personas evadan la ley. Ello obligó a la autoridad registral a trabajar sobre este tema y regularlo, en virtud de ser la Argentina un Estado de Derecho y suscriptor de tratados internacionales, que serán analizados en este trabajo.

Analizaremos igualmente los procesos de registro en algunos países de Latinoamérica que nos podrán aportar con otra visión comparativa de los procesos de registro ya que en algunas legislaciones encontramos solamente un solo requisito de domiciliación y en otros vemos que la domiciliación de compañías o la creación de filiales con capital extranjero proveniente de participación de sociedades es cuestión de 15 minutos.

Por la muestra indicada en el párrafo anterior, creo necesario realizar esta investigación, con el fin de aportar con un trabajo que permita analizar que las compañías extranjeras son tratadas de forma diferente en cada país, mientras en Argentina tenemos una serie de controles exhaustivos, en otros no los hay. Por lo cual, sería interesante, por medio de esta ponencia científica, dar a conocer la realidad societaria registral de algunos países que no han sido abordados dentro de las obras publicadas hasta ahora, y un objetivo mayor el establecer un mecanismo idóneo, de ganar y ganar, que permita, el incentivo de la inversión extranjera en el caso de los inversionistas y el lograr dentro del estado un control eficiente de estos entes societarios, en especial en las sociedades de capital, debido a la apertura de estas dentro del campo de la libre circulación de acciones y al ser las más utilizadas en la práctica dentro del sistema de negociaciones internacionales e introducción y exportación de capitales. 

Para realizar esta investigación se utilizará el método inductivo, que combinado con una investigación académica y práctica, harán de este trabajo un aporte importante a la Universidad de Palermo y la comunidad en general, al abordar una realidad actual e interesante, no solo en nuestro país, sino en América Latina en general. 

Espero que al leer este trabajo, descubra realidades societarias que no han sido analizadas por otros trabajos anteriores y que esté de acuerdo con el sistema que se prevé plantear por medio de esta investigación o mejor aún le deje a usted con pequeña inquietud que le permita acompañarme en este camino investigativo y le despierte la curiosidad para seguir investigando sobre este tema.

CAPÍTULO I
CONCEPTOS GENERALES

1. Concepto de Sociedad
A manera de acercamiento, podemos identificar como sociedad extranjera, a aquella que ha sido constituida fuera de nuestras fronteras, o en jurisdicción extraña a nuestro territorio nacional, tomando en cuenta varios puntos de conexión, tales como, el lugar de constitución, la voluntad contractual de los socios, domicilio, sede social efectiva o su incorporación a una legislación determinada.

Para llegar al concepto antes mencionado, examinaremos primero: ¿Qué es una sociedad comercial? Esta se según la Ley Nº 19550, se caracteriza de la siguiente manera:

 “Art. 1. – Habrá sociedad comercial cuando dos o mas personas en forma organizada, conforme a uno de los tipos previstos en esta ley, se obliguen a realizar aportes para aplicarlos a la producción o intercambio de bienes o servicios participando de los beneficios y soportando las pérdidas”.
 

    Sobre el concepto anteriormente citado, Mascheroni y Muguillo
 identifican los siguientes elementos: 1. Pluralidad de partes, 2. Instrumentación formal por vía de instrumento público o privado, 3. Tipicidad como particular formalidad de instrumentar el acuerdo social, 4. Forma organizada, que refleja el contenido del contrato, esto es la forma externa que asume la empresa comercial y plasma la teoría organicista en que se encolumna la ley
, 5. La existencia de aportes constitutivos del capital social; y, 6. Un objeto preciso y determinado.
2. Elementos del concepto de sociedad
De esta manera, el concepto de sociedad, previsto en la legislación, concibe ciertos elementos que son tomados en cuenta para la existencia de las sociedades y son los siguientes:

2.1. Pluralidad de socios

Este concepto de sociedad previsto por el legislador argentino en la Ley Nº 19.550, concibe a la sociedad como la unión de dos o más personas con el fin de asociarse en un objetivo común, vamos a citar algunos ejemplos que siguen esta tendencia:

La Ley de Compañías ecuatoriana en su Artículo 1 caracteriza al Contrato de Compañía como: 

“Art. 1. -  Contrato de compañía es aquél por el cual dos o más personas unen sus capitales o industrias, para emprender en operaciones mercantiles y participar de sus utilidades.

Este contrato se rige por las disposiciones de esta Ley, por las del Código de Comercio, por los convenios de las partes y por las disposiciones del Código Civil”.

Otro ejemplo de este requisito de pluralidad, solemnidad y objeto definido, lo tenemos en la Ley de Sociedades de Perú, el establecer:

“Artículo 4.- Pluralidad de socios:

La sociedad se constituye cuando menos por dos socios, que pueden ser personas naturales o jurídicas. Si la sociedad pierde la pluralidad mínima de socios y ella no se reconstituye en un plazo de seis meses, se disuelve de pleno derecho al término de ese plazo.

No es exigible pluralidad de socios cuando el único socio es el Estado o en otros casos señalados expresamente por ley”.

A pesar de existir en las legislaciones (ecuatoriana, peruana y argentina un caso especial en la sociedad del estado)
, las compañías unipersonales
, en el caso de las anónimas y las limitadas, que ocupan la totalidad de este estudio, existe sociedad cuando dos o mas personas se unen con el fin de ejercer actos de comercio amparados en una figura societaria nacida de un contrato solemne y público
, cuyo fin es el ejercicio de un acto de comercio, destinando previamente a esta persona jurídica un capital traducido en numerario o especie, para realizar la actividad o conjunto de actividades anteriormente descriptos en el contrato de sociedad al cual se han de someter a futuro, siendo esta la partida de nacimiento de la agrupación comercial.
Al respecto, la doctrina argentina es uniforme al aceptar que no es posible la existencia de empresas unipersonales, ya que estas van en contra del “affectio societatis” y por ser permeables a cualquier tipo de fraude legal sobre responsabilidad frente a terceros.
 Esta línea de defensa de la pluralidad de partes, deriva de las antiguas teorías francesas, que según Richard
, diferenciaban sociedad de la comunidad o copropiedad, esta teoría es hasta hoy defendida por varios autores de esta nacionalidad, como Pothier
 y Domier
 que en sus obras definen al contrato de sociedad como un contrato plural en el que dos o mas personas se unen, por medio de un contrato de sociedad en el que afectan parte de su patrimonio, con el fin de realizar un negocio con fines lucrativos o afrontar las pérdidas derivadas del mismo.

Esta línea seguida por nuestra Ley de Sociedades, según la doctrina
, se deriva de la posición adoptada por Vélez Sarsfield en el Código Civil, al tipificar al Contrato de Sociedad como un contrato, siguiendo la línea francesa, lo cual en su momento, según los mismos doctrinarios iba acorde a la tendencia de protección de la “autonomía de la voluntad”, lo cual fue seguido por nuestro legislador societario al aceptar “la exigencia de pluralidad de asociados reales, en la constitución y ulteriormente. Con ello se excluye tanto la "sociedad de un solo socio" como la pluralidad aparente (socios "de favor"), situaciones que son sancionadas con nulidad”
, conforme a las disposiciones de la Ley Nº 19.550. Esta línea doctrinaria sigue en vigencia, a pesar de ser criticada por varios sectores de la doctrina
 por la contraposición de intereses de las partes y por la existencia de un patrimonio en cuotas. Dentro de este marco legal,  la Inspección General de Justicia, ha enfatizado este requisito en varias resoluciones administrativas en las que ha negado la inscripción de sociedades que no cumplían con el requisito de “pluralidad de partes”, siendo intimadas a cumplir este requisito o negada de forma definitiva su inscripción.
    
2.2. Instrumentación formal por vía de instrumento público o privado

Ante los efectos “erga omnes” que nacen del giro comercial de la sociedad, la mayor parte de las legislaciones establecen el requisito de instrumentar la convención de voluntad de la cual la sociedad nace en un instrumento de carácter público o privado. La Ley 19.550 establece este requisito en su Artículo 4º al contemplar que “El contrato por el cual se constituya o modifique una sociedad, se otorgará por instrumento público o privado”. 
 Al respecto, Salandra, tomando en cuenta el Artículo 3º del Código de Comercio Italiano, asegura que los actos de comercio “se desarrollan esencialmente mediante la formación de relaciones jurídicas obligatorias”
 y éstas para dar fe de su existencia se deberán probar por medio de un documento, el cual deberá atender las formalidades previstas en la ley. 
En esta línea, además de las formalidades previstas, en el Artículo 4º de la Ley de Sociedades, se requiere la autenticidad de las firmas de los comparecientes al negocio jurídico, lo cual está previsto en el Artículo 5 de la misma ley y, lo más importante, la inscripción registral prevista en el Artículo 7 de la Ley 19.550, que da la partida de nacimiento a la sociedad. Al respecto la doctrina considera a este paso como sustancial ya que según Richard y Muño “el negocio no se configura hasta su inscripción registral”
.

Cabe indicar que la inscripción antes mencionada es la consecución de la instrumentación formal del contrato de sociedad, ya que desde este acto jurídico la sociedad adquiere una serie de efectos
, los cuales permiten el funcionamiento del ente societario. Esta inscripción, además, supone un control efectivo de legalidad,  por el funcionario público deberá verificar el ajuste a las normas de la Ley, en nuestro caso de la Ley Nº 19.550 y demás reglamentaciones aplicables, cumplidas las cuales. se ordenará su inscripción
. Estas formas antes mencionadas, son según la doctrina
, formas de carácter “ad probationem”, las cuales una vez cumplidas sirven para dar prueba de la existencia misma de la sociedad.

  Pero ¿qué pasa cuando esta sociedad sea irregular y se halle actuando? En este caso las formas serán “ad regularitatem” y, según la misma doctrina, la solución será la validación de las actuaciones de la sociedad e imputación a este sujeto los actos cumplidos con anterioridad a su formalización.
 En el Derecho Comparado, este requisito para formar una sociedad se conceptualiza de la misma manera, aunque con algunas diferencias, por ejemplo, en el caso del Ecuador, la instrumentación del contrato de sociedad se realizará únicamente mediante instrumento público, conforme la naturaleza solemne del contrato de constitución de la compañía y por la naturaleza mercantil del mismo
. De forma más específica, la Ley de Sociedades Mercantiles de México dentro de sus Artículos 5 y 6
 dispone la forma de instrumentación y los elementos del contrato constitutivo de sociedad e igualmente que las legislaciones argentina y ecuatoriana
 establecen en el caso de las sociedades irregulares, que la actuación de la misma tendrá efectos sobre terceros, contrayendo tanto socios y administradores responsabilidad ilimitada y solidaria, hasta obtener la correspondiente inscripción en el Registro Público de Comercio de la misma
. 
En virtud de que la determinación de los requisitos para la instrumentación del contrato de sociedad es una atribución soberana del país de origen de la misma, el país receptor de la inversión se encuentra obligado a respetar las formalidades impuestas por la legislación del lugar de constitución o de nacionalidad, según el caso, de la sociedad. En el caso de la República Argentina, Stratta señala que de conformidad con el Artículo 12 del Código Civil Argentino “las formas y solemnidades de los contratos y de todo instrumento público, son regidas por las leyes del país en donde se hubieren otorgado”
. Lo cual determina, según esta autora, que el momento de la emisión de su dictamen el juez o el funcionario administrativo deberá tomar en cuenta este particular y además aplicar la disposición del Artículo 973 del Código Civil que aplica el principio de lex fori, al momento de la calificación de la idoneidad de la sociedad.

Tomando como punto de partida esta afirmación, se establece que las formalidades se encuentran únicamente en la Ley y el juez para su calificación deberá atender a los requisitos que la misma establece. En el caso de las formalidades requeridas por la Inspección General de Justicia para inscribir una sociedad extranjera en el Registro Público de Comercio de la Ciudad de Buenos Aires, las Resoluciones de dicho organismo exigen nuevos requisitos de forma que alteran este reconocimiento, sobre el tema, Stratta
 encuentra los siguientes: 
· Respecto al Art. 3 numeral 1 inciso a) de la Resolución 8/2003 de la IGJ, se crea un nuevo supuesto de manifestación de voluntad no comprendida en el artículo 919 del Código Civil
.
· Sobre la Resolución 11/03 la autora encuentra que todas las formalidades creadas para la eficacia de la renuncia de los directores de las sociedades anónimas y representantes de las sociedades extranjeras, incluyen escrituras públicas no previstas por la ley.

· Sobre la Resolución 12/03 la autora encuentra que se exigen escrituras públicas no previstas en la ley para el cumplimiento de formalidades para notificar a los socios, además de una creación de obligaciones de protocolizar, sin sustento legal, estos documentos, lo cual según Alicia J. Stratta configuran “un exceso en la potestad del organismo que produce la violación del principio locus regis actum” en relación a los actos celebrados en el extranjero.

Aparte de las extralimitaciones encontradas por la autora en las resoluciones antes mencionadas, la doctrina encuentra que en estas normativas reglamentarias, se incluyen otras exigencias, entre las más importantes,:

· La decisión prevista en el Artículo 194 de la Resolución 7/2005 de no inscribir a las sociedades “off shore” provenientes de países de nula o baja tributación.
· Otra crítica a las Resoluciones de la IGJ, en especial a la 7/2003, respecto a su vigencia es la dilatación de los tiempos de autorización y reconocimiento de la sociedad.

· La demasía registral, prevista en la Resolución 7/2003, sobre reconocimiento de sociedades, al incluir dentro del procedimiento la interferencia de un funcionario semifederal
, criterio que sigue la Resolución IGJ 7/2005.

· El inducir, dentro del sistema de inversiones, que el Registro de Comercio, en el caso del Registro Público de Comercio de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, es el regulador de las actividades de los ciudadanos, en especial en la discriminación en el trato a las sociedades extranjeras.

· La creación de registros peculiares, fuera de las normas legales, como los creados en las Resoluciones 7/2003 y 8/2003 exigiendo, según la doctrina, “recaudos societarios, fiscales y administrativos, excedido de los entes de Derecho Registral.

· Según la doctrina opuesta a Nissen se establece que dentro de las resoluciones de la IGJ, en cuanto a solemnidades de instrumentación formal, que el funcionario, así como quienes lo secundan “se han dado de imponer su criterio a través de la norma legal, asumiendo una sorprendente función legislativa, muy cuestionable a pesar de los buenos propósitos que la inspiran”.

· Dentro de la misma línea, Truffat
, establece que las regulaciones de la IGJ, en especial la 7/2003 y 8/2003, desalientan y cierran el paso a inversiones realizadas mediante “sociedades off shore”, criterio fundamentado en los considerandos de las mismas.

· Otros sectores de la doctrina, especialmente Monsegur
, señalan de inconstitucional a estas resoluciones, por cuanto, implican una limitación al derecho de propiedad, careciendo las resoluciones fundamento legal para realizar esta limitación, por cuanto establecen el libre ejercicio de los derechos patrimoniales y restringiendo derechos patrimoniales y garantías constitucionales y legítimas que gozan, según el ordenamiento jurídico aplicable las fundaciones, las asociaciones civiles y las entidades constituidas en el extranjero con representación en el país. A las cuales, conforme este autor son aplicables las normas de las Resoluciones de la IGJ.

· Uzal
 considera especialmente “extensivas y exorbitantes” a las Resoluciones de la IGJ, por cuanto configuran un exceso a las facultades establecidas en la Ley Nº 22.315, las cuales se traducen en la “demasía registral” de las sociedades, la cual se orquesta por medio de las mismas.

Del análisis propio de las normativas, también realizamos las siguientes observaciones, respecto a otras resoluciones que forman parte de las regulaciones internas de la IGJ en torno a registro de sociedades:

· La falta de reconocimiento de la sociedad irregular, a pesar de ser considerada como sociedad para todos sus efectos por la Ley Nº 24.409
, suscripta por la Argentina y constante como parte del ordenamiento jurídico de nuestro país.
· El ataque a las sociedades “off shore” previsto en la Resolución IGJ 2/05 y 7/2005, que configuran dentro del ambiente de inversión extranjera un desaliento a las mismas, al predominar dentro de los procesos de registro una norma reglamentaria contraviniente de instrumentos internacionales, como por ejemplo: Tratados Bilaterales de Inversión suscriptos por la Argentina, Normas de carácter comunitario de MERCOSUR en materia de armonización de legislación y Ley Nº 21.382, al no permitir la libre circulación de capitales y atentar contra el lícito derecho de asociación previsto en la Constitución Política de la Nación Argentina.
· La existencia de requisitos de carácter extralegal, tales como presentaciones de organigramas o declaraciones juradas que se imponen, por ejemplo en el caso de la Resolución 22/04 a las sociedades controlantes para demostrar si su sociedad es un vehículo de inversión o no lo es dentro de la República Argentina, en caso que la misma quiera ser acreditada conforme a los Artículos 118 3er párrafo y 123 de la Ley de Sociedades.

2.3. Tipicidad como particular formalidad de instrumentar el acuerdo social
La doctrina, establece varias clasificaciones para tipificar una sociedad. Una primera tipificación, de Richard y Muño establecen, tomando como base el Código de Comercio español, que los tipos sociales son tres: “el colectivo, el de responsabilidad limitada y el de sociedad por acciones”.

Partiendo de esta base, según Richard y Muño
, las diferencias tipificantes radican en la organización de las funciones, la responsabilidad de los socios y la representación del capital. 

Otra clasificación
, tipifica a las sociedades en tres supuestos, distinguiéndolas en: 1. Personalistas, 2. Capitalistas y 3. Cooperativas, definiéndolas de la siguiente manera:
Como sociedades personalistas, Garrígues, las define como “aquellas en las cuales los socios llevan personalmente la gestión social y responden también personalmente de los débitos sociales”
. Ejemplifica dentro de este tipo de sociedades a la de nombre colectivo y a la de comandita simple y por acciones, sólo respecto de los socios con responsabilidad ilimitada.

Siguiendo con estas definiciones, las sociedades capitalistas son entendidas, según Richard y Muño
, como aquellas que se “caracterizan por la limitación de responsabilidad de los socios al capital comprometido, y correlativamente por la consistencia del patrimonio generado por aportaciones ejecutables”, el paradigma de las sociedades de capital la conforman las sociedades por acciones, Sociedad de Responsabilidad Limitada (S.R.L.) y Sociedad Anónima (S.A.), en las que la responsabilidad del socio o accionista, según sea el caso se limita a la aportación suscripta dentro del cuadro de conformación del capital.

       Y por último, la doctrina, define a la sociedad cooperativa como aquellas que son “constituidas para la mutua ayuda entre los socios, su participación en el mercado y la comunidad, con responsabilidad limitada para aquéllos, tanto en las cooperativas de primer grado como en las de segundo constituidas entre cooperativas
”.

La Ley Argentina, establece su clasificación dividiéndola, según la doctrina nacional, en las siguientes:

“1) Sociedades por partes de interés (o de personas)

a) colectivas

b) en comandita simple

c) de capital e industria

d) accidental o en participación

2) Sociedades por cuotas (Sociedades de responsabilidad limitada) 

3) Sociedades por acciones (o de capital)

a) anónimas

b) en comandita por acciones

c) De economía mixta”

Dentro del primer grupo (Sociedades de Personas), los autores siguen la misma línea de las clasificaciones anteriores “ya que comprende aquellas sociedades en las que el factor individual tiene una relevante importancia y la responsabilidad de sus socios es ilimitada y solidaria, con las excepciones establecidas para las comanditas, en las cuales ésta solamente afecta al socio o socios comanditados (art. 134 LS) y las de capital e industria donde se aplica únicamente al socio o socios capitalistas (art. 141 LS)”. 

En el segundo grupo, (Sociedades por cuotas), la importancia del elemento personal convive con la del capital aportado. Sin perjuicio de ello, “la responsabilidad se limita al valor de la cuota comprometida en el contrato o cuotas suplementarias si ésas se hubiesen convenido  sin perjuicio de la garantía de los socios por la integración de todos los aportes”.
 

En el tercer grupo de esta clasificación, (Sociedades de Capital) o denominadas por acciones, la doctrina define que “el factor personal pasa en casi todos los casos a un plano muy secundario, ya que no puede decirse que desaparece totalmente. Desde luego, ello sucede con graduaciones, pues el mismo mantiene parte de la importancia con que se presenta en las sociedades “intuitu personae” 
en la comandita por acciones y se diluye en la anónima. En cambio, el factor capital adquiere un rol preponderante, de donde su denominación de sociedades “intuitu rei
”
.
 El Derecho Comparado sigue la misma línea en la división de sociedades en capitalistas y personalistas. Sobre este particular, la Ley de Compañías del Ecuador en su Artículo 2 tipifica a las compañías en las siguientes clases:

· La compañía en nombre colectivo; 

· La compañía en comandita simple y dividida por acciones; 

· La compañía de responsabilidad limitada; 

· La compañía anónima; y, 

· La compañía de economía mixta.
 

Igualmente el Artículo 1º de la Ley de Sociedades Mercantiles de México
, distingue los mismos sistemas societarios que la Legislación Ecuatoriana, incluyendo además dentro de la tipificación a la sociedad cooperativa.

La razón de análisis de este punto, respecto del presente trabajo, es para tomar en cuenta que dentro de la calificación administrativa del funcionario se deberá tomar en cuenta las legislaciones de origen con el fin de ver si es necesario la adecuación a una figura tipificada en la Argentina o no, por lo que esta tipificación de origen es importante para la determinación de los efectos previstos en los Artículos 119 o 124  de la LSC, según el caso, y los procedimientos de registración previstos, para el ámbito de Capital Federal, en los Artículos 188 y 191 de la Resolución 7/2005 de la IGJ, tal como veremos en esta parte del estudio.
Nace una pregunta. ¿Para que sirve la tipificación dentro del reconocimiento registral de una sociedad extranjera?, la respuesta sirve de mucho, ya que las legislaciones son amplias y es necesario que para ser registrada la sociedad, el funcionario administrativo sepa cual es la figura que tomaría para nuestro derecho, en primer lugar, y en segundo lugar servirá a terceros para fines judiciales o extrajudiciales al saber la forma societaria en la que la sociedad se encuadra.

Dentro de la tipificación de las sociedades, la IGJ ha trabajado bastante, un ejemplo lo tenemos en la Resolución 5/05 modificatoria de la 12/03 y de la 2/05, que establece puntos importantes de registro de sociedades de tipo desconocido, reformando aspectos considerados como requisitos engorrosos de las resoluciones que la misma reforma, como por ejemplo: La dispensa del requisito de cancelación de la sociedad en el país de origen o la unidad de trámite de adecuación dejando de lado la adecuación de la sociedad inscripta conforme a la resolución 2/05 con la resolución 12/03 es uno de los ejemplos de esta resolución, además de la remisión a la AFIP de esta documentación conforme a lo dispuesto a la Resolución 22/04
. En la Resolución 7/2005 se trabaja además sobre las sociedades de tipo desconocido, estableciendo en el Artículo 191
 de esta normativa requisitos adicionales con el fin de calificar la responsabilidad de los socios, el tipo social a adecuarse y el régimen de la sociedad, en este caso por medio de un sistema de precalificación profesional que permita a la autoridad registral tener conocimiento de la forma de la sociedad y de su régimen al momento de ser adecuada al derecho argentino. 
2.4. Forma organizada que refleja el contenido del contrato, esto es la forma externa que asume la sociedad comercial.

Se refiere a la organización de los órganos sociales, en ésta se vincula, según la doctrina, “al mayor o menor autoorganicismo u organicismo diferenciado de cada sociedad, y la denominación de las participaciones de los socios, facilitada normalmente por la denominación de la sociedad” 
.

En este caso, se manifiestan los siguientes ejemplos, conforme Richard y Muño:

En el caso del administrador, su reserva a la persona o conjunto de personas, sean socios o no, que constituyen el órgano. La configuración del directorio cuando nos referimos a sociedades por acciones o el consejo de administración en el caso de las sociedades cooperativistas.

· La configuración personalizada de la sindicatura o colegiada del consejo de vigilancia y sus atribuciones de control de la sociedad.
· La designación, funciones, deberes y derechos de quien ejercerá la representación legal, judicial y extrajudicial de la sociedad, respecto a sus relaciones de la compañía y con los terceros que negocian con ella.
2.5. La existencia de aportes constitutivos del Capital Social

Según Nissen, el capital social se compone “por el conjunto de los aportes de los socios, integrados en el acto constitutivo o en oportunidad de su ampliación o incremento, acto que será sometido a estrictas formalidades legales”.

Sobre este particular, el autor señala que el capital social, y en consecuencia las aportaciones destinadas al mismo, es en principio “un capital fijo e invariable”, salvo las modificaciones que se efectúen luego mediante sus respectivos aumentos. Este capital social, cumple, según la doctrina, “una trascendentalísima función de garantía frente a los terceros (en especial en las sociedades de capital), donde los accionistas limitan su responsabilidad a las cuotas o acciones suscriptas, pues la cifra capital brinda a los terceros un dato de fundamental importancia al permitirles conocer los bienes con que cuenta la sociedad para enfrentar sus obligaciones. De allí que todas las legislaciones exigen a las sociedades un capital social mínimo que debería ser adecuado al giro empresario”. 

Estos aportes, tal como lo expresa el autor antes mencionado, servirán de garantía a terceros sobre la capacidad financiera de la organización y como un limitante de la responsabilidad económica y jurídica, dado que los mismos responden, hasta el monto del capital suscripto dentro del contrato de sociedad.

2.6 Objeto preciso y determinado

Según Nissen, el objeto social guarda relación con la actividad de la empresa, ésta se traduce en el giro comercial del negocio. El autor, define este requisito como “el desarrollo de una actividad permanente”.

El objeto social “delimita en el contrato constitutivo la categoría de actos que la sociedad se propone realizar para la consecución de su fin societario”
 diferenciándose de la actividad que “constituye el ejercicio efectivo de los actos realizados por la sociedad en funcionamiento”.
  
3. Definición de Sociedad Extranjera:
Una vez analizados los elementos de la definición de sociedad, nos vamos a ocupar de definir la sociedad extranjera como tal, y como introducción a lo que analizaremos mas adelante en este trabajo, vamos a definir, por el momento, a esta sociedad, siguiendo lo previsto en el Código de Comercio de Colombia que define a las sociedades extranjeras como “las sociedades constituidas conforme a la ley de otro país y con domicilio principal en el exterior”.

Como vemos en la primera parte de la definición, una sociedad extranjera se diferencia de la nacional al ser constituida o dirigida en otro país, distinto al que nos encontramos.

Esta definición tiene un dato muy interesante, ya que Colombia reconoce el mismo sistema de Argentina en materia de reconocimiento de sociedades
, esto es el reconocer a la sociedad de acuerdo a las formalidades de su lugar de constitución, supuesto importante dentro del Derecho Societario Registral, que en la Legislación Argentina lo encontramos en el Artículo 118 de la Ley de Sociedades, cuyo tenor establece “Las sociedades constituidas en el extranjero se rigen en cuanto su existencia y forma por las leyes del lugar de su constitución”.
 Lo cual, implica que las autoridades del país receptor respetarán las formalidades de constitución del país de origen de la sociedad, con el fin de autorizar su funcionamiento.

Esta definición prevista en la legislación colombiana, toma como base la aceptación de este país del Tratado de Derecho Comercial Internacional de Montevideo de 1.889 y sus reformas, además de la aceptación de la CIDIP II de 1.978, suscriptos y ratificados también por la Argentina
, los cuales aceptan, en materia de sociedades extranjeras la eficacia extraterritorial del derecho extranjero en materia de la aceptación de la existencia y formalidades del país de origen de la persona jurídica. Por cuanto al momento de su constitución, su aprobación ha sido objeto de precalificación de autoridad extranjera. Por lo que, al momento de establecerse en la Argentina, se deberán respetar estas condiciones al instrumentar la existencia de la sociedad conforme a las leyes argentinas, sin imponer más requisitos que los establecidos en las leyes vigentes y tratados internacionales.

 Respecto al segundo punto de la definición, se establece una relación de la sociedad extranjera con el domicilio, tomando en cuenta un segundo punto de conexión, en este caso, se toma en cuenta el domicilio de la sede de la sociedad. Dentro de la doctrina esta posición se enmarca dentro del criterio del domicilio social, que establece que la sociedad “posee la nacionalidad del país donde tiene lugar la explotación”.
 A breves rasgos, la inclusión de esta teoría dentro de la definición permite que en caso que el juez no estimare conveniente la autorización de la misma conforme a las leyes de su constitución, pueda de acuerdo a la legislación de la sede social realizar la aprobación del registro de la misma. Esta teoría fue aceptada, según Arellano, en su momento por los Tribunales Franceses y el Tribunal Permanente de Arbitraje de La Haya, antes de la Primera Guerra Mundial, siendo desechada luego por fuertes críticas de aplicabilidad. Al respecto, Helguera establece que esta teoría de domicilio es inaplicable porque “pueden ser varios los centros de explotación y una sociedad tendría al unísono varias nacionalidades”.
 Por lo que del análisis de la definición colombiana, puede definirse entonces a la sociedad extranjera como aquella sociedad constituida, en cuanto a su existencia y forma de constitución, de conformidad a la ley de otro país.
 

3.1. Formas de actuación de una sociedad extranjera

  Las formas de actuación de la sociedad extranjera dependerán de las alternativas previstas dentro del giro comercial de la sociedad. Esta es la actividad de carácter pecuniario que realiza la sociedad y teniendo en cuenta el lugar de actuación y puede ser dividida en dos supuestos fácticos: 1. la realización de toda la actividad fuera de la jurisdicción en la cual fue constituida, caso de las sociedades “off shore”, cuya razón de ser es la de realizar actividades fuera de su territorio de constitución y,  2. La realización de actividades fuera de su lugar de constitución por la necesidad de expansión de la empresa, su conjunto de servicios o de su cobertura negocial. Tomando como base la doctrina
, me permito dividir la actuación de las sociedades extranjeras, en las siguientes clases:
· Sucursales. – Son aquellas a las cuales la sociedad matriz destina una parte de su capital en giro para realizar actividades fuera del territorio de origen, siendo éstas parte del organigrama de la sociedad principal, este punto lo analizaremos en el Capítulo dos del presente trabajo.
· Filiales. – Son aquellas empresas independientes de una empresa matriz, constituida en un país determinado y que actúan en otros con el fin de expansión de sus actividades. Cabe mencionar que en este tipo de empresas, a pesar de su independencia, algunas decisiones son tomadas dentro de la empresa matriz, un ejemplo de esto son la puesta de Representante Legal, el cual en el 99% de los casos es Director o Socio de la matriz, logrando una vinculación entre los objetivos de la matriz y de la filial.
· Receptoras de Inversión. – Son aquellas sociedades que se constituyen como inversión de otra situada en un país extranjero, con el fin de invertir una cantidad de dinero determinada, a diferencia de la filial, la nueva empresa receptora goza de autonomía financiera y administrativa, fija sus políticas, siendo la sociedad extranjera participante en capital destinado, mas no dirimente en sus decisiones, este supuesto será analizado de forma profundizada cuando profundicemos el estudio del Artículo 123 de la Ley de Sociedades.
4. Origen de las sociedades: Nacionalidad, Lugar de Constitución o Domicilio, análisis doctrinario.

4.1. Breve Introducción:

La asignación de una nacionalidad o protección diplomática a las sociedades ha sido objeto de polémica durante el siglo anterior.

Las diferentes doctrinas, se dividen en tres posiciones
 al asignar el origen territorial y la asignación de una nacionalidad a una sociedad extranjera. Las más antiguas, de corte francés, atribuyen a las personas jurídicas nacionalidad,
 esta posición toma como partida la vinculación de este concepto propio, de las personas naturales, y su adaptación a las personas jurídicas.   
Una segunda corriente, la más aceptada en la actualidad, parte de los conceptos negativistas de asignación de nacionalidad de sociedades y consiste en someter el origen de las sociedades de acuerdo a las leyes de constitución de la sociedad, este criterio es seguido por varias legislaciones en el Derecho Comparado y responde a la realidad actual.
Y por último una tercera posición, llamada ecléctica o intermedia, que sostiene que la sociedad tiene dos nacionalidades, una de Derecho Privado basada en la sede social y otra de Derecho Público que tiene como base la necesidad de salvaguardar los intereses de la Nación y consagrar la noción de control.

Esta asignación de origen de capitales, prefiero no llamarla nacionalidad de capitales, juega un papel fundamental en el actual panorama del mundo de los negocios, al definir el alcance de la inversión y las regulaciones originarias que lo fundamentan.

4.2. Nacionalidad y su relación con las Personas Jurídicas o Sociedades Comerciales

Desde tiempos antiguos, la nacionalidad es un concepto vinculado con pertenencia a un estado o para acceder a su protección diplomática o para lograr los beneficios que nacen de estatuirse en dicho estado (como ejemplifica Lovagnini
 tomando por ejemplo Estados Unidos).

Pero a mas de estos motivos, el otorgar o no nacionalidad o un origen a los capitales, va mas allá de un encaje a una legislación o no. En base a este supuesto se permitirá a la autoridad registral poner una serie de requisitos para asegurarse que los fondos provenientes de este tipo de transacciones sean lícitos y apegados a las leyes, para así evitar que sus países sirvan como puente para la ejecución de actividades ilícitas.

Balestra define un concepto primario de nacionalidad, como “un vínculo jurídico de derecho público según el cual una persona es miembro de la comunidad política que un Estado constituye conforme al Derecho vigente en el mismo”.
  Este criterio, aunque no es aplicable a las sociedades y basa sus efectos sobre las personas, tiene un punto referencial que inicia nuestro estudio, en la palabra “vínculo”, esto consiste en una pertenencia, en un origen determinado, pero este concepto ¿será posible en la persona jurídica?

La doctrina en materia de Derecho Internacional Privado, se ha encargado desde los inicios de la actividad mercantil en establecer un origen a las sociedades, muchas doctrinas han nacido para estatuir un origen nacional a las sociedades y muchos sistemas han dado lugar a innumerables sistemas que reconocen o no nacionalidad a las sociedades, a continuación vamos a examinar cada uno de ellos.

4.3.  Las discusiones doctrinarias  

Vítolo, citando a Rovira
, establece el inicio de estas discusiones en un punto fundamental: La asignación de una nacionalidad en el derecho de una protección diplomática o a la intervención del estado extranjero en caso de ser lesionados los intereses del nacional protegido en el territorio de otro estado extranjero.

Esta protección da lugar a discusiones sobre la asignación de nacionalidad a las sociedades y dan lugar a dos clases de teorías: 1. Las teorías positivas de nacionalidad que consisten en aquellas que asignan una nacionalidad a las sociedades, 2. Las teorías negativas de nacionalidad que son aquellas que no reconocen la nacionalidad de las sociedades, sino la personalidad jurídica de la sociedad conforme a un territorio de origen y una última, aceptada por parte de la doctrina extranjera
, que establece una posición intermedia al exponer que las sociedades tienen dos nacionalidades, una de derecho privado, de acuerdo a la sede social y otra de derecho público ateniente al interés de protección del estado originario sobre la inversión.
4.3.1. Teorías positivas de la nacionalidad de las sociedades
Son aquellas que reconocen la nacionalidad de las sociedades. Vítolo
, hace un estudio breve de esta doctrina. El autor encuentra dos exponentes en esta teoría, los franceses Mazeaud y Battifol, para el primero la persona jurídica es conceptualizada como munido de personalidad moral, en términos actuales como una ficción jurídica dotada de personalidad, y al tener este atributo, de forma lógica, se configura una relación de dependencia entre esta persona y su lugar de origen, por lo que se considera lógico la asignación de una nacionalidad en virtud de este vínculo de personalidad.

Sobre la protección diplomática, Sánchez de Bustamante y Sirvén, reconocen, en materia de personas jurídicas, que la vinculación entre personas jurídicas y estado es prácticamente la misma que en el caso de personas físicas, ya que al momento de salir al exterior  “la sociedad y el capital extranjero seguirá buscando y encontrando la manera de solicitar y obtener, frente a determinadas situaciones económicas la protección diplomática de su país”.
 Por lo que, es aplicable en materia de protección, la nacionalidad para las personas jurídicas. Para los defensores de esta teoría esto tiene su razón de ser “porque la nacionalidad es una consecuencia lógica de la atribución de la personalidad puesto que el ente moral creado por el estado tendrá que sujetarse a lo dispuesto por las normas estatales en lo que se refiere a su capacidad, estatuto personal, etcétera”.

Estas teorías además, establecen que la asignación de nacionalidad a las sociedades es conveniente para los siguientes efectos
:

· “Conveniente para regular su constitución, funcionamiento y extinción”.

· “Necesaria para otorgar la protección extraterritorial a unos intereses, que de otro modo, no podrían defenderse”.

· “Indispensable en el Derecho Positivo actual, pues sólo ella (la nacionalidad) podrá indicar los derechos y deberes que el ente mercantil tiene en unas legislaciones que establecen una distinta condición entre nacionales y extranjeros, prohibiendo a ésta el ejercicio de ciertas industrias o actividades comerciales y sometiéndolas a un trato distinto en materia tributaria, por ejemplo, o en derecho procesal, donde existen nociones como la caución de arraigo que sólo a ellas se refiere”.

Esta doctrina francesa, tiene otro punto adicional, que es lo afirmado por Hénri Battifol, que relaciona la nacionalidad otorgada a barcos, aeronaves y navíos con las sociedades.
 Esta relación, interpretando al autor, se relaciona con el origen de bandera, utilizado en el Derecho Mercantil, específicamente en el Derecho Marítimo.

La asignación de nacionalidad a los entes societarios ha sido recogida, parcialmente por el Código Sánchez de Bustamante, discutido en la Sexta Conferencia Internacional Americana de 1.928
 y ratificada por varios países más tarde. Este cuerpo normativo, establece en su artículo 9º la siguiente disposición que reconoce la nacionalidad de las sociedades:

“Art. 9.-  Cada Estado contratante aplicará su propio derecho a la determinación de la nacionalidad de origen de toda persona individual o jurídica y de su adquisición, pérdida o reintegración posteriores, que se hayan realizado dentro o fuera de su territorio, cuando una de las nacionalidades sujetas a controversia habitual sea de dicho Estado.  En los demás casos, regirán las disposiciones que establecen los artículos restantes de este capítulo”.

De la lectura de esta norma, se concluye que el Código Sánchez de Bustamante, reconoce en primera instancia la existencia de la nacionalidad de las sociedades, pero este concepto no fue aceptado dentro de las discusiones, según Balestra, por varios de los países signatarios de aquella convención; ejemplo: Argentina, Paraguay, Colombia, Costa Rica y la República Dominicana, que se mantuvieron fieles al sistema de extraterritorialidad de capitales, propugnado por la Doctrina Irigoyen, por lo que se tuvo que agregar dentro de este Código las siguientes salvedades:

“Art. 10.-  A las cuestiones sobre nacionalidad de origen en que no esté interesado el Estado en que se debaten, se aplicará la ley de aquella de las nacionalidades discutidas en que tenga su domicilio la persona de que se trate”.

 Esta primera salvedad, respecto a la nacionalidad, dio lugar a la armonización del reconocimiento del fuero personal del lugar de origen. En el caso de las sociedades, este particular lo tenemos en el supuesto aplicado por Argentina de reconocimiento de la Legislación del país en el que se constituyó la sociedad o en el que tiene el domicilio principal. En este caso, nos encontramos, ante la primera salvedad que armoniza los dos sistemas, que es el reconocimiento de la legislación extranjera del país de origen, en caso de discrepancia en la nacionalidad de los capitales.

  Balestra, identifica además otra salvedad introducida dentro del Código en sus Artículos 18 y 19 respecto a las personas jurídicas, que contemplan lo siguiente: 
“Artículo. 18.-  Las sociedades civiles, mercantiles o industriales que no sean anónimas, tendrán la nacionalidad que establezca el contrato social y, en su caso, la del lugar donde radicare habitualmente su gerencia o dirección principal.

Artículo 19. - Para las sociedades anónimas se determinará la nacionalidad por el contrato social y, en su caso, por la ley del lugar en que se reúna normalmente la junta general de accionistas y, en su defecto por la del lugar en que radique su principal junta o consejo directivo o administrativo”.
Estas normas tienen el objeto de fijar una solución en caso de conflictos de carácter normativo, por cuanto el legislador de 1.928 preveía desde aquel momento que las relaciones internacionales crecerían, logrando armonizar las diferencias de conceptualización del sistema Sánchez de Bustamante con el Irigoyen, el segundo usado por algunos países signatarios, razón por la cual el mismo Balestra cita que dentro de la conferencia, para fundamentar la reserva de utilización del sistema de reconocimiento de nacionalidad, los países antes mencionados, realizaron la siguiente reserva dentro del Acta: “que no entendían para nada, aprobar directa o indirectamente las disposiciones que son contrarias a la regla de que las personas jurídicas deben su exclusivamente su existencia a la ley del estado que las autoriza y que en consecuencia, no son nacionales ni extranjeras”.
 
 Balestra detalla algunos de los países que actualmente mantienen el sistema de reconocimiento de nacionalidad de personas jurídicas nombrando los siguientes: Bolivia, Ecuador, Chile, El Salvador, Haití, Honduras, Nicaragua, Panamá y Venezuela. 

4.3.2. Teorías negativas de la nacionalidad de las sociedades
Llamada por algunos autores como teoría de la realidad
, ésta reconoce la personalidad jurídica de las sociedades atribuida en otro estado. Esta teoría, según Vítolo
, tiene su inicio en las teorías del francés Niboyet, quien en 1.927 estatuye los fundamentos jurídicos de la llamada teoría de la realidad. Según el jurista mencionado,  a todo extranjero se le reconoce personalidad jurídica, y por dondequiera lleva su condición de ser sujeto de derechos, en el caso de las personas jurídicas, se hace extensivo este reconocimiento de este particular. 

Como vemos esta teoría tiene un cierto problema al momento de su aplicación ya que tal como expresa Vítolo, este reconocimiento no es preexistente, sino depende de un proceso registral.

Una doctrina muy interesante, que se apega a este sistema es la Doctrina Irigoyen,
 esta señala según palabras del doctor Bernardo de Irigoyen se traduce textualmente en lo siguiente: “las personas jurídicas deben exclusivamente su existencia a la ley del país que las autoriza y por consiguiente ellas no son nacionales ni extranjeras. La sociedad anónima es una persona jurídica distinta de los individuos que la forman y aunque ella sea exclusivamente formada por ciudadanos extranjeros, esta no tiene protección diplomática”. 

Este precepto doctrinario establece un punto interesante que se fundamenta, según el doctor Lisandro A. Allende
, en la naturaleza extraterritorial de los capitales, ya que estos son fundamento principal del funcionamiento de las sociedades.

Un dato curioso es que esta doctrina ha sido consagrada no solo por Argentina sino por varios países, prueba de ello lo vimos en el punto anterior, cuando en la Sexta Conferencia Internacional Americana de 1.928, el fundamento de Irigoyen fue fundamento de la reserva establecida y fuente legal de armonización entre los dos sistemas de Derecho Internacional Privado. Actualmente, conforme lo señalan Dreyzin de Klor y Saracho Cornet
, las CIDIP, en especial la CIDIP II, reconocen el principio de extraterritorialidad de la época de Irigoyen, debido a la extraterritorialidad y naturaleza movible de los capitales en la actualidad. 
Pero algo más que cabe citar es que la globalización establece distintos puntos de operación que puede tener una sociedad dentro de su operación habitual, como por ejemplo, que el domicilio se encuentre en un país y su centro de operaciones o centro vital en otra jurisdicción. Esta movilidad igualmente establece que los capitales tengan distinto origen de acuerdo a la nacionalidad de las sociedades, o como señala la doctrina también los casos de autorización estatal o permisos previos de registro, en fin estos obstáculos o diversidad de funciones de la sociedad, me convencen a seguir la afirmación de Lovagnini y Verón que establecen que el asignar una nacionalidad u origen a las sociedades es “un recurso técnico creado por la ley para el cumplimiento de determinados fines”.
 Este recurso se fundamenta en el reconocimiento de la sociedad para fines de funcionamiento de la sociedad, uno de ellos consiste el Derecho Societario Registral, ya que este origen o recurso técnico determinará la correcta aplicación de la ley, al tomar en cuenta el reconocimiento de la sociedad extranjera conforme a las reglas y formalidades de su lugar de constitución, obedeciendo la disposición de la Ley de Sociedades.

5. El Domicilio

Aparte del reconocimiento de un origen a la sociedad, es menester señalar que una de las fuentes que se toman en cuenta en los procesos registrales constituye el fijar domicilio. Este se entiende como el establecimiento permanente en el que la sociedad ejecuta la administración y el objeto principal de su giro comercial. Este concepto, expuesto de forma amplia, trae a descubierto una realidad importante ya que tal como avanza la globalización y la apertura de mercados, la actividad de la sociedad puede llevarse en varios lugares determinados de acuerdo a la necesidad comercial de las sociedades A continuación revisaremos los principales supuestos y las diferentes formas en las que una sociedad se puede domiciliar o establecer.

5.1. Domicilio y su relación con la sociedad extranjera.
Busso, citado por la doctrina
, entiende por domicilio “el lugar que la ley instituye como asiento de las personas para la producción de determinados efectos jurídicos”. Este criterio se complementa cuando los mismos autores citan a Orgaz, al definir al domicilio como “el centro territorial de las relaciones jurídicas de una persona, o bien el lugar que la ley sitúa a una persona para la generalidad de sus relaciones de derecho”. 

   Lo expuesto explica que el domicilio en el caso de las personas jurídicas es el punto geográfico en el cual la empresa realiza toda o parte de su actividad, este domicilio, según los autores antes mencionados, reúne las siguientes características:

1) Es legal, por tratarse de entes ideales y porque la ley lo instituye.

Este concepto no solo es usado en Argentina sino, como veremos más adelante en el Derecho Comparado, el domicilio, el punto geográfico de asignación de establecimiento de la sociedad, se halla estipulado en la ley, dentro de cada una de las legislaciones este se divide en principal, sede social y sucursales 
2) Es necesario, debe figurar en todo instrumento constitutivo. Su omisión no afectará su validez: en este caso regirán las normas del Código Civil aunque puede negarse su inscripción en el Registro Público de Comercio.
Este consta como requisito sustancial dentro de todas las legislaciones, en este caso, la exigencia se halla tipificada en la Ley, conforme lo veremos en las normas ejemplificativas.  En caso de omisión en la fijación del instrumento en un domicilio determinado, la ley establece la analogía del domicilio de la compañía, con el domicilio civil o el domicilio registral.   
3) Debe ser real, es decir, que exista verdaderamente como domicilio social (no debe confundirse esta expresión con el domicilio real de las personas físicas). De ahí que pueda impugnarse el simulado.
Este domicilio debe tener existencia real y física. Al respecto, la legislación argentina establece esta exigencia en la Resolución 7/2005, cuyos artículos pertinentes son los siguientes:

“Artículo 7º.– En todo trámite sujeto a precalificación profesional obligatoria, el dictamen respectivo debe indicar la ubicación de la sede social.

Además de ello, salvo en el trámite de constitución de sociedad, el dictamen debe contener expresa manifestación del firmante acerca de si su intervención comprendió la verificación de que al tiempo de la elaboración de dicho dictamen o de la realización del acto que con él se precalifica, en el lugar que se indica funciona efectivamente el centro principal de la dirección y administración de las actividades de la entidad. En su defecto, debe acompañarse declaración jurada sobre dicho extremo suscripta por el representante legal y un integrante del órgano de fiscalización si lo hubiere, cuyas firmas deberán estar certificadas notarialmente, pudiendo también ratificarse en la Inspección General de Justicia, cuando se trate de entidades de bien común exentas del pago de aranceles conforme a lo previsto en el apartado I, último párrafo, del artículo 2º.

Los recaudos del párrafo anterior no son necesarios si en el trámite se acompañan instrumentos auténticos que transcriben actos de funcionamiento de órganos sociales y de ellos surge la ubicación de la sede social en el lugar y con el alcance indicados.(..)
Artículo 11.– Sin perjuicio de los efectos vinculantes de la sede social inscripta o comunicada con los requisitos necesarios para su toma de conocimiento, la Inspección General de Justicia podrá solicitar con los alcances generales que determine, que las entidades sujetas a su fiscalización indiquen, con recaudos de autenticidad adecuados, un número de fax y/o una dirección especial electrónica (dirección de e-mail) operable solamente mediante servidor local, adonde pueda dirigirles, notificaciones o comunicaciones en el ejercicio de sus funciones de fiscalización, comprendidos los trámites de denuncias.

Será condición necesaria para implementar el requerimiento y/o utilizar las direcciones electrónicas, que la factibilidad técnica permita asegurar la efectividad de la recepción de las notificaciones o comunicaciones y la certeza de su fecha a los fines del cómputo de los plazos que correspondan”.

Esta existencia real debe ser probada y el organismo, en virtud de la potestad de verificación, podrá determinar si con certeza existe o no. La Legislación Reglamentaria Argentina trae una novedad que es la de fijar obligatoriamente un domicilio electrónico.
4) Es único, las sociedades no pueden constituir más de un domicilio dentro de una misma jurisdicción. 
Este domicilio debe ser único, En el caso de las sucursales estas se constituyen como herramientas para lograr el cumplimiento de los fines sociales, ya que administrativamente dependen de la principal, la cual es la que dirige su giro comercial. Por lo que dentro de los fines comerciales las sucursales son establecimientos y no sedes.

5.2. Exigencia de Domicilio: Normas aplicables en Argentina y en el Derecho Comparado. 
Esta parte se dedicará al análisis de la exigencia de domicilio en diferentes legislaciones. Como es conocido, en la Argentina los Artículos 10 y 11 de la Ley 19.550, dentro de la forma de realización del contrato, establecen la obligatoriedad de asignar un domicilio a la compañía. Esta exigencia no solo es aplicable en la Argentina, sino en otros países. En Ecuador lo referimos en los Artículos 4 y 5 de la Ley de Compañías, que establecen:

“Art. 4.- El domicilio de la compañía estará en el lugar que se determine en el contrato constitutivo de la misma. 

Si las compañías tuvieren sucursales o establecimientos administrados por un factor, los lugares en que funcionen éstas o éstos se considerarán como domicilio de tales compañías para los efectos judiciales o extrajudiciales derivados de los actos o contratos realizados por los mismos.

Art. 5.- Toda compañía que se constituya en el Ecuador tendrá su domicilio principal dentro del territorio nacional”. 
En Chile el domicilio para personas jurídicas, se encuentra contemplado en la Ley Nº 18.046 de sociedades anónimas, y lo tenemos en los siguientes artículos:

“Artículo 4º.- La escritura de la sociedad debe expresar: (…)

2) El nombre y domicilio de la sociedad;

Artículo 5º A.- Si en la escritura social se hubiere omitido el domicilio social se entenderá domiciliada la sociedad en el lugar de otorgamiento de aquélla.

En lo referente a sociedades extranjeras, dentro del proceso registral, esta ley establece la siguiente vinculación entre sociedad extranjera y domicilio:

Artículo 121.- Para que una sociedad anónima extranjera pueda constituir agencia en Chile, su agente o representante deberá protocolizar en una notaría del domicilio que ésta tendrá en Chile, en el idioma oficial del país de origen, traducidos al español si no estuvieren en ese idioma, los siguientes documentos emanados del país en que se haya constituido, debidamente legalizados:

1) Los antecedentes que acrediten que se encuentra legalmente constituida de acuerdo a la ley del país de origen y un certificado de vigencia de la sociedad;

2) Copia auténtica de los estatutos vigentes, y

3) Un poder general otorgado por la sociedad al agente que ha de representarla en el país en el que consten la personería del mandante y se exprese en forma clara y precisa que el agente obra en Chile bajo la responsabilidad directa de la sociedad, con amplias facultades para ejecutar operaciones en su nombre y en que se le otorguen expresamente las facultades a que se refiere el inciso segundo del artículo 7º del Código de Procedimiento Civil”.

La ley de Sociedades Anónimas de Panamá establece dentro de sus normas lo siguiente sobre el domicilio:

“Artículo 2. Las personas que deseen una sociedad suscribirán un pacto social, que deberá contener: (…)

7. El domicilio de la sociedad y el nombre y domicilio de su agente en la república”
.

 Razón por lo cual vemos que el domicilio en las sociedades tiene una finalidad, y esta es la de ubicar a la sociedad, en sus derechos y obligaciones. Para fines operativos el domicilio se divide de la manera que se ubica a continuación.
5.3. Clases de domicilio aplicables en el proceso de registro de sociedades extranjeras

Así como la persona física tiene un domicilio civil y político, la persona jurídica también tiene varias clases de domicilio, a continuación propongo los siguientes:

· Domicilio Principal o Social. – Es el punto geográfico establecido en el contrato social, en el cual se ejerce para fines de control y verificación toda o parte de las actividades de la misma.

· Domicilio Administrativo. – Es el punto geográfico en el que se realizan las actividades de la compañía, este puede ser dentro del domicilio principal, aunque difiere en el caso de las “off shore” ya que por prohibición legal deben ejercer sus actividades en otro lugar distinto al de su jurisdicción o también es diferente del principal, en el caso de compañías extranjeras, cuando la totalidad del objeto social se la realiza en un país receptor.

· Domicilio Operativo. – Se relaciona con el centro de intereses vitales de la compañía, y consiste en el lugar en donde se realizan las operaciones logísticas de la compañía, este domicilio no es importante para fines de registro societario, pero sí para fines de registro impositivo.

Estas clases de domicilio han sido propuestas en este trabajo, tomando como base la realidad de las empresas, en materia societaria, siguiendo la línea del Derecho Civil y Mercantil. El domicilio en el cual la actividad de la Sociedad Extranjera se desarrollará en el país receptor deberá estar establecido e indicado en un domicilio en donde se pueda identificar su labor administrativa. 

Es por esto que según mi criterio el domicilio aplicable a la sociedad extranjera es el domicilio administrativo, ya que en él es donde se llevan las actividades de la compañía y es el que más se aplica a la realidad de negocios. 
6.     Sociedad Extranjera y su relación con el sistema de Inversión extranjera
6.1.   Introducción:

El punto de partida de registrar una sociedad extranjera en un país distinto del de origen de la inversión originaria nace de la necesidad de la sociedad por expandir sus horizontes negociales invirtiendo en otro país, el cual lo llamaré a lo largo de este trabajo país receptor. 

Una de las maneras por la que la inversión en distintos emprendimientos se manifiesta radica en la constitución de sociedades o el registro de las mismas dentro del país destino de la inversión.

Daniel Roque Vítolo,
 en su obra sobre Sociedades Extranjeras y Off Shore, sostiene que la inversión extranjera en materia de sociedades puede cristalizarse: 1. -  En la creación de nuevas empresas,  2. – Participando en el capital de una empresa ya creada, y 3. – Participando en la reestructuración de una empresa ya creada.  Además de estos supuestos agregaría otros supuestos como: Necesidad de inversión con el objetivo de lograr un crecimiento estratégico de la empresa, inversión motivada en una oportunidad político- económica de invertir en otro territorio motivado por un beneficio de carácter público gubernamental en el país receptor y, por último, menores costos de producción ante el incremento del costo de vida del país originario de la inversión.

La inversión extranjera se halla muy vinculada a las sociedades, las cuales son utilizadas como instrumentos de esta inversión tal como lo dijimos anteriormente. Pero dentro de esta relación constan algunos elementos que analizaremos tomando como objeto de estudio la doctrina societaria escrita hasta el momento de esta investigación.

Norma A. Cristóbal dentro de su ponencia “Inversiones Extranjeras y Sociedades Extranjeras”
, establece una relación interesante entre la Ley de Sociedades con la Ley de Inversiones Extranjeras, estableciendo la relación entre sociedad e inversión extranjera en cuatro aristas, tres de carácter general y una de carácter limitado a un tipo de empresa de carácter bilateral. 
Dentro de este análisis enumera las siguientes formas de participar como inversionista dentro de una sociedad argentina, conforme a la Ley de Sociedades Comerciales y la Ley de Inversiones Extranjeras:

· Actuación de la Sociedad Extranjera en el país. – Estableciendo como circunstancia fáctica el ejercicio de un acto habitual, de conformidad con el Artículo 118 de la Ley 19.550 y los requisitos actualmente requeridos por la Resolución Nº 7/05 de la Inspección General de Justicia, establece además un segundo supuesto que es la constitución de la sociedad de conformidad con el Artículo 124 de la Ley de Sociedades.
· Constituir sociedad en el país. – La jurista relaciona este supuesto con la situación fáctica del artículo 123 de la Ley de Sociedades, para procesos de registro nos importa acotar que la sociedad puede actuar por medio de un capital propio o por medio de la participación de acciones en otra empresa, tomando en cuenta las limitaciones previstas en el Art. 30 de la Ley 19.550. Estas
, de acuerdo a la doctrina, no resultan aplicables para las sociedades extranjeras, por cuanto se “rigen en cuanto a su existencia y forma por las leyes de su lugar de constitución, y su capacidad está determinada también por la ley extranjera de donde no resulta aplicable a la misma la limitación dispuesta por el artículo 30 de la Ley de Sociedades”
. Lo cual se presenta como un respaldo para las sociedades de inversión y además de acuerdo con el fallo INVAL, se puede garantizar la participación de sociedades extrajeras dentro de Sociedades de Responsabilidad Limitada, al haber esta inaplicabilidad a las sociedades extranjeras, por cuanto su ley personal no contempla esta prohibición.

Esta garantía guarda armonía en el objetivo de permitir que inversiones extranjeras se establezcan en Argentina. Contemplado en la Ley de Inversiones Extranjeras, para sociedades extranjeras, este objetivo, según palabras de Cristóbal, se coloca “en pie de igualdad al inversor extranjero con el argentino”
. Pero tanto aquí en Argentina como en algunas legislaciones de Derecho Comparado estos controles pueden ser estrictos. Un ejemplo lo tenemos en la Argentina con las Resoluciones de la IGJ o demostraciones de legislaciones severamente permeables, como en los casos de Panamá, Uruguay, Barbados, Grand Cayman Islands, entre otros. Por lo que a pesar de establecer como preceptos constitucionales la inversión y apertura de mercados o la igualdad de derechos entre nacionales y extranjeros
, esta igualdad de condiciones se halla en la práctica derivada al cumplimiento de las leyes locales, en este caso las leyes de sociedades, compañías o de inversiones, según sea el caso. No obstante, a pesar de estos controles, una vez ya registradas este tipo de personas jurídicas, cabe mencionar que las mismas gozan de los mismos derechos de los nacionales, en este caso el derecho de inversión que tiene el empresario en un país extranjero.
· Realización de acto aislado. – Esta posibilidad consiste en la actuación de la sociedad en un acto esporádico y de corta duración que no ejercite ningún tipo de habitualidad
. Reservándose, según Nissen y Rovira
, para aquellos actos desprovistos de permanencia y ejecutados en forma accidental.

6.2. Sociedad Extranjera y su relación con el Inversionista
  La vida del inversor extranjero, dentro del contexto relacionado con la sociedad, debe enfrentar ciertas limitaciones o peligros. Vítolo
 identifica de manera acertada que dentro del giro comercial de la sociedad en un país extranjero el inversor se halla frente a dos visiones totalmente diferentes: 1. – “la libertad que busca el inversor extranjero” y 2. – “el control y supervisión – en ejercicio del poder de policía – que pretende ejercer el estado receptor”. Este autor nos muestra una realidad actual en la que la empresa extranjera y sus componentes se hallan involucrados, debido a que mientras menos controles ejerza el Estado Receptor y mientras menos complicado sea su proceso de registro, el inversor extranjero optará de manera lógica por invertir en un país que no dé ningún tipo de problemas o trabas a su inversión. Por otro lado, los estados en virtud de su ejercicio de soberanía ejercen controles sobre este tipo de personas jurídicas. Un ejemplo de este particular lo encontramos en las Resoluciones 7/2005 y 2/2005 de la IGJ, en la participación de la República Argentina en tratados de prevención de lavado de activos, conocido como Grupo de Acción Financiera (GAFI), y mas tratados que el país ha suscripto con el fin de establecer controles efectivos a las inversiones extranjeras. Cabe aclarar que el control no solo viene de la Ley 19550, sino como enfatiza Inés Weinberg de Roca, también se aplican los controles establecidos por la ley 21.382, que “reglamenta las condiciones de ingreso y repatriación de capital extranjero” 
. La autoridad de aplicación es la Subsecretaría de Estado prevista en el decreto reglamentario 283/77 y no en el Registro Público de Comercio”. Analizando la Ley Nº 21.382, nos damos cuenta que se establece un nuevo órgano competente que regirá la vida de la inversión extranjera en Argentina, llamado Subsecretaría de Inversión Extranjera, la cual se halla fundamentada en la disposición prevista en el Artículo 4 de la mencionada ley y que contempla lo siguiente: “La reglamentación de la presente ley la determinará el organismo administrativo dependiente del MINISTERIO DE ECONOMIA Y OBRAS Y SERVICIOS PUBLICOS cuya jerarquía no será inferior a la de Subsecretaría, que actuará como Autoridad de Aplicación, fijando además su constitución, funciones y facultades”.

Del párrafo anterior podemos sacar las siguientes conclusiones: 1. – En materia de inversiones extranjeras en la República Argentina, existen para el ámbito de Capital Federal y algunas provincias dos tipos de controles, el primero, establecido en virtud del principio de especialidad, que somete a la inversión extranjera a las normas establecidas en la Ley Nº 19.550; y el segundo, el control en el ámbito federal establecido por la Ley Nº 21.382, que establece el régimen de inversiones extranjeras dentro del territorio argentino. En esta materia en la mayoría de los países se establecen igualmente tipos de controles para registro, los cuales son fundamentados en la soberanía de los estados y cuyo objetivo es el lograr que, por medio de la aplicación de estas políticas, la inversión extranjera sea regulada y establecida de manera responsable.

6.3. La catalogación de inversionista: Tratamiento según la Legislación Argentina y el Derecho Comparado.

Para el inversor, el colocar una cantidad apreciable de dinero, fuera de su país, con el fin de crecer, emprender y producir requiere grandes decisiones y éstas residen en los siguientes elementos: 1. – Confianza en la economía del país receptor de su inversión, 2. – Marcos legales adecuados que permitan la convivencia de su inversión dentro del plazo planificado en sus programas de gestión, 3. – Países con bajo riesgo y nula inestabilidad política, 4. – Ideología reinante en el Gobierno al momento de la inversión. En cambio, desde el punto de vista del estado, la visión de atracción de capitales extranjeros reside en: 1. – Adquisición de mayores fuentes de crecimiento y financiamiento de sus Actividades Financieras y Económicas,  2. – Garantía de trabajo a sus habitantes, 3. – Lograr mayor productividad y sobretodo aumento de su PIB (Producto Interno Bruto) y de los Ingresos Per Cápita, entre los más importantes
.

Es por esto, que en ciertos momentos, los países, respondiendo a la necesidad de apertura de sus mercados y de abrir sus economías optan por emitir cuerpos normativos que regulen y faciliten la inversión extranjera, estos pueden estar en una sola ley o en leyes dispersas, con el fin de lograr atraer a sus jurisdicciones territoriales inversionistas interesados en el crecimiento de su empresa y en crear nuevas alternativas de trabajo para los pobladores de un lugar determinado.
Estos controles sobre las sociedades extranjeras, según Favier Dubois (h), se deben en el caso de sociedades al “Reconocimiento o negación de la calidad de Sujeto de Derecho (de las personas jurídicas) y de la posibilidad de actuar en consecuencia en un país distinto al de origen”
.

6.3.1. Argentina:
En el caso de Argentina, tomando el comentario de Inés M. Weinberg sobre el fallo “Parker Hannifin Argentina, S.A.”
, se debe tomar en cuenta otro requisito que es el realizar actos permanentes y establecer un domicilio dentro de la República Argentina. Al realizar a través de una sociedad la inversión ésta debe estar debidamente registrada, en este caso, ante el Registro Público de Comercio bajo la supervisión de la Inspección General de Justicia o ante la Dirección de Personas Jurídicas competente de la provincia en la que esta se establezca con el fin de probar, por medio de este acto registral, el reconocimiento de la compañía conforme a la legislación de nuestro país.

Estas bipolaridades antes mencionadas que podrían dar lugar a conflictos de leyes en la práctica se resuelven a través de la complementariedad de cuerpos normativos en los procesos de registro, contemplando el mismo en dos fases de carácter independiente, tanto dentro de la Subsecretaría de Inversiones Extranjeras, como en la Inspección General de Justicia, para el caso específico de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. En el caso de la primera para someterse a los beneficios de la Ley de Inversiones Extranjeras y respecto a la Inspección General de Justicia como presupuesto para poder funcionar, alterando la programación en tiempos del inversor al realizar un registro en “two times” para lograr que su sociedad funcione sin problemas.

Esto sin duda alguna, desde la óptica del Estado, es una garantía de su ejercicio de control de las inversiones dentro de su territorio, ya que establece un sistema de control en el que dos entidades administrativas funcionan en sincronía y de forma sinérgica, pero desde el punto de vista del inversor y sus abogados es causal de mayores costos y horas de trabajo empleadas, mas desde el punto de vista de la IGJ, que desde la Resolución 7/2005, en la parte atinente a Sociedades Extranjeras, establece requisitos severos para el registro de la sociedad en cualquiera de sus formas de ejercicio de giro comercial.

En Argentina, la catalogación de inversionista se halla establecida en el Artículo 2 de la Ley Nº 21.382, que contempla los aspectos sobre los cuales se cataloga al titular de la inversión como tal, las formas aceptadas por la ley como inversión y conceptos que se relacionan con el concepto económico de empresa y su relación con el domicilio.

6.3.1.1. Leyes 19.550 y 21.382: Complementarias u opuestas: Análisis.
Tal como vimos en las normas legales antes establecidas, la Legislación Argentina establece un concepto claro de que se entiende por inversión extranjera y en que consiste la inversión misma. Para iniciar este análisis, cabe destacar que nuestras leyes reconocen, como principio constitucional
, el igual tratamiento entre nacionales y extranjeros, complementando la efectividad de este derecho a normas de menor jerarquía. Este requisito adicional trae lugar al análisis principal de este punto, por medio de las siguientes interrogantes: 1. las leyes 21.382 y la 19.550, ¿son de carácter complementario o existe entre la una ley y el otro cuerpo normativo una contradicción?, 2. una Inversión extranjera: ¿Se debe acoplar a las dos leyes o con una basta?, y; 3. ¿cuántos procesos de registro debe tener una sociedad extranjera en la Argentina?

Conforme Lisdero y Helbert,
 aparte de la ley 21.382 hay otra protección adicional, que complementa este cumplimiento a otras normas: Los Tratados de Protección Recíproca de Inversiones o TBI, creados con el fin de proteger los derechos de los inversionistas, tanto en cuanto el país inversor de origen haya suscripto un tratado internacional con la Argentina.

 En este caso, el objetivo de estos tratados, según los autores antes citados, el  de establecer “un trato justo y equitativo”, basado en el principio de no discriminación hacia el ciudadano extranjero, buen principio que nos permite analizar en conjunto las tres premisas anteriormente presentadas como interrogante.

Vítolo
, sostiene que las disposiciones de la Ley Nº 21.382 ponen en igual situación al inversor nacional y extranjero, salvo algunas excepciones como las previstas en las Leyes de Radiodifusión y de Seguros. 
Sin duda alguna, desde el punto de vista general, vemos que las leyes en materia de inversiones extranjeras se hallan debidamente armonizadas, estableciendo en virtud del principio de soberanía, algunas limitaciones por razones de seguridad.

 Esta limitación, también se aplica en Derecho Comparado, por ejemplo en Ecuador, con el establecimiento de una limitación de dominio para los extranjeros en zonas de frontera, playas colindantes con el mar territorial y en zonas de seguridad nacional, presupuestos establecidos en la Ley de Seguridad Nacional del Ecuador.

 Pero a pesar de esta visión de igualdad legal, hay un punto en el cual no estoy de acuerdo con la mencionada igualdad de trato.

En efecto, las Leyes 21382 y 19550, establecen una medida de complementariedad, con los tratados bilaterales suscriptos con la Argentina, traídos a colación con Lisidero, eso nadie lo discute. Pero el problema empieza, cuando hablamos de los procedimientos registrales. En los supuestos establecidos en las Resoluciones de la IGJ, por ejemplo, el Artículo 188 de la Resolución 7/2005 de la Inspección General de Justicia se establecen requisitos de carácter engorroso para el inversor extranjero, ratificando la existencia de dos procedimientos paralelos, el uno fácil ante la Subsecretaría de Inversiones Extranjeras y el otro engorroso ante la IGJ, encontrando, sin duda alguna, no solo una limitación excesivamente burocrática en Argentina sino también el cumplimiento de otros trámites en los países de origen, como un sinnúmero de legalizaciones de todos y cada uno de los documentos que van a ser presentados. 
Estos requisitos no son exigidos a las sociedades nacionales, otorgando a las mismas una mayor flexibilidad y facilidad, pero en el caso de las sociedades extranjeras estos requisitos las ponen frente a una desigualdad, echando al traste, aquella igualdad establecida en la Constitución. 
Estas limitaciones o excesivo control, fueron puestos probablemente, ante la proliferación de sociedades off shore que se establecieron en la Argentina, con el fin de evadir impuestos y controles gubernamentales, pero lo que discrepo es que al momento de poner requisitos legales, no solo debe revisarse la realidad práctica sino la realidad económica y algo más importante no dejar inutilizados otros cuerpos legales, lo cual sucede con la Ley 21.382, que a pesar de establecer una complementariedad con el texto de la Ley 19.550, discrepa con las Resoluciones Generales de la IGJ, como vemos con la Resolución 7/2005 y 2/2005, que son las mas usadas en la práctica y discriminan al extranjero con procesos engorrosos, ahuyentando su inversión y en segundo lugar cometiendo un atropello a normas de mayor jerarquía jurídica como el caso del Artículo 1º de la Ley 21.382 y los TBI suscriptos con Argentina que establecen dentro de sus cláusulas el igual tratamiento de las inversiones locales y extranjeras.

Sobre estas interrogantes caben algunas soluciones. Una primera opción sería la de armonizar y reformar la Ley Nº 21.382 a las disposiciones de la Inspección General de Justicia con el fin de hacer viable un conjunto de reglas claras al inversor, cohesionando el proceso de registro en uno solo. Ello lo podría asumir la Dirección de Sociedades Extranjeras de la IGJ, por ejemplo, en el caso de Inversiones Extranjeras y de Registro de las mismas. O un segundo escenario, el menos probable según la realidad actual, que sería el reformar las Resoluciones de la IGJ para adaptarlas al principio de no discriminación, con el fin de establecer este trato igualitario.

 Resumiendo, la realidad argentina en materia de Inversiones Extranjeras se traduce en la aplicación de los siguientes instrumentos legales: 1. En el campo normativo, con la aplicabilidad de las leyes 21.382, 19.550, 23.697, 22.285 y 20.091. 2. En materia de Tratados Internacionales con la aplicación de los TBI suscriptos por Argentina, y; 3. Los procedimientos de registro establecidos en la IGJ, en virtud del proceso de registro, tema de este trabajo. Pero además debemos atenernos a las disposiciones de la Ley 21.382 y a las disposiciones de la IGJ, fundadas en la facultad reguladora establecida en la Ley Nº 22.315.

6.3.2. Tratamiento y catalogación del inversionista en el Derecho Comparado

Este estudio no solo se halla basado en la realidad de Argentina, sino del Derecho Comparado. A continuación examinaremos la realidad de algunos países de nuestro hemisferio:
6.3.2.1. Ecuador y Comunidad Andina de Naciones.
La realidad ecuatoriana, en materia de Inversiones Extranjeras, se halla conceptualizada de la siguiente manera. En materia de Inversiones Extranjeras, las compañías extranjeras que realicen inversiones en Ecuador, se someten a las disposiciones de la Ley de Promoción y Garantía de Inversiones (Ley Nº 46, publicada en el Registro Oficial Nº 219 de 19 de diciembre de 1.997) y su Reglamento (Decreto Ejecutivo No. 1132, publicado en el Registro Oficial Nº 252 de 25 de Enero del 2001) y dentro de los procedimientos de carácter registral para poder funcionar a las disposiciones de domiciliación establecidas en la Ley de Compañías.

El sistema ecuatoriano de inversiones extranjeras tiene su semejanza al argentino, en tanto sigue el principio de igualdad y no discriminación entre nacionales y extranjeros (Art. 1 de la Ley) y cataloga a  la inversión, en su Reglamento como: “todas las transferencias de capitales y recursos económicos destinados a la producción de bienes y servicios, y aquellas realizadas para ejercer derechos conferidos por el Estado o cualquiera de sus instituciones, por ley o bajo contrato, licencia, autorización u otro acto administrativo, para ejecutar actividades económicas o comerciales, incluyendo derechos a explorar, cultivar, extraer, explotar, transportar recursos naturales o prestar servicios. Las inversiones podrán consistir en contribuciones hechas al capital de sociedades constituidas o por constituirse en el país; asignaciones o créditos hechos a sucursales en el Ecuador de sociedades constituidas en el exterior; adquisición de acciones o participaciones o derechos para adquirirlas o suscribirlas, en sociedades ya constituidas en el país o en empresas unipersonales; y, en general, la transferencia de recursos para la ejecución de un proyecto, los recursos destinados al cumplimiento de contratos de ejecución o uso de obras públicas, prestación de servicios públicos, o explotación de recursos naturales celebrados con el Estado o con instituciones del Estado”.
  
Desde el punto de vista societario esta definición amplia que por inversión extranjera también se entenderán “aquellas contribuciones o aportes considerados como inversiones extranjeras directas, subregionales o neutras conforme al Régimen Común de Tratamiento a los Capitales Extranjeros y sobre Marcas, Patentes, Licencias y Regalías, y su Reglamento, y demás normas que le fueren aplicables”. Como podemos ver la definición reglamentaria ecuatoriana es clara en la catalogación de inversionista, basando esta calificación en virtud del destino de la inversión. 
En Ecuador esta catalogación para fines de registro debe tomar como base las normas comunitarias, en este caso, la Decisión 291 de la Comunidad Andina de Naciones
 que establece los tipos de inversión aceptados y los conceptos de inversión e inversores, con el fin de iniciar los correspondientes procesos de registro.
Esta normativa es la tomada como base para iniciar un proceso de registro de inversiones y el proceso de inscripción misma de la sociedad en la República del Ecuador. 
Tal como podemos expresar la norma comunitaria es clara al definir el tipo de inversión y aportar con la definición de cada uno de los inversionistas. Cabe señalar que esta Decisión Comunitaria, al ser Tratado Internacional es de aplicación en Colombia, Ecuador, Perú, y hoy en Chile desde su ingreso a la Comunidad Andina como miembro asociado conforme a la Decisión 645 del mismo organismo.
Esta decisión establece la igualdad de derechos entre inversionistas nacionales y subregionales, incluyendo el derecho de reinversión o de exportación de capitales, por ejemplo; pero para gozar de todos los beneficios esta debe estar registrada y, por ende, sometida a las leyes nacionales.

Algo muy importante en señalar es que esta es la primera legislación, entre las consultadas, que expone una definición de sociedad extranjera, esta se define como “la constituida o establecida en el país receptor y cuyo capital perteneciente a inversionistas nacionales sea inferior al cincuenta y uno por ciento, o cuando siendo superior, a juicio del organismo nacional competente, ese porcentaje no se refleje en la dirección técnica, financiera, administrativa y comercial de la empresa”.

La definición también trae a colación una limitación a los capitales extranjeros, en este caso no deben ser inferior a la mayoría del paquete accionario de la compañía. Esta limitación, según la Superintendencia de Compañías del Ecuador es también tomada en cuenta dentro del proceso de registro de inversiones, siendo en casos excepcionales valorada positivamente para inversiones extranjeras.

Volviendo al tratamiento de las inversiones en Ecuador, una vez calificada como Inversión Extranjera, por medio del Banco Central del Ecuador, esta calificación pasa con la documentación de la compañía al Ministerio de Comercio Exterior e Inversiones (COMEXI), quien se encargará de calificar la inversión y emitir su dictamen con el fin de inscribirlo en la Superintendencia de Compañías, previo acogimiento a las disposiciones de la Ley de Compañías. Cabe señalar que este proceso de registro será analizado en el Capítulo II de este trabajo.

En Ecuador vemos que el sistema de registro de la Inversión Extranjera es un poco más accesible, ya que nos hallamos frente a una armonización de normas que se complementan  dentro de los procesos de registro de sociedades. Ecuador, por el momento maneja el sistema de tratamiento de capitales extranjeros mediante la Disposición Comunitaria Nº 291 de la CAN, la Ley de Promoción y Garantía de Inversiones y su Reglamento y la Ley de Compañías en el aspecto procesal final de registro.

6.3.2.2. Protección de las Inversiones Extranjeras en el MERCOSUR
Dentro del MERCOSUR, encontramos los siguientes instrumentos, que regulan la Inversión Extranjera y la protección de las empresas participantes en las mismas y son los siguientes:
· Protocolo de Colonia. – Instrumento jurídico que rige el tratamiento a los inversionistas y de las inversiones entre cada Estado Parte del MERCOSUR.

· Protocolo sobre Promoción y Protección de Inversiones Provenientes de Estados no Partes del MERCOSUR. – Instrumento jurídico que rige el tratamiento a los inversionistas y de las inversiones de terceros Estados.
Estos instrumentos, conforme el documento “Convergencia comercial de los países de América del Sur hacia la Comunidad Sudamericana de Naciones” preparado por las Secretarías Generales de la ALADI, CAN y MERCOSUR
, respectivamente, establecen en materia de inversiones extranjeras herramientas para la solución de controversias, entre los países partes y con terceros, como en el caso del Protocolo de Buenos Aires
. En el caso del Protocolo de Colonia, los mecanismos de solución de conflictos siguen las reglas previstas en el Protocolo de Brasilia y se ejecutan en controversias entre un inversor y la parte contratante receptora de la inversión. 
En este caso, el mencionado Protocolo se aplica únicamente para los inversores de los países miembros del MERCOSUR y en el caso del Protocolo de Buenos Aires se ejecuta en conflictos entre inversores de los Estados Partes del MERCOSUR y de terceros países no suscriptos al bloque regional. Estos protocolos además aportan con los mecanismos de indemnización en caso de controversias, regulando la forma de pago de los mismos.

Estos protocolos, a pesar de su realidad práctica, afrontan un problema gigante ya que al momento según Granato “no están vigentes en el espacio integrado; y al nivel interno, por las leyes domésticas de los Estados parte”.

7. Conclusiones del Capítulo:
De la lectura del presente capítulo se pueden sacar las siguientes conclusiones, consideradas al lector del presente trabajo:

· La sociedad, para fines prácticos, se conceptualiza como una agrupación de personas o capitales, nacida de la unión de dos o mas personas con el fin de emprender un negocio y destinarle un capital a la obtención de un rédito y de un fin común.

· La sociedad extranjera, se define, como aquella agrupación de capitales, nacida de un convenio o de manera unilateral, según la legislación del lugar de constitución de la sociedad, con el fin de realizar una parte o la totalidad de su giro comercial fuera de la jurisdicción en la que fue estatuida.

· La sociedad extranjera es una herramienta de vinculación o forma de expresión de la aplicación de una inversión extranjera.

· En la mayoría de los países, los sistemas de garantía normativa de inversiones, van de la mano con la aplicación de las leyes societarias.

· En materia de sociedades y su relación con la nacionalidad, explicamos que existen dos sistemas los positivos, o de reconocimiento de  nacionalidad a las sociedades y los negativos o realistas que reconocen la existencia extraterritorial de capitales.

· En torno al domicilio, la doctrina establece que es un lugar instituido por la ley para el cumplimiento de algunos fines jurídicos, se señalaron además que los domicilios se dividen en ciertas clases en virtud de las necesidades de la empresa, y estos son:

· Domicilio Principal o social.

· Domicilio Administrativo.

· Domicilio Operativo.

CAPÍTULO II
ANÁLISIS JURÍDICO COMPARATIVO DE LOS PROCESOS DE REGISTRO EN EL DERECHO ARGENTINO Y EN EL DERECHO COMPARADO

1. Los puntos de conexión del Proceso de Registro.

Dependiendo el sistema aceptado por el país receptor de la inversión, sea nacionalidad de la sociedad o legislación del lugar en el cual fue constituida o de incorporación, los procesos de registro tomarán distintos puntos de conexión. En el caso del Derecho Argentino tomaremos como legislación referente o punto de conexión la ley del lugar de constitución de la sociedad
, de conformidad con lo establecido en el Artículo 118 de la Ley de Sociedades y para establecer la comparación de otros sistemas tomaremos distintas legislaciones en las que el reconocimiento de la sociedad dependerá de la nacionalidad de la misma, pero también de la operatoria legal que existan en aquellos sistemas.

2. Primer punto de conexión: Lugar de constitución de la compañía o reconocimiento de la nacionalidad de la misma
Es el sistema seguido por la Legislación Argentina, al reconocer como punto de conexión la existencia y forma conforme a las leyes del lugar de su constitución.
  Este sistema, no sólo establece el reconocimiento de la sociedad enmarcado dentro de las doctrinas negativas de reconocimiento de la nacionalidad de las personas jurídicas
, sino que además es un punto esencial de conexión del proceso de registro de la sociedad en caso de procesos de “investment” o de “doing business”. Al establecer la conexión dentro en la legislación del país de origen, el legislador busca la opinión del derecho extranjero como presupuesto validador de la existencia de la sociedad o de la legalidad de la misma y además fijar las pautas para que sistemas reglamentarios de control establezcan sistemas de cotejo de esos datos con el fin de armonizar legislaciones y realidades societarias diferentes.
Es así como este punto de conexión se halla además traducido en normas de menor jerarquía como es el caso de las Resoluciones de la Inspección General de Justicia, por ejemplo y también se refleja en la jurisprudencia
. La doctrina, establece que este punto de conexión se fundamenta en el denominado “sistema de incorporación”. Stratta define a este supuesto al afirmar que “toda sociedad se rige por la ley del lugar de la celebración de su acto constitutivo, resultando en el caso importante para determinar la capacidad”. 
 Al afirmar esto, la autora menciona que la ley remite esta aceptación de las formalidades de conformidad con lo establecido en el Artículo 12 del Código Civil Argentino que dispone que “Las formas y solemnidades de los contratos y de todo instrumento público, son regidas por las leyes del lugar en donde se hubieren otorgado”. Razón por la cual, la ley argentina establece, en materia de derecho privado, el reconocimiento de las formalidades del contrato de sociedad del país de origen.

Sobre este primer punto de conexión Nissen opina que en virtud de “toda la problemática en materia de personalidad jurídica, capacidad, formalidades de constitución, tipicidad y órganos, se rige por las leyes del país de origen”.
 Pero, sostiene que este “free pass” para las compañías extranjeras se encuentra restringido cuando “se refiere a la actuación del ente foráneo en nuestro país”.
 En este caso se establecen los siguientes supuestos para la limitación de este ejercicio
:

· “Si se trata de un acto aislado, la sociedad extranjera se halla habilitada para realizarlos y estar en los juicios derivados de esa limitada relación (art.118, primer párrafo, Ley de Sociedades)”.

·  “Si pretende la sociedad foránea ejercer habitualmente actos comprendidos en su objeto social, establecer sucursal, asiento o cualquier otra especie de representación permanente en el país, debe cumplir con lo dispuesto por el art. 118 de la Ley 19.550, que le impone, entre otros requisitos inscribirse en el Registro Público de Comercio correspondiente al domicilio donde pretender cumplir su actividad (art. 118, ter, LS.)”.
· “Finalmente la sociedad extranjera puede constituir o participar en sociedades argentinas, requiriéndoseles para ello la correspondiente inscripción registral en la jurisdicción donde la sociedad participada se encuentre inscripta (art. 123 LSC)”.

3. Segundo punto de conexión: El giro comercial de la compañía: Acto aislado y acto habitual de ejercicio de actividades dentro de la República Argentina.

Este supuesto es uno de los más importantes para el proceso registral, ya que establece un criterio esencial para la inscripción de la sociedad extranjera en el Registro Público de Comercio de cada jurisdicción. A continuación analizaremos cuando es pertinente la inscripción de la sociedad y en su conjunto cada uno de los pasos y requisitos para que esta se halle operativa.

El concepto de Acto Aislado, no se encuentra establecido en la ley, por lo que ha sido objeto de varias discusiones doctrinarias, las primeras, llamadas por la doctrina, restrictivas, que son aquellas que ven en los actos aislados, actos desprovistos de permanencia y que se caracterizan por lo esporádico o accidental; y por otra parte, las amplias, para quienes en definitiva el concepto depende del caso en que se presente, en torno a la actuación de la sociedad.
 

3.1. Acto Aislado: Alcances para llegar a una definición
Nissen, tomando en cuenta a la doctrina mayoritaria, define el acto aislado como aquel “reservado para aquellos actos desprovistos de permanencia y que se caracterizan por lo esporádico o accidental”.

  Este concepto, no aclarado por la ley, ha sido trabajado por la doctrina y precedentes jurisprudenciales. En la doctrina tenemos a Gutiérrez Zaldívar quien distingue el acto aislado como aquel que carece de habitualidad
, criterio además reforzado por la jurisprudencia. Un ejemplo lo tenemos en el fallo “El Hatillo”
, en el cual se encuentra el criterio de la Corte Suprema de Justicia de la Nación sobre el alcance de un acto aislado, circunscribiendo el concepto en lo esporádico y accidental del acto.
 
Pero esta falta de definición legal sigue causando problemas ya que para algunos el concepto de acto aislado podría tornarse ilimitado
 y constituirse en una herramienta para burlar la ley. En el fallo recaído en autos Rolyfar S.A. c/. Confecciones Poza S.A.C.I.F.I.
, el Tribunal entendió que, en las transacciones realizadas, se trató de evadir la ley registral realizando un sinnúmero de actos caracterizándolos como “aislados” en ejecuciones hipotecarias, en diversos años por parte de la demandada, disfrazando estas actuaciones como aisladas a pesar de su habitualidad, configurando en este caso un “abuso de derecho”
. En Belforte Uruguay s/ concurso preventivo
,  una sociedad uruguaya se concursa y realiza una gran parte de su actividad en términos contablemente apreciables dentro del territorio argentino. Ante sus actividades, el Tribunal resolvió que las actuaciones comerciales de Belforte  excedían del concepto de acto aislado. Otros ejemplos de esta evasión legal, abusando de este vacío legal, lo encontramos en las SAFI uruguayas Bryce y El Pacific Group, que evadían la ley con supuestos actos aislados o registrando su actividad en provincia cuando ejercían su actividad principal en Capital Federal. Estos fallos y las conductas analizadas en los mismos, son ejemplos para justificar que la inexistencia de este supuesto en la ley es aprovechado para prácticas evasivas.
En la práctica, las Resoluciones de la IGJ quieren evitar, escudados en una presunción de ilegalidad, estos abusos de derecho, a veces contraventores de la Ley y violatorios a la misma Constitución
 y aprovechado a veces por las autoridades para dejar indefensos a los inversionistas
 o establecer procesos engorrosos que se enmarcan dentro de una demasía registral
 o un excesivo poder de policía, crean un nuevo sistema en el que el reconocimiento de la sociedad extranjera se convierte, tal como sostiene Estoup, en una autorización para funcionar, ante el miedo de un fraude a la ley.
   
Este concepto de acto aislado, atropellado no por todos, tiene un ámbito limitado. Concuerdo con Gutiérrez Zaldívar
, al examinar que es imposible el descifrar cuando un acto aislado se pudiera convertir en un acto habitual, igualmente el mencionado jurista, con Nissen y la mayor parte de la doctrina societaria argentina, concuerdan y me sumo a este concepto, es que la definición de Acto Aislado expuesta en el Art. 118 de la Ley de Sociedades Comerciales, se limita a la ejecución de un solo acto, que debe ser, como expresa la doctrina, esporádico y accidental y no una serie de varios actos. 

3.2. Acto habitual: Características, fiscalización, proceso de registro, sanciones a sociedades no inscriptas, corrientes seguidas por la actuación de la Inspección General de Justicia sobre este punto

Juan Pablo Kexel distingue en su ponencia “cuatro supuestos de actuación de sociedades extranjeras en la Argentina, establecidos claramente por la ley:
· Sociedades que realicen actos aislados (Art. 18 segundo párrafo).

· Sociedades que ejecuten habitualmente actos comprendidos en el objeto social (art. 118 tercer párrafo).

· Sociedades que participen en otras sociedades (art. 123).

· Sociedades que tengan su sede en la Argentina y su principal objeto esté destinado a cumplirse en ésta (art. 124)”. 

 Siguiendo los supuestos de Kexel, las actividades 2, 3 y 4 se encuadran en los llamados actos habituales, que son aquellos realizados por la sociedad extranjera de forma reiterada durante un lapso de tiempo establecido o indefinido, conforme a las necesidades del ente societario en un país diferente al de su constitución sea de forma propia o participando en un ente autónomo.

Esta habitualidad supone imperativamente que la sociedad deba registrarse en el país receptor de la inversión. En este caso el Artículo 118 tercer párrafo de la ley 19.550, establece tres requisitos genéricos que deben cumplir las sociedades extranjeras, dentro de su objeto social:

“1) Acreditar la existencia de la sociedad con arreglo a las leyes de su país.

2) Fijar un domicilio en la República, cumpliendo con la publicación e inscripción exigidas por esta ley para las sociedades que se constituyan en la República;

3) Justificar la decisión de crear dicha representación y designar la persona a cuyo cargo ella estará.

Si se tratare de una sucursal se determinará además el capital que se le asigne cuando corresponda por leyes especiales”.

El fundamento de esta registración y de la petición de requisitos de conformidad con el Artículo 118 tercer párrafo de la Ley de Sociedades Comerciales, tiene un sentido específico y éste es según Acquarone “conocer y tener un registro de las sociedades extranjeras que actúan en el país y (…) someterlas al control del organismo que fiscalice en el orden local los actos realizados por la sociedad extranjera”. 
 
Sobre el fundamento de la registración por actos habituales, la doctrina ha escrito bastante y los fundamentos para pedir esta inscripción, según Nissen, son los siguientes:

“a. – Principios de soberanía y control de las entidades mercantiles que, constituidas con arreglo a las leyes de sus respectivos países pretenden incorporarse a la vida jurídica de la Nación.

b. – El régimen de publicidad que inspira toda registración mercantil, y que constituye un sistema instituido en beneficio de todos los terceros, dando además certidumbre a las relaciones comerciales y de responsabilidad, concepto éste íntimamente vinculado a la moralidad comercial”.
 

Aparte de estos requisitos previstos por Nissen, Favier Dubois (h) establece otro muy importante que es el de la “justificación por parte de la sociedad extranjera de existir como ente ideal y de identificarse debidamente”
. Estos requisitos se encuentran especificados en normas de menor jerarquía que la ley, como la Resolución 7/2005 de la Inspección General de Justicia. La misma establece en el Art. 188
 una serie de requisitos de carácter generalmente obligatorio, pero a veces engorroso. Los mismos siguen la línea de la Resolución 7/2003, la cual establece cargas, en este caso registrales, al administrado, que “la ley no exige”.

Estos requisitos, mencionados en el pie de página
, en este sentido son indispensables para lograr el registro de la sociedad en la Ciudad de Buenos Aires. La falta de estos requisitos o el ejercicio de la sociedad sin el cumplimiento de los mismos son, según una parte de la doctrina, causales de irregularidad del ente societario, lo sostienen, Zaldívar, Rovira y Kaller de Orchansky, mientras otra parte de la doctrina como Manóvil, Nissen y Kexel, establecen que no hay causal de irregularidad si esta sociedad no se inscribe. 
Esta discusión ha ocupado bastante a la doctrina, para fines de este trabajo vamos a citar las diferentes posiciones que se han pronunciado sobre la regularidad o irregularidad de las sociedades, en caso de no hallarse inscripta de conformidad con los Artículos 118 o 124 de la LSC, según sea el caso.

Vítolo
, en uno de sus estudios, establece las siguientes consecuencias para la sociedad no inscripta y las corrientes propuestas en la doctrina societaria:

· Aplicación de lo dispuesto por el art. 16 de la ley 19.550. – Para Vítolo esta corriente sostiene que rige el Artículo 16 de la ley 19.550, por lo que la registración prevista en la norma sería como causal probatoria de capacidad del ente extranjero y consecuencia de infracción al régimen legal, toma como base, lo afirmado por Rovira, citando la norma derogada del Artículo 286 del Código de Comercio de la Nación para justificar la sanción de nulidad en la actuación del ente societario.
 La sanción obraría como un supuesto de nulidad parcial o total, según el grado de participación del ente foráneo. 
· Considerar a la sociedad extranjera no inscripta como sociedad irregular o de hecho. – Esta tesis sostiene, según el autor antes mencionado, que toda infracción a este tipo de sociedad da lugar a que la sociedad no se considere como regular, encontrándose inspirada “en la creencia de que toda infracción a las cargas registrales por un ente colectivo genera necesariamente una sociedad no constituida regularmente”
. Al respecto, Nissen
 critica esta creencia ya que es imposible que una sociedad irregular pueda adquirir su regularidad, al carecer de registro, y mal se haría el considerarla como sociedad de hecho, por cuanto no se puede calificar “a una sociedad como regular para todos los efectos e irregular para el ejercicio de una actividad en nuestro país”, siendo errónea una calificación parcial de la capacidad de los sujetos de derecho.  
· Responsabilidad del representante de la sociedad extranjera. – Esta tesis, según la doctrina,
 establece que ante la falta de registro el representante de la sociedad queda solidaria e ilimitadamente en los actos que haya ejercido dentro del territorio de la República. Dentro de las distintas discusiones sobre el tema, una de ellas dentro de la XXV Convención Notarial da agosto de 1.997, Nissen,
 sobre el tema apunta las siguientes conclusiones, entre las principales con respecto a este tema de Derecho Registral:
1. La sociedad constituida en el extranjero que realiza habitualmente actos comprendidos en su objeto sin registrarse de acuerdo a lo dispuesto por el art. 118 de la Ley Nº 19.550 no es una sociedad irregular.

2. Esta sociedad, independiente de su inscripción, en virtud de la validez de los actos celebrados: a) queda obligada y legitimada para accionar y reclamar, sin que los contratantes puedan invocar la inexistencia de la obligación por falta de registración; b) puede oponer limitaciones y defensas provenientes de sus estatutos si diera a conocer a los terceros cartularmente el texto de los mismos; c) el representante de la sociedad queda obligado ilimitada y solidariamente en los actos que haya intervenido en el territorio de la República.

3. La sociedad que participe en la constitución de una sociedad en la República debe inscribir su documentación en el Registro Público de Comercio de acuerdo con el art. 123 de la ley de sociedades. La jurisprudencia y el criterio de la autoridad de control, exigen, además, que se practique esta inscripción cuando la sociedad adquiera también participación en sociedades ya constituidas.

4. Se ha expresado en el seno de la Comisión la opinión de que la autoridad administrativa de control no requiera en lo sucesivo dicha inscripción, cuando la participación de la entidad constituida en el extranjero no impida a los socios adoptar sus resoluciones con quórum y/o con mayoría suficiente.

5. La falta de inscripción de la sociedad extranjera no provoca la pérdida de los derechos inherentes a su calidad de socia. Mantiene la inoponibilidad de sus estatutos y reformas frente a quien no esté en conocimiento de los mismos.

6. La sociedad local participada no verá afectada sus decisiones asamblearias, las cuales serán válidas y oponibles entre los socios.

7. La carencia de inscripción tampoco ocasiona la nulidad del vínculo en los términos del Art. 16 de la Ley de Sociedades.

8. La no inscripción de la sociedad de acuerdo con lo dispuesto en el art. 23 de la Ley Nº 19.550, origina un defecto formal de legitimación, subsanable con el registro.

Sobre este particular, Nissen
 está de acuerdo con las conclusiones 1,3 y 7 de este Congreso, pero un dato interesante es que muestra su oposición a las demás por aducir que causan una responsabilidad ilimitada en los administradores ante las actuaciones de la sociedad, realizadas dentro de la República Argentina, lo cual es defendido como vemos más adelante en este trabajo por Franco Monteleone, logrando seguir dentro de esta posición.
Sobre la oposición de Nissen a algunos puntos de estas conclusiones,  estableceré mi desacuerdo sobre esta situación, ya que la Ley de Sociedades es clara al establecer dentro de su Art. 21 la inclusión de la sociedad de hecho. Si bien está claro que la irregularidad de la sociedad no es causal de nulidad de la misma y sus actuaciones son válidas frente a terceros, en aspectos de responsabilidad esta será ilimitada hasta que no exista en este caso la prueba de su registro. Por lo que, en caso de una sociedad extranjera no inscripta, mi criterio es que los socios quedarán obligados ilimitada y solidariamente hasta el cumplimiento del proceso de registro, sin que esto sea causal de nulidad de las actuaciones realizadas.  

· Tesis que distingue la sociedad extranjera en sí y el vínculo social interno de la sociedad participada. – Esta tesis, es la sostenida por Favier Dubois (h)
 y reside en el caso de participación de una sociedad extranjera en otra, en este caso la sanción se tomaría de acuerdo al punto de vista del partícipe, del vínculo social interno, de la inscripción registral y de las sanciones que por la falta de esta inscripción acarrearía quien no registró.

· Inoponibilidad de la actuación de la sociedad extranjera no inscripta en la República. Esta tesis es sostenida especialmente por Kexel
 y propugna que el incumplimiento de esta obligación es sancionado con la inoponibilidad frente a terceros del acto sujeto a inscripción o la actuación del sujeto de derecho cuya matriculación es requerida, esta postura es igualmente compartida por Lanfranco Monteleone
.

En conclusión, concuerdo con Vítolo que ante la falta de registro de la sociedad en actos habituales, ante terceros las actuaciones de los administradores serán tomadas como hechas en nombre propio y no de la sociedad. Por lo que, para lograr el reconocimiento de estas actuaciones dentro del ámbito de la sociedad, la misma deberá registrarse conforme a lo dispuesto en las leyes nacionales.

3.3. Análisis del Registro de Actos Habituales en el Derecho Comparado
3.3.1. México
El concepto de soberanía registral societaria de los estados,  es el mismo en el Derecho Comparado, ya que la mayoría de legislaciones siguen el principio de la actividad habitual y también la necesidad de presentar requisitos ante las autoridades nacionales para poderse registrar y en consecuencia ejercer actos de comercio de acuerdo a su objeto social, por ejemplo citaremos a la Ley de Sociedades Mercantiles de México cuyo artículo 251 establece lo siguiente:

“Articulo 251 

Las sociedades extranjeras solo podrán ejercer el comercio desde su inscripción en el registro. 

La inscripción solo se efectuara previa autorización de la secretaria de comercio y fomento industrial, en los términos de los artículos 17 y 17 a de la ley de inversión extranjera. 

I.- Comprobar que se han constituido de acuerdo con las leyes del estado del que sean nacionales, para lo cual se exhibirá copia autentica del contrato social y demás documentos relativos a su constitución y un certificado de estar constituidas y autorizadas conforme a las leyes, expedido por el representante diplomático o consular que en dicho estado tenga la República; 

II.- Que el contrato social y demás documentos constitutivos no sean contrarios a los preceptos de orden público establecidos por las leyes mexicanas; 

III.- Que se establezcan en la República o tengan en ella alguna agencia o sucursal. 

Las sociedades extranjeras estarán obligadas a publicar anualmente un balance general de la negociación visado por un contador publico titulado”. 

Puede inferirse de la legislación mexicana, como ejemplo porque primeramente es un estado federal, como el caso de la Nación Argentina, para darnos cuenta que los requisitos de inscripción de la sociedad extranjera son pedidos por cada uno de los estados en virtud de reconocer la individualización de la sociedad dentro del ámbito negocial nacional. En el caso de México, tenemos un dato interesante, la norma legal va armonizada con las de la Ley de Inversión Extranjera, y los TBI suscriptos por México para la protección de las Inversiones Extranjeras. Los demás requisitos de la Ley Mexicana son los siguientes:

“Artículo 17.- Sin perjuicio de lo establecido en los tratados y convenios internacionales de los que México sea parte, deberán obtener autorización de la Secretaría: 

I.- Las personas morales extranjeras que pretendan realizar habitualmente actos de comercio en la República, y

II.- Las personas a que se refiere el artículo 2,736 del Código Civil para el Distrito Federal en materia común, y para toda la República en materia federal, que pretendan establecerse en la República y que no estén reguladas por leyes distintas a dicho Código.

ARTÍCULO 17 A.- La autorización a que se refiere el artículo anterior, se otorgará cuando se cumplan los siguientes requisitos:

a) Que dichas personas comprueben que están constituidas de acuerdo con las leyes de su país;

b) Que el contrato social y demás documentos constitutivos de dichas personas no sean contrarios a los preceptos de orden público establecidos en las leyes mexicanas, y 

c) En el caso de las personas a que se refiere la fracción I del artículo anterior, que se establezcan en la República o tengan en ella alguna agencia o sucursal; o, en el caso de las personas a que se refiere la fracción II del artículo anterior, que tengan representante domiciliado en el lugar donde van a operar, autorizado para responder de las obligaciones que contraigan.

Toda solicitud que cumpla con los requisitos mencionados, deberá otorgarse dentro de los quince días hábiles siguientes a la fecha de su presentación. Concluido dicho plazo sin que se emita resolución, se entenderá aprobada.

La Secretaría deberá remitir a la Secretaría de Relaciones Exteriores una copia de las solicitudes y de las autorizaciones que otorgue con base en este artículo.”

Tal como examinamos, la legislación mexicana es armónica en lo que a requisitos se refiere y aunque establece requisitos similares que la Argentina en sus resoluciones, estás establecen dos datos interesantes: el primero es que los requisitos se encuentran establecidos en la ley (una salida para la IGJ sería la de reformar la Ley Nº 22.315 y poner un capítulo dedicado a Sociedades Extranjeras y las atribuciones de la IGJ, un segundo camino sería el de reformar con las necesidades actuales la Ley Nº 19.550) y el segundo dato interesante de la Legislación mexicana se concentra en una pequeña frase que vale citar “Sin perjuicio de lo establecido en los tratados y convenios internacionales de los que México sea parte, deberán obtener autorización de la Secretaría” Dentro de esta establece una armonización con los TBI y la legislación interna, la cual no existe en la Argentina, ya que las Resoluciones de la IGJ se contradicen con lo establecido en la Ley de Inversiones Extranjeras y en TBI´s firmados y ratificados por la Argentina.
 . En esto la legislación mexicana establece un avance al tener para fines de registro de sociedades extranjeras un órgano competente y único cohesionando la inscripción de inversiones extranjeras en un solo lugar, no en dos o en tres (defecto de la legislación ecuatoriana, al establecer inscripción en tres lugares: Ministerio de Comercio Exterior, Integración, Pesca y Competitividad, Banco Central del Ecuador y Superintendencia de Compañías y en el caso de Argentina, ante la Subsecretaría de Inversiones Extranjeras y la IGJ o Registro Público de Comercio, según sea el caso), disminuyendo riesgos de inseguridad jurídica por un lado y trabas a la inversión extranjera debidos a la burocracia con la que el inversionista debe tratar. Por lo que, en este sentido entendemos que la solución ideal sería que los trámites de registro de sociedades extranjeras sean armónicos con la Ley y Tratados Internacionales, en primer lugar y en segundo lugar, que estos se hagan en una sola entidad registral. En el caso de la IGJ, el Registro Nacional de Sociedades Extranjeras podría perfectamente hacerse cargo de las actividades de registro de inversiones extranjeras con el fin de facilitar el registro y en segundo lugar en el caso argentino, se debería armonizar los procesos de registro de sociedades y acoplar estas disposiciones reglamentarias a textos legales.
4. Supuestos especiales de actividad habitual de las sociedades dentro del territorio argentino.
4.1. Participación de la sociedad extranjera en otra dentro del territorio argentino.

Esta se encuentra establecida en el Artículo 123 de la Ley de Sociedades y, según Lovagnini, establece claramente el registro cuando la actuación de la sociedad es para "formar parte de" o "participar en sociedad existente", en la República
. Este concepto se aplica a sociedades extranjeras que deseen constituir sociedad en la República o adquirientes de un paquete accionario en una sociedad ya operativa.
 En virtud del proceso de Registro esta situación anteriormente necesitaba de otro registro en caso de participación
. Esto fue muy criticado por parte de la Doctrina especialmente en el VI Congreso Argentino de Derecho Societario, ya que la Resolución 6/80 establecía otro registro de carácter paralelo en caso de querer participar en una sociedad aparte del registro del acto habitual. Hoy este requisito no es necesario por la disposición del Artículo 189 de la Resolución 7/2005 que establece que “el cumplimiento de la inscripción prevista por el artículo 118, tercer párrafo de la Ley Nº 19.550, dispensa de efectuar la del artículo 123 de la misma ley
, si la sociedad, de acuerdo con su ley aplicable y las previsiones de su objeto, puede participar en otras sociedades”
. 
Vítolo explica que resultan aplicables los siguientes supuestos probatorios para las sociedades extranjeras que deseen participar o constituir una sociedad en la Argentina:

· Que se ha constituido conforme a las leyes de sus países respectivos.
· Inscripción del contrato social, reformas y demás documentos habilitantes en el Registro Público de Comercio.

Estos requisitos, según el mismo autor, fueron establecidos desde el año 1.939 en el fallo recaído en el caso “Underwood & Co.” Allí se establecen para las sociedades extranjeras la necesidad de probar, conforme a su ley local, que se hallan debidamente inscriptas y sobre todo autorizadas en el país de origen para realizar ejercicio de actividades comerciales. Este mismo criterio se siguió además en los fallos “Saab Scania Argentina S.A”
 y “Parker Hannifin Argentina S.A.”
, los cuales fueron emitidos conforme al mismo espíritu legal. En el caso Parker Hannifin se establece que además de la sociedad constituida también sea registrada la sociedad inversora. Inés Weinberg de Roca justifica esta imposición al establecer que en este caso las inversiones de las sociedades extranjeras no representan un “acto aislado, sino un acto fundacional”.
 
Esta norma legal, si bien aclara que corresponde el registro para constituir sociedad o participar en una ya constituida conforme la legislación nacional, presenta, según Nissen
, un “grave error de redacción” ya que no contempla el caso de participación de la sociedad en una ya constituida. Esto ha sido causa de nutridas exposiciones doctrinarias.
Respecto a este tema, Iud y Albornoz,
 plantean conforme “a los desarrollos jurisprudenciales”, el ámbito de aplicación del Art. 123 de la LSC y aseguran que esta norma no solo abarca a los actos constitutivos de la sociedad, sino a actos de participación en sociedades nacionales constituidas legalmente. Al respecto plantean los siguientes supuestos en los que cabe igualmente la inscripción:

1. cuando la SCE (Sociedad Comercial Extranjera)
 adquiere partes de interés o cuotas sociales siempre debe darse cumplimiento a lo dispuesto por el art. 123 LS, puesto que ello importa integrar el acto constitutivo y exige su modificación.

2. cuando la Sociedad Comercial Extranjera adquiere acciones los autores advierten las siguientes consecuencias para dar cumplimiento a los dispuesto por el Artículo 123 LS:

a. Cuando por la participación de la Sociedad Comercial Extranjera en la Sociedad Comercial Receptora del capital, se incurriera en los supuestos establecidos en los Artículos 31, 32 y 33 de la LS
, o; 
b. Si la Sociedad Comercial Extranjera fuese elegida para integrar el directorio, el consejo de vigilancia o participara de la asamblea, mediante la práctica los autores constataron que este requisito no se cumple algunas veces y que no hay sanción por la IGJ a quienes incumplan.

¿Estos supuestos son aplicables para las sociedades extranjeras y será necesario su registro en la Argentina? Tomaremos los supuestos de los artículos 30 y 31.
Empecemos primero, aunque no está en el análisis de Iud y Albornoz, con el Artículo 30 y su análisis, en referencia a este artículo, el registro de las sociedades extranjeras estará permitido “"Las sociedades anónimas ("S. A.") y en comandita por acciones ("S. C. A.") sólo pueden formar parte de sociedades por acciones"
. Como vemos esta norma establece la prohibición de la participación de sociedades anónimas o por acciones en sociedades de personas (Nombre Colectivo, Comandita y S.R.L). Al respecto, una de las justificaciones encontradas por Halperín y citadas por los autores antes mencionados, radica en que obedece a una triple razón: I) impedir que se eluda la fiscalización estatal dispuesta por el art. 299 y sigtes de la L. S. C. y el control estatal en razón del objeto; II) impedir que se eluda el control de los accionistas, al tender a desplazarse la administración societaria de la participante a la participada y III) contemplar adecuadamente el caso de quiebra de la participada.
 

Como podemos ver en esta norma, el legislador limita por razones de control el impedir la participación de otras sociedades dentro de sociedades de carácter personalista. ¿Es esto es aplicable a las sociedades extranjeras? Silva y Salaverri establecen los siguientes puntos para considerar que esta normativa no es extensiva para las sociedades extranjeras, debido a que las incapacidades nacen de derecho y por las siguientes razones:

“a) Argumento literal: La ley nada dice en forma expresa que autorice a aplicar el art. 30 a las sociedades extranjeras. Por el contrario, la norma se refiere exclusivamente a las S.A. y S.C.A., sin mencionar a las sociedades constituidas en el extranjero. 

b)  La caracterización como S.A. o S.C.A. es una tipificación que corresponde exclusivamente a las sociedades constituidas en el país y no puede válidamente extenderse a sociedades constituidas en el extranjero, aunque el capital de éstas se represente por acciones.
c) Principios del derecho internacional privado argentino (…) La sociedad extranjera se rige en cuanto a su existencia y forma por las leyes de su lugar de constitución (art. 118 L.S.C.)”
.
Al respecto de esto, en algún momento se intentó poner esta prohibición a las sociedades extranjeras, con la adecuación prevista en el Art. 119 de la Ley de Sociedades. Esto quedó superado con el fallo INVAL S.R.L s/ cesión de cuotas
.Por lo que podemos expresar, por la razones doctrinarias anteriormente expuestas, que la prohibición expresada en el Art. 30 de la LS, no es aplicable sobre las sociedades extranjeras.
Sobre si lo dispuesto en el Art. 31 de la LS es aplicable sobre las sociedades extranjeras, el X Congreso Argentino de Derecho Registral
, dentro de sus conclusiones, estableció que este artículo no es aplicable para las sociedades extranjeras que participen en sociedades constituidas en la República
.
Finalmente, a manera de dato informativo, y sin entrar en el análisis de este supuesto, dejamos constancia de que actualmente existe un proyecto de ley que establece la inscripción de la sociedad extranjera antes de cualquier proceso de transferencia de paquetes accionarios, con el fin de probar por medio de la inscripción el ejercicio de derechos de las sociedades extranjeras en el caso de grupos económicos. 
5. Artículo 124, análisis y examen del mismo
El Artículo 124 de la Ley de Sociedades establece que “La sociedad constituida en el extranjero que tenga su sede en la República o su principal objeto esté destinado a cumplirse en la misma, será considerada como sociedad local a los efectos del cumplimiento de las formalidades de constitución o de su reforma y contralor de funcionamiento”.

Respecto a este artículo de la ley, la doctrina establece que el espíritu del mismo conduce a la “aplicación de la ley societatis argentina”
,  por cuanto es una norma de policía de carácter imperativo que respeta el principio de soberanía registral y como sostiene Cabanellas de Torres “no susceptible de ser dejada convencionalmente sin efecto por las partes”.
 La aplicabilidad del presente artículo se relaciona con el punto de conexión referente al objeto de la sociedad, ya que es claro que a pesar de ser constituida en el extranjero, su principal objeto será ejercido en la República Argentina, sin importar la existencia de otros objetos que se pudieran dar dentro del Contrato de Sociedad, 
aunque en este caso, según la doctrina, “el contexto global del objeto a realizar en la Argentina deberá tener cierto predominio respecto de los que la sociedad tiene fuera del país”
 
Este artículo de la ley ha sido objeto de estudio por parte de nuestros tribunales. Al respecto, Vítolo
 señala aspectos importantes respecto a la aplicación del Art. 124 de la LSC. en el Fallo Belforte Uruguay s/ concurso preventivo s/ incidente de nulidad, se establece de manera interesante en el dictámen del Fiscal de Cámara que “la norma del Art. 124 de la ley 19.550, que contempla la situación de las sociedades constituidas en el extranjero o cuyo principal objeto esté destinado a cumplirse en ella, contiene la consecuencia que de ello se deriva: de considerarse como sociedad local a los fines del cumplimiento de las formalidades de constitución”,
 dando lugar a la ratificación que la sociedad extranjera en este caso deberá adecuarse a nuestra legislación, en este caso a las normativas internas consecuentes de la aplicación de la lex societatis.  
Respecto a la aplicación de este artículo en los trámites registrales de la IGJ, podemos concluir que la sociedad con el fin de cumplir esta norma legal deberá registrarse de acuerdo a las disposiciones de la resolución 7/2005, con el fin de funcionar dentro del país. Esta norma establece la adecuación de la ley nacional siempre y cuando se cumpla el presupuesto de realizar su objeto dentro de la República.

Respecto de este particular y para fines de registro, la Resolución IGJ 12-2003, establece requisitos específicos para hacer cumplir la presente adecuación a las leyes argentinas
, los cuales explican la manera, forma y procedimientos para realizar este mandato.

6. Otros supuestos registrales especiales: Sociedades Vehículo, Sociedades originadas en países de nula o baja tributación y sociedades off shore.
Tanto la Resolución 2/2005 como la 7/2005 establecen otros supuestos de sociedades que necesitan ser registradas, estos han sido catalogados como supuestos especiales.
6.1. Sociedades vehículo: Definición.

Las sociedades vehículo son aquellas por medio de las cuales una sociedad ejerce el control en otra de forma indirecta, por medio de un ente societario independiente a él, como una modalidad operativa
.

Para fines fiscales o de descentralización de gestión, estas sociedades son utilizadas o constituidas por sociedades controlantes para que la nueva sociedad ejerza actos de comercio en otra circunscripción territorial,  siendo una modalidad operativa de inversión.
Esta modalidad ha sido materia de trabajo, estudio y reglamentación por parte de la IGJ. Al respecto, la Resolución 7/2005, establece en su artículo 190
 el procedimiento para la registración de las llamadas sociedades vehículo, en claro cumplimiento de las normas GAFI
, al tomar dentro de la registración en virtud del principio de soberanía registral, los recaudos con el fin de individualizar al controlante de la sociedad y su procedencia o país de constitución, si este procede de un país de nula o baja tributación o de una jurisdicción considerada por las normas GAFI como país contraventor de las normas tendientes a combatir delitos internacionales.

 7.  El GAFI y su incidencia en materia registral societaria en la Argentina y el Derecho Comparado.

El avance del terrorismo, narcotráfico y otras prácticas que necesitan del “blanqueo” de fondos para realizar actividades de carácter ilícito ha dado lugar a que la comunidad internacional pida la colaboración de los países para evitar la proliferación de estas prácticas.

Esta realidad no se halla ajena al Derecho Societario, ya que la mayor parte de estas actividades de blanqueo se realizan a través de sociedades. Razón por la cual la OCDE ha conformado el GAFI (Grupo de Acción Financiera Internacional), con el fin de evitar que el terrorismo se financie por medio de lavado de dinero y blanqueo de activos.

Argentina no ha sido ajena a esta realidad y ha decidido ser parte del GAFI, con el fin de lograr que sus países no sean punto de tránsito de blanqueo de fondos.

Es menester en este trabajo establecer por lo menos la vinculación del GAFI con el proceso registral ya que ante el avance de la Globalización, algunos países se han adherido al GAFI, con el fin de lograr una circulación transparente de capitales.

Este Grupo de Acción Financiera se fundamenta en el estudio de las 40 recomendaciones
, las cuales tienden a erradicar el lavado de activos y lograr la cooperación internacional en materia de fiscalización, control y registro de sociedades.

Al momento se encuentra conformado por un grupo de 31 países miembros y un invitado. Igualmente este GAFI establece un listado de países y Territorios no cooperantes, los cuales no han hecho ningún esfuerzo para lograr transparencia en el manejo de inversiones, la mayoría de estos países son los llamados paraísos fiscales, y en ciertos países
, sus empresas pueden ser registradas y consecuentemente operar. Los países de la Lista Negra del GAFI han disminuido desde su publicación en el 2000, 2002 y actualmente en el 2006
 hay un solo país que consta como no – cooperativo en este tipo de acciones. 
La República Argentina, siguiendo las recomendaciones del GAFI, establece normativas aplicables en las resoluciones 2/2005 y 7/2005,  en el caso de la 2/2005 establece la restricción de registro e inscripción a sociedades originarias en los países citados en la lista
, y la 7/2005 establece los siguientes supuestos:

Artículo 192.– La Inspección General de Justicia apreciará con criterio restrictivo el cumplimiento de los requisitos del artículo 188, inciso 3, subincisos b) y c) por parte de sociedades que, no siendo " off shore" ni proviniendo de jurisdicciones de ese carácter, estén constituidas, registradas o incorporadas en jurisdicciones consideradas de baja o nula tributación y/o categorizadas como no colaboradoras en la lucha contra el "lavado de dinero" y el crimen transnacional.

Para ello: 

1. Requerirá la acreditación de que la sociedad desarrolla de manera efectiva actividad empresaria económicamente significativa en el lugar de su constitución, registro o incorporación y/o en terceros países, para lo cual podrá exigir que la sociedad acompañe: 

a) La documentación pertinente de sus últimos estados contables aprobados; 

b) Una descripción en instrumento firmado por autoridad competente del país de origen o funcionario de la sociedad –cuya calidad y facultades suficientes deberán acreditarse–, de las principales operaciones realizadas durante el ejercicio económico a que correspondan los estados contables o durante el año inmediato anterior si la periodicidad de aquellos fuere inferior, indicado sus fechas, partes, objeto y volumen económico involucrado; 

c) Los títulos de propiedad de los activos fijos no corrientes o los contratos que confieran derechos de explotación de bienes que tengan ese carácter, si se considera insuficiente el documento indicado sub b); 

d) Todo otro documento que considere necesario a los fines indicados.

2. Podrá solicitar a los fines de la individualización de los socios, la presentación de elementos adicionales a los contemplados en los inciso 3 del 188, conducentes a acreditar antecedentes de los socios, comprendidos los que correspondan a condiciones patrimoniales y fiscales de los mismos.

Si las jurisdicciones a que se refiere este artículo son a la vez jurisdicciones " off shore", se aplica el artículo 193.

Sociedades " off shore".

Artículo 193.– La Inspección General de Justicia no inscribirá a los fines contemplados en este Capítulo a sociedades " off shore" provenientes de jurisdicciones de ese carácter.

Dichas sociedades, para desarrollar actividades destinadas al cumplimiento de su objeto y/o para constituir o tomar participación en otras sociedades, deben con carácter previo adecuarse íntegramente a la legislación argentina, cumpliendo al efecto con las disposiciones del Capítulo IV.

Sociedades "vehículo"; exclusión.

Artículo 194.– Los artículos 192 y 193 no se aplican a las sociedades que soliciten su inscripción en los términos del artículo 190.

El criterio de presunción en este caso se manifiesta con mas intensidad ya que tanto en la resolución 2/2005 como en la 7/2005, se analizan a este tipo de sociedades con carácter restrictivo para emitir la inscripción. Por lo que, se cumple el requisito de control de la IGJ, en este caso, con sobrada justicia y no de forma exagerada.

8. Consecuencias del Registro: Emplazamiento a juicio, Diferencia entre Apoderado y Representante Legal.

En esta parte se analizarán las consecuencias del registro. Una de ellas el emplazamiento a juicio de los representantes de las sociedades, conforme al Art. 122 de la LS. Nissen, siguiendo a la norma antes mencionada, separa este emplazamiento a juicio en dos supuestos:
a. “Originándose en un acto aislado, en la persona del apoderado que intervino en el acto o contrato que motive el litigio.
b. Si existiere sucursal, asiento o cualquier otra especie de representación, en la persona del representante”.

Estos supuestos fácticos son analizados dentro del fallo Irueste García, Francisco c. Banco UBS Argentina S.R.L
, en el cual se establece este emplazamiento en quien realizó el acto aislado, siguiendo la forma establecida en el Art. 122 de la Ley de Sociedades ¿Cómo se aplica este supuesto en la práctica, ante la diferencia de apoderado y representante legal de la  sociedad y cuando se aplica esta capacidad de estar en juicio?  
El Artículo 118 LS define claramente que las sociedades extranjeras se hallan en capacidad de estar en juicio. En el fallo "Lloyd Aéreo Boliviano c. Interjets Viajes y Turismo"
, al determinar esta capacidad de las sociedades extranjeras para actuar en juicio una vez comprobada su adaptación a las reglas de su lugar de constitución. En este caso, que trata sobre las formalidades de otorgamiento de representación de las sociedades, el fallo entendió que a pesar de estar calificada la sociedad para actuar en juicio, se deberá aplicar su aplicabilidad a las normas argentinas, las cuales al respetar las formalidades previstas en el art. 118 LSC, deberán efectuarse bajo la ley del país de origen, en este caso Bolivia. Lo cual nos hace entender que las formalidades para actuar en juicio dependerán de las de su país de origen. Este criterio de capacidad de actuar en juicio, ha sido seguido en otros fallos que continúan con la tendencia de considerar capaz a la sociedad para actuar en juicio.

En el caso de las sociedades que se hallan dentro de la esfera de aplicación del Art. 124 de la LSC, el mismo fallo establece que estas deberán ser juzgadas conforme a las leyes argentinas y sus órganos de administración al haber la adecuación deberán formarse conforme a los procedimientos establecidos en nuestra ley nacional.

De todas formas dentro de los dos supuestos se establece que: 1. La sociedad que realiza actos aislados se halla habilitada para comparecer a juicio
 y 2. La sociedad adecuada al lo previsto en el art. 124 de la LSC será juzgada conforme a las leyes nacionales.

La notificación según disposiciones procesales, deberá realizarse en la persona y en el domicilio legalmente denunciado ante la Inspección General de Justicia, siendo efectivo para notificaciones, este a veces concuerda con el del sitio de las actividades. Este criterio domiciliar se establece en las Legislaciones de derecho comparado, como en el caso de México, Ecuador, Colombia, Venezuela, cuyas Leyes societarias obligan a la sociedad extranjera a denunciar domicilio para notificaciones futuras, el cual debe estar desde el proceso de registro.

Es por esto que la norma argentina como las analizadas en el Derecho Comparado establecen en el caso del apoderado y del representante legal, el requisito de denuncia de domicilio y sobretodo su legitimación la cual se establece con el debido nombramiento emitido por el órgano competente, sea este la Asamblea General de Accionistas o el Directorio de la sociedad.
9.  El Proceso de Registro en el Derecho Comparado: Principales normas
9.1. Ecuador:

La República del Ecuador para fines societarios establece en materia de Registro Societario el sistema de domiciliación, el Artículo 6 de la Ley de Compañías del Ecuador obliga a la sociedad extranjera a “domiciliarse en el Ecuador antes de la celebración del contrato correspondiente”
. La norma ecuatoriana establece el supuesto de la habitualidad de los actos de comercio de las sociedades, y la designación de un representante legal o apoderado con el fin de establecer la representación de la compañía dentro de la órbita negocial. Para facilitar la inversión extranjera el Artículo 22 establece que “La inversión extranjera que se realice en las sociedades y demás entidades sujetas al control y vigilancia de la Superintendencia de Compañías no requerirá de autorización previa de ningún organismo del Estado”. 

Por lo que la misma Superintendencia se encarga de la aprobación de las operaciones de la misma. Cabe aclarar que en el Ecuador previamente se requiere la inscripción de la inversión en el Banco Central y en el COMEXI, en el caso de estos organismos ellos tienen la atribución de inscribir la inversión mas no de autorizar, por lo que la única que tiene autorización registral es la Superintendencia  de Compañías.

El Art. 415 de la Ley de Compañías del Ecuador establece los requisitos de domiciliación de la sociedad extranjera de la siguiente manera:

“Art. 415.- Para que una compañía constituida en el extranjero pueda ejercer habitualmente sus actividades en el Ecuador deberá: 

1. Comprobar que está legalmente constituida de acuerdo con la Ley del país en el que se hubiere organizado; 

2. Comprobar que, conforme a dicha ley y a sus estatutos, puede acordar la creación de sucursales y tiene facultad para negociar en el exterior, y que ha sido válidamente adoptada la decisión pertinente. 

3. Tener permanentemente en el Ecuador, cuando menos, un representante con amplias facultades para realizar todos los actos y negocios jurídicos que hayan de celebrarse y surtir efectos en territorio nacional, y especialmente para que pueda contestar las demandas y cumplir las obligaciones contraídas. 

Igual obligación tendrán las empresas extranjeras que, no siendo compañías, ejerzan actividades lucrativas en el Ecuador; y, 

4. Constituir en el Ecuador un capital destinado a la actividad que se vaya a desarrollar. Su reducción sólo podrá hacerse observando las normas de esta Ley para la reducción del capital. 

Para justificar estos requisitos se presentará a la Superintendencia de Compañías los documentos constitutivos y los estatutos de la compañía, un certificado expedido por el Cónsul del Ecuador que acredite estar constituida y autorizada en el país de su domicilio y que tiene facultad para negociar en el exterior. Deberá también presentar el poder otorgado al representante y una certificación en la que consten la resolución de la compañía de operar en el Ecuador y el capital asignado para el efecto, capital que no podrá ser menor al fijado por el Superintendente de Compañías, sin perjuicio de las normas especiales que rijan en materia de inversión extranjera”. 

Un requisito esencial de la ley ecuatoriana es la exigencia de la categoría migratoria de residente en caso que el apoderado o representante de la compañía sea un ciudadano extranjero. Cabe señalar además que la ley ecuatoriana establece que el representante deberá matricularse como comerciante dentro de la Cámara de Comercio.

El control de las sociedades extranjeras en la República del Ecuador se halla regulado por la Superintendencia de Compañías de conformidad con lo establecido en el Art. 431 de la Ley de Compañías.

9.2. – Panamá
:

La legislación panameña regula a las sociedades anónimas extranjeras dentro de la Sección X de la Ley Nº 32 de Sociedades Anónimas, y establece en su Artículo 90 que una sociedad anónima extranjera podrá operar siempre y cuando se inscriba y presente los siguientes requisitos:

1. Escritura de protocolización del contrato social.

2. Copia del último balance acompañado de una declaración de la parte del capital social que utiliza o que se propone utilizar en negocios en la República.

3. Certificado de estar constituida y autorizada con arreglo a las leyes del país, en este caso pide autenticación consular del certificado por parte de la representación diplomática panameña.

Este documento al igual que en la Argentina constituye la prueba de existencia legal de la sociedad, en este caso, se hace aplicable también la apostilla conforme a la Convención de La Haya.

La irregularidad de este tipo de sociedades es penada con multa pecuniaria de cinco mil balboas (cinco mil dólares) y en caso de juicio no se tomará en cuenta su falta de registro y legalmente podrá ser procesada.

  En caso de modificaciones, la legislación panameña establece que estas deberán ser comunicadas al Registro Público de Comercio.

9.3. – Países miembros del MERCOSUR

Como punto de partida tenemos que en el MERCOSUR, no se manejan al momento normas de carácter uniforme en materia de reconocimiento de origen de las sociedades, ya que se manejan dos tendencias, la de reconocimiento de nacionalidad de las sociedades contempladas dentro de la legislación brasileña y venezolana, por ejemplo y el sistema de reconocimiento de la sociedad por su lugar de constitución seguido por Argentina, Uruguay y Paraguay, de conformidad con las normas de los Tratados de Montevideo de 1.889 y 1.940.

Estas situaciones han dado lugar a la sugerencia de uniformidad en materia de registro de sociedades dentro del ámbito del MERCOSUR, por lo que en el Tratado de Asunción, según la doctrina
, se realizaron las siguientes recomendaciones:

· “Se adopte un criterio único, sea el del domicilio o el del lugar de constitución o un criterio mixto para la determinación de la ley que rige la constitución y funcionamiento de las sociedades.

· La República Federativa del Brasil abandone la exigencia de autorización gubernamental para todo tipo de establecimiento de sociedades provenientes de los restantes países así como para instalar una filial, sucursal, branch por un criterio mas favorable a la empresa MERCOSUR y compatible con las reglas de los países miembros.

Dentro de estas dos recomendaciones se logra armonizar a la normativa del MERCOSUR al ser un mercado común, para lo cual dentro de este sistema de inversión extranjera se han implementado en función de esta armonización normas de carácter comunitario como los Protocolos de Colonia y de Buenos Aires, los cuales no han podido ser aplicados ante la negativa de Brasil de dejar de lado el sistema de nacionalidad de las sociedades
 y al seguir con la autorización a las inversiones, contraviniendo a la libertad de inversión prescripta en el Tratado de Asunción.

Esta lucha se ha dado desde el inicio del MERCOSUR hasta el día de hoy, prueba de ello es que para reforzar esta exigencia de los países miembros de armonizar sus legislaciones, el Protocolo de Ouro Preto (1.995), que crea la Comisión Parlamentaria Conjunta, contempla que los países deberán “coadyuvar a la armonización de las legislaciones, tal como lo requiera el avance del proceso de integración”.
   Lo cual al momento se está realizando y esperando lograrse.

10. Conclusiones del Capítulo:

· En la Argentina, se da prevalencia a los criterios de inscripción de la IGJ a pesar que los TBI (Tratados Bilaterales de Inversión) suscritos digan lo contrario y tengan como objetivo la facilitación de la inversión, lo cual no ocurre ante los trámites engorrosos de la IGJ y segundo porque la supeditación de requisitos se basa en la Argentina con textos resolutivos, lo cual atenta al principio de legalidad, al poner requisitos que a veces contravienen con la Ley.

· El concepto de Acto Aislado, no se encuentra establecido en la ley, por lo que ha sido objeto de varias discusiones doctrinarias, las primeras, llamadas por la doctrina, restrictivas, que son aquellas que ven en los actos aislados, como actos desprovistos de permanencia y que se caracterizan por lo esporádico o accidental; y por otra parte, las teorías amplias, las cuales dependerán del supuesto de actuación de la sociedad, para calificar al acto como aislado o no.

· Los supuestos de actuación de una sociedad extranjera en la Argentina, susceptibles de registro, son para la doctrina los siguientes:
· Sociedades que realicen actos aislados (Art. 18 segundo párrafo).


· Sociedades que ejecuten habitualmente actos comprendidos en el objeto social (art. 118 tercer párrafo).

· Sociedades que participen en otras sociedades (art. 123).

· Sociedades que tengan su sede en la Argentina y su principal objeto esté destinado a cumplirse en ésta (art. 124)”. 
· En el caso de actos habituales vimos, en el Derecho Comparado, que la mayoría de legislaciones siguen el principio de la actividad habitual y también la necesidad de presentar requisitos ante las autoridades nacionales para poderse registrar y en consecuencia ejercer actos de comercio de acuerdo a su objeto social.

· Vimos que las sociedades vehículo son aquellas por medio de las cuales una sociedad ejerce el control en otra de forma indirecta, por medio de un ente societario independiente a él, como una modalidad operativa.

· Estudiamos que la mayor parte de actividades de blanqueo de fondos para actos delictivos se realizan a través de sociedades. Razón por la cual, vimos en la investigación, que la OCDE ha conformado el GAFI (Grupo de Acción Financiera Internacional), con el fin de evitar que el terrorismo se financie por medio de lavado de dinero y blanqueo de activos.
· Vimos conforme la ley y la doctrina, que el emplazamiento a juicio de las sociedades extranjeras, en la Argentina, se basa sobre dos supuestos:

· Originándose en un acto aislado, en la persona del apoderado que intervino en el acto o contrato que motive el litigio.

· Si existiere sucursal, asiento o cualquier otra especie de representación, en la persona del representante.

· Estudiamos además que en el MERCOSUR, no se manejan al momento normas de carácter uniforme en materia de reconocimiento de origen de las sociedades, ya que se manejan dos tendencias, la de reconocimiento de nacionalidad de las sociedades contempladas dentro de la legislación brasileña y venezolana, por ejemplo y el sistema de reconocimiento de la sociedad por su lugar de constitución seguido por Argentina, Uruguay y Paraguay, de conformidad con las normas de los Tratados de Montevideo de 1.889 y 1.940.

FIN

DOCUMENTO INVESTIGATIVO PRÁCTICO:
MARCO NORMATIVO PARA EL ESTABLECIMIENTO Y REGISTRO DE SOCIEDADES EXTRANJERAS PARA LOS PAÍSES DEL MERCOSUR Y SUS ESTADOS ASOCIADOS
Los Presidentes de los Estados miembros del MERCOSUR y sus países Asociados, reunidos en el presente Consejo Presidencial reunido en esta ciudad de Buenos Aires, capital de la República Argentina, expiden de conformidad con las disposiciones legales del bloque regional, el presente  MARCO NORMATIVO PARA EL ESTABLECIMIENTO Y REGISTRO DE SOCIEDADES EXTRANEJRAS PARA LOS PAÍSES DEL MERCOSUR Y SUS ESTADOS ASOCIADOS
CONSIDERANDO
· Que las sociedades o personas jurídicas son instrumentos de circulación de capitales y motor del desarrollo entre los países Latinoamericanos y de la comunidad internacional.
· Que en virtud de la unificación de criterios legislativos, propuesta por el Tratado de Asunción, Protocolo de Colonia y demás documentos, es necesaria la armonización de las legislaciones en aspectos societarios y de inversión, uno de ellos, el registro de las sociedades extranjeras dentro de los territorios o jurisdicciones adherentes al presente marco normativo.
· Que es labor del MERCOSUR ayudar a esta armonización legislativa de conformidad con lo establecido por el Protocolo de Ouro Preto, al crear dentro de nuestro organismo la Comisión Parlamentaria Conjunta para  “coadyuvar a la armonización de las legislaciones, tal como lo requiera el avance del proceso de integración”.
En virtud de sus atribuciones legales, expide el presente:
MARCO NORMATIVO PARA EL ESTABLECIMIENTO Y REGISTRO DE SOCIEDADES EXTRANJERAS PARA LOS PAÍSES DEL MERCOSUR Y SUS ESTADOS ASOCIADOS
Art. 1º. – Definiciones Generales. – Para la lectura del presente documento se entenderán las siguientes definiciones:

SOCIEDAD EXTRANJERA. – Aquella sociedad constituida fuera del territorio nacional del estado receptor en la cual la misma quiere iniciar sus operaciones comerciales.

ESTADO RECEPTOR. – Territorio nacional del país parte del MERCOSUR o Estado Asociado en el que la sociedad extranjera desee operar.

TERRITORIO NACIONAL. – Extensión territorial y soberana del país parte del MERCOSUR o Estado Asociado.
REGISTRO. – Acto administrativo producto de la autoridad nacional del estado parte que autoriza el funcionamiento de la sociedad dentro de su territorio nacional.

AUTORIDAD NACIONAL. – Entidad pública creada conforme la legislación del estado receptor, encargada de llevar el Registro Público de Comercio o su equivalente.
REGISTRO PÚBLICO DE COMERCIO. – Entidad pública encargada de llevar la base de datos de las empresas debidamente inscriptas dentro de su territorio.

ESTADO DE ORIGEN. – Estado de constitución de la sociedad extranjera o centro de administración de la misma.

Art. 2º. – Objeto. – El presente instrumento legal servirá para la unificación de criterios de registro de las sociedades extranjeras dentro de los territorios de aplicación expuestos en el Artículo 3º del presente marco normativo.
Art. 3º. – Territorio de aplicación. – El presente marco normativo regirá en los territorios nacionales de los países miembros del MERCOSUR y sus Estados Asociados.

Art. – 4º. – De los criterios de atribución de estado de origen. – Hasta que los países partes del presente marco normativo realicen las reformas en sus legislaciones internas tendientes a la unificación de criterio de atribución de estado de origen, se atenderán como válidos los sistemas de nacionalidad de la sociedad, de conformidad con lo prescrito en el Código de Derecho Internacional Privado de Anthony Sánchez de Bustamante y el sistema de lugar de constitución de la sociedad propugnado por la Doctrina Irigoyen y los Tratados de Montevideo de 1.889 y sus correspondientes reformas 
Art. 5º. – Del proceso de inscripción. – Las sociedades que deseen invertir en uno de los estados partes del MERCOSUR o sus estados asociados, estarán obligados a  acudir ante la Autoridad Nacional societaria del estado receptor con el fin de ser autorizados para funcionar en el territorio nacional del mismo estado, previo cumplimiento de los requisitos constantes en el Artículo 6º del presente instrumento legal y aquellos previstos por la legislación interna de cada uno de los estados.

Art. 6º. – De los requisitos. -   Para la aplicación de esta tratado se observarán los requisitos previstos por las legislaciones nacionales, observando dentro de estos el cumplimiento de las siguientes premisas:
1. Certificado de existencia de la sociedad, emitido por la autoridad nacional del estado de origen y legalizado por la autoridad de relaciones exteriores o su equivalente o en su caso por el Consulado o dependencia diplomática del Estado Receptor en la que se acredite la existencia legal de la sociedad.

2. Copia notarizada y debidamente legalizada de la escritura constitutiva o pacto social de la compañía.

3. Copia notarizada y legalizada del Acta de Junta que decidió crear y autorizó el asiento, filial o sucursal dentro del Estado Receptor.

4. Balance aprobado por la Autoridad Nacional del Estado de origen.

5. Certificado de Capital y cumplimiento de obligaciones emitido por el Estado de origen.

6. Todos los demás requisitos constantes en las leyes locales, tanto del Estado de origen como del Estado Receptor.

Art. 7º. -  Del proceso de calificación. – Previo cumplimiento de los requisitos del artículo anterior, el Estado Receptor queda facultado para calificar a la sociedad extranjera de conformidad con su legislación interna, dentro de la misma deberá evitar todo tipo de trato discriminatorio y obedecer al principio de celeridad y economía procesal, para calificar a una sociedad extranjera.

El proceso de calificación deberá observar, entre otros requisitos, el cumplimiento de Tratados Internacionales suscriptos por el Estado Receptor, con el fin de que la sociedad sea aprobada.

En caso de sociedades provenientes de los países que constan en la lista negra del Grupo de Acción Financiera Internacional (GAFI), se acompañará la correspondiente declaración juramentada ante Escribano Público firmado por el Representante Legal tanto en el Estado de Origen como en el Receptor que la sociedad no ejerce actividades de lavado de activos o financiación de delitos de carácter internacional.

Art. 8º. – Del proceso de aprobación. – Una vez cumplidos los requisitos del proceso de calificación la Autoridad Nacional, emitirá un dictamen conforme a su legislación local en la que conste la aprobación y funcionamiento del asiento, sucursal o filial de la sociedad extranjera.

Art. 9º. – De la ratificación. – El presente marco normativo se convertirá luego de su ratificación por parte de los órganos legislativos de los Países adherentes, sean parte o asociados del MERCOSUR. 

El presente marco normativo fue analizado, discutido y aprobado en la ciudad de Santa María de los Buenos Aires, Capital Federal de la República Argentina con fecha, ----- de ------- de ----------

Así mismo se deja constancia de la firma de tres ejemplares en español, inglés y portugués.

SECCIÓN DE REFERENCIAS
BIBLIOGRÁFICAS, LEGALES Y FUENTES DE INTERNET, EN ORDEN DE REFERENCIA

1. Ley Nº 22.315
2. Rovira, Alfredo L., SOCIEDADES EXTRANJERAS, Buenos Aires, Abeledo – Perrot, 1.985. 
3. Balestra, Ricardo R., LAS SOCIEDADES EN EL DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO, Buenos Aires, Abeledo Perrot, 1.996.

4.  Cabanellas de las Cuevas, Guillermo, DERECHO SOCIETARIO, PARTE GENERAL, TOMO 9, SOCIEDADES EXTRANJERAS Y MULTINACIONALES, Buenos Aires, Heliasta. 
5. Grispo, Jorge D. y Sciglitano, Natalia L., SOCIEDADES EXTRANJERAS, Buenos Aires, La Ley, 2.005.
6.  Ley Nº 19.550 de Sociedades Comerciales de la República Argentina.    

7. Mascheroni, Fernando H., Muguillo, Roberto A. LEY DE SOCIEDADES COMERCIALES COMENTADA Y CONCORDADA, Buenos Aires, ERREPAR. 

8. Ley de Compañías de la República del Ecuador, (2.006), Publicación electrónica en formato Portable Document File (PDF), disponible en: http://www.supercias.gov.ec/Documentacion/Sector%20Societario/Marco%20Legal/LEY%20DE%20COMPANIAS.pdf

9. Ley Nº 26877, LEY GENERAL DE SOCIEDADES, (2.006), Publicación electrónica disponible en formato PDF (Portable File Document) en: http://www.cal.org.pe/legislacion/ley_general_sociedades.pdf#search=%22ley%20de%20sociedades%22

10. Ley Nº 20.705. 
11. Richard, Hugo E y Muño, Orlando M., DERECHO SOCIETARIO, Buenos Aires, Astrea, 2.002. 

12. Ley Reformatoria a la Ley de Compañías que incluye a las sociedades unipersonales, disponible en formato electrónico en www.supercias.gov.ec
13. Ramayo, Raúl Alberto, LA SOCIEDAD COMERCIAL EXTRANJERA Y EL ORDEN PÚBLICO INTERNACIONAL, Artículo publicado en el libro “SOCIEDADES EXTRANJERAS”, Buenos Aires, El Derecho. 

14. Zaldívar, Enrique; Manóvil, Rafael; Ragazzi, Guillermo; Rovira, Alfredo y San Millán, Carlos, CUADERNOS DE DERECHO SOCIETARIO, Edición electrónica de LexisNexis ‑ Abeledo‑Perrot, Documento Nº 3501/000265.  

15. Expedientes administrativos: Coca Cola – FEMSA, Bosques Verdes, Vitamina Group, Jasler S.A., MACOA, UNITOR , Terapias Médicas S.A.. Resoluciones disponibles en: http://www2.jus.gov.ar/minjus/ssjyal/IGJ/Marco_Normativo/resol_partic/Marco%20Normativo_respartic_Soc.html     

16. Salandra, Vittorio, CURSO DE DERECHO MERCANTIL, Mexico D.F, Editorial Ius, 1.949.

17. Nissen, Ricardo Augusto, CURSO DE DERECHO SOCIETARIO, Buenos Aires, AD- HOC, 1.998. 
18. Gagliardo, Mariano, RESPONSABILIDAD DE LOS DIRECTORES DE SOCIEDADES ANÓNIMAS, Buenos Aires, Abeledo Perrot, 1.998. 

19. Stratta, Alicia Josefina, LA REGULACIÓN DE LAS SOCIEDADES EXTRANJERAS POR LA INSPECCIÓN GENERAL DE JUSTICIA, Buenos Aires, El Derecho, 2.003.

20. Fortín, Pablo J., LAS RESOLUCIONES 7 Y 8 DE LA INSPECCIÓN GENERAL DE JUSTICIA, en LL Supl 56. IGJ, Nov/2.003.

21. Roca, Eduardo A., DEMASÍA REGISTRAL, en LL Supl 56. IGJ, Nov/2.003. 
22. Uzal, María Elsa, SOCIEDADES MULTINACIONALES EN EL DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO (A PROPÓSITO DEL ART. 124 DE LA LS), Buenos Aires, El Derecho.

23. Convención de La Haya sobre Reconocimiento de la Personería Jurídica de las Sociedades, Asociaciones y Fundaciones Extranjeras, promulgada el 20 de diciembre de 1.994.

24. Garrigues, Joaquín, CURSO DE DERECHO MERCANTIL, Madrid – España, RDM, 1.976. 

25. Naranjo Mena, Carlos, MANUAL DE DERECHO COOPERATIVO ECUATORIANO, Guayaquil – Ecuador, Edigraf, 1.987.

26. Villegas, Carlos Gilberto, DERECHO DE LAS SOCIEDADES COMERCIALES, Buenos Aires, Abeledo Perrot, 1.996, p. 365.

27. Ley de Sociedades Mercantiles de los Estados Unidos de México, disponible en: http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/144.pdf
28. Código de Comercio de la República de Colombia, disponible en: http://www.superservicios.gov.co

29. Arellano García, Carlos, DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO, México D.F., Porrúa, 1.999.

30. Vítolo, Daniel Roque, SOCIEDADES EXTRANJERAS Y OFF SHORE, Buenos Aires, AD – HOC, 2.003.
31. Lovagnini, Ricardo José, RÉGIMEN JURÍDICO DE LAS SOCIEDADES EXTRANJERAS, Ponencia dentro del VI Congreso Argentino de Derecho Societario y II Congreso Iberoamericano de Derecho Societario y de la Empresa, Tomo II, Buenos Aires – Argentina, AD HOC, 1.995.

32. Código de Derecho Internacional Privado Sánchez de Bustamante, Suplemento del Registro Oficial 1202, 20-VIII-60, disponible en archivo particular del autor, Código en versión electrónica tomado de base de datos FIEL Profesional, Ediciones Legales (EDLE) Quito – Ecuador.

33. De Klor Dreyzin, Adriana y Caracho Cornet, Teresita, DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO SOCIETARIO Y LA CONVENCIÓN SOBRE RECONOCIMIENTO DE LA PERSONERÍA JURÍDICA DE LAS SOCIEDADES, ASOCIACIONES Y FUNDACIONES EXTRANJERAS, Ponencia dentro del VI Congreso Argentino de Derecho Societario y II Congreso Iberoamericano de Derecho Societario y de la Empresa, Tomo II, Buenos Aires – Argentina, AD HOC, 1.995.

34. Favier Dubois, Eduardo M. (h), DERECHO SOCIETARIO REGISTRAL, Buenos Aires – Argentina, AD HOC, 1.994, pág. 197-198

35. Allende, Lisandro A., Clase magistral sobre sociedades extranjeras, dictada durante la cátedra de Derecho Societario Profundizado, Buenos Aires, Universidad de Palermo, abril de 2.006.

36. Lovagnini, Ricardo José, (1.998), RÉGIMEN JURÍDICO DE LAS SOCIEDADES EXTRANJERAS, publicado en Revista Jurídica “La Ley” 1998-F, p. 992 y ss. Versión electrónica disponible previa suscripción en www.laleyonline.com.ar  

37. Resolución IGJ Nº 7/2005, Versión Electrónica disponible en www.laleyonline.com.ar 

38. Ley Nº 18.046 de Sociedades Anónimas de Chile, versión electrónica disponible http://www.svs.cl/sitio/html/legisl_normativa/normativa_valores/pdf_leyes/ley18046.pdf#search=%22ley%20de%20sociedades%22

39. Ley Nº 32 de Sociedades Anónimas de Panamá, versión electrónica disponible en: http://www.conaval.gob.pa/Ley/Ley%2032%20de%201927.pdf#search=%22ley%20de%20sociedades%20anonimas%22

40. Cristóbal, Norma A., INVERSIONES EXTRANJERAS Y SOCIEDADES EXTRANJERAS. Ponencia expuesta en el VI Congreso Argentino de Derecho Societario y II Congreso Iberoamericano de Derecho Societario y de la Empresa, Tomo II, Buenos Aires – Argentina, AD HOC.

41. Constitución Política de la Nación Argentina, Artículo 19 numeral 15, versión electrónica disponible en: http://www.constitution.org/cons/argentin.htm.

42.  Constitución Política de Chile, disponible en  http://www.camara.cl/legis/const/c03.htm.

43. Constitución Política de Colombia, disponible en: http://www.presidencia.gov.co/constitu/titulo12.htm
44. Constituição da República Federativa do Brasil, verçao disponivel em: http://www.sice.oas.org/compol/natleg/Brazil/170.asp
45.  Constitución Política de la República del Ecuador versión disponible en: http://www.presidencia.gov.ec/modulos.asp?id=121.

46. Varios autores, SOCIEDADES EXTRANJERAS, Buenos Aires, El Derecho, 2.003.   

47. Weinberg de Roca, Inés M, (1.978), DOBLE CONTROL DE LAS INVERSIONES EXTRANJERAS, Revista Jurídica “El Derecho” Número 78, Buenos Aires – Argentina, Pontificia Universidad Católica Argentina “Santa María de los Buenos Aires.
48. LEY Nº 21382 de Inversiones Extranjeras (2.006), texto en formato electrónico disponible en: http://www.cnv.gov.ar/LeyesYReg/Leyes/21382.htm 

49. Estudios del Banco Interamericano de Desarrollo sobre el estado de las Inversiones Extranjeras en los países del Hemisferio, documentos disponibles en la dirección: http://alca-ftaa.iadb.org/esp/invest/PREFACE.HTM     

50. Lisdero, Alfredo R. y Helbert, Dario J., (2.002), LA PROTECCIÓN DE LAS INVERSIONES EXTRANJERAS EN LA ARGENTINA: LOS TRATADOS DE PROTECCIÓN RECÍPROCA DE INVERSIONES Y SU INTERPRETACIÓN JURISPRUDENCIAL, Revista Jurídica “El Derecho” Número 197, Buenos Aires – Argentina, Pontificia Universidad Católica Argentina “Santa María de los Buenos Aires, 2.002.

51. Reglamento a la Ley de Promoción y Garantía a las Inversiones, formato disponible en:
 http://www.sica.gov.ec/agronegocios/como%20invertir/reglamento_ley.htm
52. Comunidad Andina de Naciones (2.006), DECISIÓN 291: Régimen Común de Tratamiento a los Capitales Extranjeros y sobre Marcas, Patentes, Licencias y Regalías, Documento disponible en: http://www.comunidadandina.org/normativa/dec/d291.HTM 

53. ALADI, CAN, MERCOSUR, “CONVERGENCIA COMERCIAL DE LOS PAÍSES DE AMÉRICA DEL SUR HACIA LA COMUNIDAD SUDAMERICANA DE NACIONES”, documento disponible: http://www.mercosur.int/msweb/SM/Documento%20Conjunto/Convergencia10-%20Inversiones.pdf
54. Protocolo sobre Promoción y Protección de Inversiones Provenientes de Estados no Partes del MERCOSUR, Protocolo de Buenos Aires, disponible en http://www.mercosur.int/msweb/SM/normativa/protocolos/buenosaires.pdf.
55. Granato, Leonardo (2006) APORTES PARA LA PROTECCIÓN Y DEFENSA DEL INVERSOR EXTRANJERO EN EL MERCOSUR  Edición electrónica: Texto completo en: www.eumed.net/libros/2006b/lg/

56. Ramayo, Raúl Alberto, LA SOCIEDAD COMERCIAL EXTRANJERA Y EL ORDEN PÚBLICO INTERNACIONAL, Artículo dentro del libro SOCIEDADES EXTRANJERAS, Buenos Aires, El Derecho, 2.004, p. 29 a 41.     

57. Filippi, Laura y Galimberti, Jose Luis, Régimen de participaciones residuales en el decreto 677/2001, en Revista Abogados Nº 67, Colegio Público de Abogados de Capital Federal, disponible en: http://www.cpacf.org.ar/verde/vB_RevAbo/revistas/revis-n67.htm 
58. Estoup, Luis Alejandro, ¿RECONOCIMIENTO O AUTORIZACIÓN PARA FUNCIONAR?, en LL, Sup IGJ Nº 56.

59. Gutiérrez Zaldívar, Alfonso, ACTO AISLADO, Comentario al fallo Rolyfar c. Confecciones Poza S.A.C.I.FI, en ED 204 – 654. 

60. Kexel, Juan Pablo, CONSECUENCIAS DEL INCUMPLIMIENTO DEL ART. 118 LSC, Ponencia dentro del VII Congreso Argentino de Derecho Societario y III Congreso Iberoamericano de Derecho Societario y de la Empresa, Tomo II, Buenos Aires – Argentina, AD HOC, 1.998.

61. Acquarone, María, INNECESARIEDAD DE LA INSCRIPCIÓN DEL ART. 123 CUANDO LA SOCIEDAD EXTRANJERA ESTÁ INSCRIPTA DE ACUERDO AL ART. 118 DE LA LEY DE SOCIEDADES, Ponencia dentro del VII Congreso Argentino de Derecho Societario y III Congreso Iberoamericano de Derecho Societario y de la Empresa, Tomo II, Buenos Aires – Argentina, AD HOC, 1.998.

62. Vítolo, Daniel Roque, LA SOCIEDAD CONSTITUIDA EN EL EXTRANJERO QUE NO SE ENCUENTRA INSCRIPTA EN LA REPÚBLICA ARGENTINA en SOCIEDADES EXTRANJERAS, Buenos Aires, El Derecho, Pontificia Universidad Católica Argentina.  

63. Rovira, Alfredo L, SOCIEDADES EXTRANJERAS, Buenos Aires, Abeledo Perrot, 1985.

64. Nissen, Ricardo A., SITUACIÓN LEGAL DE LAS SOCIEDADES EXTRANJERAS NO INSCRIPTAS EN LOS REGISTROS MERCANTILES DE LA REPÚBLICA, ED 177-862. 
65. Kaller de Orchansky, Berta, MANUAL DE DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO, Buenos Aires, Plus Ultra, 1985.

66. Ley de Sociedades Mercantiles de los Estados Unidos Mexicanos, disponible en: http://www.cem.itesm.mx/derecho/nlegislacion/federal/152/254.htm

67. Ley de Inversión Extranjera de los Estados Unidos Mexicanos disponible en: http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/doc/44.doc

68. Granato, Leonardo, APORTES PARA LA PROTECCIÓN Y DEFENSA DEL INVERSOR EXTRANJERO EN EL MERCOSUR  Edición electrónica. Texto completo en http://www.eumed.net/libros/2006b/lg/

69. Lovagnini, Ricardo José, RÉGIMEN JURÍDICO DE LAS SOCIEDADES EXTRANJERAS, en LL 1998-F, 992. 

70. Weinberg de Roca, Inés, DOBLE CONTROL DE LAS SOCIEDADES EXTRANJERAS, en ED 78- 366 a 367. 

71. Iud, Carolina Daniela; Albornoz, Sergio Daniel, NECESIDAD Y CONVENIENCIA DEL RÉGIMEN DEL ARTÍCULO 123 DE LA LEY DE SOCIEDADES, , Ponencia dentro del VII Congreso Argentino de Derecho Societario y III Congreso Iberoamericano de Derecho Societario y de la Empresa, Tomo II, Buenos Aires – Argentina, AD HOC.

72. Silva, Roberto (h) y Salaverri, Diego M, ¿ES APLICABLE EL ARTÍCULO 30 DE LA LSC A LAS SOCIEDADES CONSTITUIDAS EN EL EXTRANJERO, en LL 1991-D, 1198

73. Fallo “Inval S.R.L”. s/ cesión de cuotas, en LL 482-D, 500.

74. Nissen, Ricardo Augusto, SITUACIÓN LEGAL DE LAS SOCIEDADES EXTRANJERAS NO INSCRIPTAS EN LOS REGISTROS MERCANTILES DE LA REPÚBLICA, ED 177 – 868.

75. Cabanellas de Torres, Guillermo, DERECHO SOCIETARIO, TOMO 9, SOCIEDADES EXTRANJERAS Y MULTINACIONALES, Buenos Aires, Heliasta, 2.005. 

76. Dictamen del Fiscal de Cámara dentro del fallo: Belforte Uruguay s/ concurso preventivo s/ incidente de nulidad, CNCom, Sala B, 16/4/2003.
77. Aguayo Zambrano, Rodrigo, ¿ES LEGALMENTE POSIBLE CONVERTIR AL ECUADOR EN PAÍS DE BAJA TRIBUTACIÓN PARA INCENTIVAR NUESTRA ECONOMÍA?, plan de tesis inédito para la obtención del título de Licenciado en Ciencias Jurídicas, Quito – Ecuador, Pontificia Universidad Católica del Ecuador, Facultad de Jurisprudencia, 2.004. 

78. Recomendaciones del GAFI en: http://www.felaban.com/lavado/boletines/boletin_cuarentarecomendacionesGAFI.pdf  

79. Fallo Severy S.A c/. Zaed, José Oswaldo s/ ejecución hipotecaria, en ED 182 – 617 con nota de Inés Weinberg de Roca. 

80. Fallo "Lloyd Aéreo Boliviano c. Interjets Viajes y Turismo".
81. Necchi, Claudia Silvia, RÉGIMEN DE LAS SOCIEDADES EXTRANJERAS EN LOS PAÍSES DEL MERCOSUR, Ponencia dentro del VII Congreso Argentino de Derecho Societario y III Congreso Iberoamericano de Derecho Societario y de la Empresa, Tomo II, Buenos Aires – Argentina, AD HOC, 1.998.

82. Marsili, María Celia y San Millán, Carlos, LA ACTUACIÓN TERRITORIAL DE LAS SOCIEDADES COMERCIALES, REGLAS LOCALES, INTERNACIONALES E INTEGRACIÓN, Ponencia dentro del VII Congreso Argentino de Derecho Societario y III Congreso Iberoamericano de Derecho Societario y de la Empresa, Tomo II, Buenos Aires – Argentina, AD HOC, 1.998.

CURRÍCULUM VITAE DEL AUTOR.
RODRIGO AGUAYO ZAMBRANO

Formación académica

Universidad de Palermo, Buenos Aires-Argentina, Egresado y Candidato a Master en Derecho y Empresas, Tesis en Proceso de corrección. Tema: “Análisis Jurídico de los procesos de registro de sociedades extranjeras en la Legislación Argentina y en el Derecho Comparado”. Título a Sustentar: Master en Derecho y Dirección de Empresas.

Universidad de Palermo, Buenos Aires-Argentina, Posgrado en Derecho Empresarial. Título obtenido: Posgrado en Derecho Empresarial.

Pontificia Universidad Católica del Ecuador, Quito-Ecuador, Facultad de Jurisprudencia. Título obtenido: Abogado.  Fecha de obtención: 29 de Noviembre del 2.005. 

Pontificia Universidad Católica del Ecuador, Quito-Ecuador, Facultad de Jurisprudencia. Título obtenido: Licenciado en Ciencias Jurídicas.  Fecha de obtención: 28 de Octubre del 2.005, Tema de la Disertación de Grado: “Análisis y Aplicabilidad del Régimen de Impuesto Simplificado en los pequeños comerciantes del Ecuador”. 

Unidad Educativa Cardenal Spellman de Varones, Quito-Ecuador,  Título obtenido: Bachiller en Ciencias Filosófico-Sociales. Fecha: Julio de 1.999. 

Experiencia laboral

H. Congreso Nacional del Ecuador, Quito-Ecuador, desde Octubre de 2.007 hasta la actualidad, Asesor Parlamentario 1 en el despacho del Legislador Diego Ordóñez Guerrero.

Palacio & Asociados Abogados, EMS – Ecuador, Quito-Ecuador, desde Marzo de 2.007 hasta Julio de 2.007, Abogado Asistente en las áreas de Derecho Empresarial (Derecho Societario, Derecho Tributario, Derecho Marcario y Propiedad Intelectual).

Grijalva & Grijalva Abogados, Quito-Ecuador, año 2.003, Asistente en el Área Societaria y Tributaria, responsable en el área de Gestión Tributaria y en Trámites Societarios.

Cargos Estudiantiles desempeñados
Enero del 2.004 - Febrero del 2.005, Asociación Escuela de Derecho de la Pontificia Universidad Católica del Ecuador, Secretario General de la Asociación Escuela de Derecho. 

Octubre del 2.002 - Enero del 2.003, Asociación Escuela de Derecho de la Pontificia Universidad Católica del Ecuador, Secretario Adjunto de la Asociación Escuela de Derecho. 

Diciembre del 2.001 - Febrero del 2.002, Asociación Escuela de Derecho de la Pontificia Universidad Católica del Ecuador, Secretario del Tribunal Electoral de la Asociación Escuela de Derecho. 

Publicaciones

Lunes, 19 de abril del 2.004, Segmento Judicial de “Diario La Hora”, Quito-Ecuador, Artículo Titulado: “El Combate a la Piratería: Las dos caras en la defensa de los derechos de autor”.

Marzo del 2.005, Revista Jurídica “Ruptura Nº 47” Asociación Escuela de Derecho de la PUCE, Tema: “Defensoría Pública Nacional en materia penal: Las consecuencias de su inexistencia en el Derecho de Defensa”.

Presentaciones en conferencias

Jornadas de Reflexión Cívica organizadas por la FEUCE-Q, Ponente en la conferencia “Retos y Rol del Congreso”, Pontificia Universidad Católica del Ecuador, 9 de mayo del 2.005.   

Actividades públicas desempeñadas

Séptimo candidato principal por la Unión Demócrata Cristiana a Representante a la Asamblea Nacional Constituyente por la Provincia de Pichincha, desde Agosto de 2.007 a Septiembre de 2.007.

Miembro Principal del Frente de Juventudes de la Unión Demócrata Cristiana de la provincia de Pichincha, desde junio de 2.007 hasta la actualidad.

Idiomas
The International Benedict Schools of Languages, Quito-Ecuador, 4to Nivel en Idioma Inglés.
Pontificia Universidad Católica del Ecuador, Facultad de Comunicación, Lingüística y Literatura, 5to Nivel en Idioma Inglés.

Trabajos académicos

Pontificia Universidad Católica del Ecuador, Quito-Ecuador, Facultad de Jurisprudencia, Ayudante de Cátedra de toda la cadena académica de Derecho Penal desde Octubre del 2.002 a Febrero del 2.004 y de Octubre del 2.004 a Febrero del 2.005.

Pontificia Universidad Católica del Ecuador, Quito-Ecuador, Facultad de Jurisprudencia, Ayudante de Cátedra de Criminalística, desde Febrero del 2.004 a Febrero del 2.005.

Pontificia Universidad Católica del Ecuador, Comité Organizador I Concurso De Audiencias Orales, “Dr. Jorge Salvador Lara”, Miembro del Comité Organizador, Enero del 2.003.
Cursos y seminarios realizados:

Universidad de Palermo, Facultad de Derecho, Buenos Aires-Argentina, Conferencia: Derechos Intelectuales y Marcarios “Casos en USA”, 27 y 29 de junio del 2.006.
Universidad de Palermo, Facultad de Derecho, Buenos Aires-Argentina, Conferencia: Compraventa Internacional de Mercaderías, 14 de junio del 2.006.

Unión Latina, Embajada de Italia, Societá Dante Alighieri, Universidad Central del Ecuador, Pontificia Universidad Católica del Ecuador, Universidad de las Américas y Universidad Internacional SEK, Participante en el Primer Seminario sobre la Importancia del Derecho Romano, Quito, 27 y 28 de enero del 2.005, Duración: 8 horas. 

Servicio de Rentas Internas del Ecuador, Curso de Fundamentos de Tributación, 15 de Noviembre al 10 de Diciembre del 2.004, Duración: 160 horas.
AED Asociación Escuela de Derecho de la PUCE, Servicio de Rentas Internas del Ecuador (SRI), Seminario de Derecho Tributario, 26 de Julio al 6 de Agosto del 2.004, Duración: 48 horas.

Asociación Escuela de Derecho de la PUCE y Fundación Abuelitos y Abuelitas de la Calle, Seminario de Difusión de Derechos y Ley del Anciano, Octubre del 2.004, Duración: 20 horas.

FUNDACIÓN ESQUEL, COALICIÓN NACIONAL POR LA JUSTICIA, Encuentro de Jóvenes Universitarios, Reforma Judicial y Democracia, Junio del 2.004, Duración: 10 horas.

Pontificia Universidad Católica del Ecuador, Facultad de Jurisprudencia, Asociación Escuela de Derecho de la PUCE, Primer Seminario de Actualización Jurídica “Código de la Niñez y la Adolescencia”, 29, 30 de septiembre y 1º de octubre de 2.003,  Duración: 10 horas.

APDH del Ecuador, Asociación Escuela de Derecho de la PUCE, “Jornadas Académicas de Derechos Humanos”, 15, 22 y 29 de noviembre de 2.001,  Duración: 12 horas. 
� Organismo que regula el registro y funcionamiento de las sociedades previstas en la Ley Nº 19.550 para la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y otros territorios previstos de conformidad con la Ley Nº 22.315.


� A lo largo del presente trabajo realizaremos un estudio de todas y cada una de estas posiciones y veremos si las mismas son idóneas y fundamentadas.


� Para justificar el concepto antes mencionado y como la doctrina llega a esta conclusión, véase: Rovira, Alfredo L., SOCIEDADES EXTRANJERAS, Buenos Aires, Abeledo – Perrot, 1.985, p.29 a 31, Balestra, Ricardo R., LAS SOCIEDADES EN EL DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO, Buenos Aires, Abeledo Perrot, 1.996, p.18 a 26, Cabanellas de las Cuevas, Guillermo, DERECHO SOCIETARIO, PARTE GENERAL, TOMO 9, SOCIEDADES EXTRANJERAS Y MULTINACIONALES, Buenos Aires, Heliasta, p.169 a 244, Grispo, Jorge D. y Sciglitano, Natalia L., SOCIEDADES EXTRANJERAS, Buenos Aires, La Ley, 2.005, p. 9. 


� Ley Nº 19.550 de Sociedades Comerciales de la República Argentina.    


� Mascheroni, Fernando H., Muguillo, Roberto A. LEY DE SOCIEDADES COMERCIALES COMENTADA Y CONCORDADA, Buenos Aires, ERREPAR, p.7 


� La teoría organicista fue publicada por Gierke en su obra “Das deutsche genossenschaftrecht”, al respecto este autor explica que “las entidades colectivas son organismos dotados de voluntad y capacidad, con vida propia independiente de toda intervención estatal. Esta identificación con el hombre no podía dejar de prolongarse al campo de su actuación internacional; si el nacimiento en un territorio determinado es el mas común de los medios de adquisición de nacionalidad para las personas físicas, este hecho debería, ante esta actuación de carácter orgánico dotar de un origen o nacionalidad a la sociedad. Balestra, Ricardo, op. cit, p. 14.     


� Ley de Compañías de la República del Ecuador, (2.006), Publicación electrónica en formato Portable Document File (PDF), disponible en: http://www.supercias.gov.ec/Documentacion/Sector%20Societario/Marco%20Legal/LEY%20DE%20COMPANIAS.pdf


  


� Ley Nº 26877, LEY GENERAL DE SOCIEDADES, (2.006), Publicación electrónica disponible en formato PDF (Portable File Document) en: http://www.cal.org.pe/legislacion/ley_general_sociedades.pdf#search=%22ley%20de%20sociedades%22


� La sociedad del estado, única excepción de existencia de la sociedad unipersonal en la Argentina se halla regulada por la Ley Nº 20.705, esta permite la existencia de sociedades estatales con “un solo socio y con objeto en “actividades de carácter industrial o comercial o explotación de servicios públicos”. Cfr: Richard, Hugo E y Muño, Orlando M., DERECHO SOCIETARIO, Buenos Aires, Astrea, 2.002, p. 638 – 639. 


� Este concepto de unipersonalidad adaptado dentro de las legislaciones peruana y ecuatoriana se adapta a las teorías unilateralistas que explican el contrato constitutivo de la sociedad como un fenómeno unilateral producto de una única voluntad común. Para mayor información sobre la teoría ver: Richard, Hugo Efraín y Muño, Orlando Manuel, op. cit, p. 72-74.      


En el caso de Ecuador, este concepto se encuentra en la Ley Reformatoria a la Ley de Compañías que incluye a las sociedades unipersonales, en este caso para su registro en Argentina, de conformidad con el Art. 118 inc 1º de la Ley Nº 19.550 y el Art. 188 de la Resolución 7/2005, se deberán respetar las formalidades de constitución del país de origen. Un completo análisis sobre la unipersonalidad y su relación con el Derecho Argentino fue referido por nuestros tribunales en el caso “Great Brands s/ concurso preventivo”. Al respecto se recomienda revisar: Ramayo, Raúl Alberto, LA SOCIEDAD COMERCIAL EXTRANJERA Y EL ORDEN PÚBLICO INTERNACIONAL, Artículo publicado en el libro “SOCIEDADES EXTRANJERAS”, Buenos Aires, El Derecho, p. 29 a 41. 


� Estos son conceptos propios sacados de la naturaleza del contrato de sociedad, pudiendo definir al contrato de sociedad como SOLEMNE por tener la característica de ser sometido al respeto de formalidades y procedimientos establecidos en la Ley, como por ejemplo: el de ser suscripto ante Escribano Público o Notario, PÚBLICO. – Derivado de la característica anterior ya que al momento de ser suscripto ante autoridad registral, este contrato toma efectos “erga onmes” al ser incorporado dentro de un protocolo notarial, siendo efectivo para la actuación de la sociedad. INOPONIBLE. – El contrato de sociedad se volverá oponible al momento del Registro del mismo en las oficinas de la autoridad registral correspondiente, luego de ser cumplidas las formalidades propias para la inscripción de este tipo de contrato.


� Esta aseveración sale de la caracterización de los elementos de la Ley Nº 19.550, contemplados en Zaldívar, Enrique; Manóvil, Rafael; Ragazzi, Guillermo; Rovira, Alfredo y San Millán, Carlos, CUADERNOS DE DERECHO SOCIETARIO, Edición electrónica de LexisNexis � Abeledo�Perrot, Documento Nº 3501/000265.  


� Richard y Muño, op. cit, p. 71.


� Pothier define al Contrato de sociedad como: "El contrato de sociedad es un contrato por el cual dos o más personas ponen o se obligan a poner en común alguna cosa, para obtener en común algún beneficio legítimo, del cual ellas se obligan recíprocamente a rendirse cuenta". Citado por Zaldívar, Manóvil, Ragazzi, Rovira y San Millán, op. cit.


� Domier define a este contrato como: "La sociedad es una convención entre dos o más personas, por la cual ellas ponen en común entre sí todos sus bienes o una parte, o algún comercio, o algún trabajo u otro negocio, para dividir todo lo que ellas puedan obtener de utilidad o sufrir las pérdidas de lo que hayan puesto en sociedad".". Citado por Zaldívar, Manóvil, Ragazzi, Rovira y San Millán, op. cit.





� Zaldívar, Manóvil y otros, op. cit.


� Zaldívar, Manóvil y otros, op. cit.


� Las críticas son: 1. En la sociedad las prestaciones de las partes no son debidas a las otras partes, sino que varias prestaciones salen del patrimonio de cada uno de los socios (partes), concurriendo a la transformación del patrimonio social; no se advierten en el acto social constitutivo, como ocurre en los contratos en su concepción tradicional, dos partes con intereses contrapuestos que intentan satisfacer sus requerimientos en virtud de las correspondientes contraprestaciones y 2. La improcedencia de la aplicación de las reglas clásicas de los contratos bilaterales: dos partes con intereses contrapuestos y no con fines comunes: Vgr: Richard y Muño op. cit, p. 71 y 72.       


� Me refiero a los expedientes administrativos: Coca Cola – FEMSA, Bosques Verdes, Vitamina Group, Jasler S.A., MACOA, UNITOR , Terapias Médicas S.A., en las cuales el Inspector niega el registro de estas sociedades, como denominador común, por:  1. Ser contrarias al derecho argentino, 2. Por no existir dentro del cuadro constitutivo de las sociedades pluralidad de partes, al tener un socio con mas del 99% de las acciones, 3. Por tener la existir claramente en las mismas un socio de cómodo, dando lugar a una clara falta de “affectio societatis”, violentando el principio de pluralidad de socios. Resoluciones disponibles en: http://www2.jus.gov.ar/minjus/ssjyal/IGJ/Marco_Normativo/resol_partic/Marco%20Normativo_respartic_Soc.html     


� Salandra, Vittorio, CURSO DE DERECHO MERCANTIL, Mexico D.F, Editorial Ius, 1.949, p. 9.


� Richard Hugo E y Muño, Orlando M., op. cit, p. 85.


� Información detallada sobre los efectos de la inscripción de la sociedad los podrá encontrar en Nissen, Ricardo Augusto, CURSO DE DERECHO SOCIETARIO, Buenos Aires, AD- HOC, 1.998, p. 145. 


� Nissen, op. cit p. 147.


� Richard y Muño, op. cit, p. 85.


� Sobre esta problemática se señala en la doctrina que los negocios realizados por sociedades de carácter irregular serán respondidos solidaria e ilimitadamente por los administradores y los socios, prueba de ello lo tenemos en los artículos 54 y 59 de la Ley de Sociedades. Por lo que la formalidad seguirá siendo ad regularitatem hasta que se formalice la sociedad, dando validez a sus efectos, en caso de trasgresión se aplicarán sistemas de responsabilidad de los directores previstas en la misma ley, mayor información sobre estas consecuencias ver en Gagliardo, Mariano, RESPONSABILIDAD DE LOS DIRECTORES DE SOCIEDADES ANÓNIMAS, Buenos Aires, Abeledo Perrot, 1.998, p. 59 y siguientes.  


� Cfr: Ley de Compañías del Ecuador, fuente citada en pie de página Nº 5.


� Artículo 5o.- Las sociedades se constituirán ante notario y en la misma forma se harán constar con


sus modificaciones. El notario no autorizará la escritura cuando los estatutos o sus modificaciones


contravengan lo dispuesto por esta ley.


Artículo 6o.- La escritura constitutiva de una sociedad deberá contener:


I.- Los nombres, nacionalidad y domicilio de las personas físicas o morales que constituyan la


sociedad;


II.- El objeto de la sociedad;


III.- Su razón social o denominación;


IV.- Su duración;


V.- El importe del capital social;


VI.- La expresión de lo que cada socio aporte en dinero o en otros bienes; el valor atribuido a éstos y


el criterio seguido para su valorización.


Cuando el capital sea variable, así se expresará indicándose el mínimo que se fije;


VII.- El domicilio de la sociedad;


VIII.- La manera conforme a la cual haya de administrarse la sociedad y las facultades de los


administradores;


IX.- El nombramiento de los administradores y la designación de los que han de llevar la firma social;


X.- La manera de hacer la distribución de las utilidades y pérdidas entre los miembros de la sociedad;


XI.- El importe del fondo de reserva;


XII.- Los casos en que la sociedad haya de disolverse anticipadamente, y


XIII.- Las bases para practicar la liquidación de la sociedad y el modo de proceder a la elección de los


liquidadores, cuando no hayan sido designados anticipadamente.


Todos los requisitos a que se refiere este artículo y las demás reglas que se establezcan en la


escritura sobre organización y funcionamiento de la sociedad constituirán los estatutos de la misma.


� Art. 7 Ley de Sociedades Anónimas de México, Art. 11 Ley de Compañías de Ecuador, Art. 22 Ley de Sociedades Comerciales de la Argentina.


� Gagliardo, Mariano, op. cit, p. 59 y siguientes.  





� Stratta, Alicia Josefina, LA REGULACIÓN DE LAS SOCIEDADES EXTRANJERAS POR LA INSPECCIÓN GENERAL DE JUSTICIA, Buenos Aires, El Derecho, 2.003, p. 20.


� Art. 973 (Código Civil de la República Argentina). La forma es el conjunto de las prescripciones de la ley, respecto de las solemnidades que deben observarse al tiempo de la formación del acto jurídico; tales son: la escritura del acto, la presencia de testigos, que el acto sea hecho por escribano público, o por un oficial público, o con el concurso del juez del lugar. La aplicación del principio de “Lex fori”, según Stratta, se refiere al reconocimiento de las solemnidades de forma del país de origen de la sociedad.


� Stratta, op. cit, p. 23. Sobre este tema esta jurista analiza detenidamente varios aspectos interesantes que hacen concluir que la IGJ atropella no solo preceptos legales, sino constitucionales para combatir la supuesta evasión general de las sociedades extranjeras.


� Habla sobre las declaraciones de voluntad, en este caso la norma IGJ, establece que la sociedad extranjera deberá manifestar dentro del Registro que se encuentra realizando un acto aislado, lo cual da lugar a la existencia de una manifestación de voluntad nacida de un reglamento y no de la ley.


� Fortín, Pablo J., LAS RESOLUCIONES 7 Y 8 DE LA INSPECCIÓN GENERAL DE JUSTICIA, en LL Supl 56. IGJ, Nov/2.003, p. 55.


� Roca, Eduardo A., DEMASÍA REGISTRAL, en LL Supl 56. IGJ, Nov/2.003, p. 56.


� Roca, Eduardo, op. cit, p. 57.


� Al respecto se habla de la participación de la IGJ como ente parafederal, excedido en sus funciones por disposiciones reglamentarias. Revisar Roca, Op. cit, Stratta, op. cit.  


� Roca, op. cit, p. 57.


� Citado por Grispo, op. cit, p. 33. 


� Citado por Grispo y Sciglitano, op. cit, 


� Uzal, María Elsa, SOCIEDADES MULTINACIONALES EN EL DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO (A PROPÓSITO DEL ART. 124 DE LA LS), Buenos Aires, El Derecho, p. 5.


� Convención de La Haya sobre Reconocimiento de la Personería Jurídica de las Sociedades, Asociaciones y Fundaciones Extranjeras, promulgada el 20 de diciembre de 1.994.


� Richard y Muño, op. cit, p. 62.


� Richard y Muño, id, p. 62.


� Garrigues, Joaquín, CURSO DE DERECHO MERCANTIL, Madrid – España, RDM, 1.976, p. 265. 


� Garrigues, Joaquín, op. cit, p. 266.


� Richard y Muño, op. cit, p. 63.


� Los negocios de primer grado en cooperativas son aquellos en los que esta actúa directamente y en ejercicio de su personalidad jurídica, mientras que los negocios de cooperativas en segundo grado son aquellos en los que las cooperativas actúan en común para la obtención de un beneficio determinado, Vgr: Naranjo Mena, Carlos, MANUAL DE DERECHO COOPERATIVO ECUATORIANO, Guayaquil – Ecuador, Edigraf, 1.987, p. 32 – 34.


� Richard y Muño, op. cit, p. 63.


� Con esta clasificación, seguimos en términos generales a Zaldívar, Manóvil, Ragazzi, Rovira y San Millán, op. cit. 


� Zaldívar, Manóvil, Ragazzi, Rovira y San Millán, Ibíd.


� Id, Ibíd.  


� En las sociedades de este tipo, prevalece, el elemento personal, según la doctrina las divide en dos, las de “tipo puro”, como las de nombre colectivo y las de “tipo mixto” como las sociedades en comandita simple y las de capital e industria. Ver: Villegas, Carlos Gilberto, DERECHO DE LAS SOCIEDADES COMERCIALES, Buenos Aires, Abeledo Perrot, 1.996, p. 365.


� En estas sociedades el elemento preponderante de las mismas es el capital, son conocidas como sociedades de capital y se incluyen dentro de este tipo a las sociedades anónimas, en su forma total y en su forma parcial a la sociedad en comandita, respecto a su parte comanditaria. Villegas, Carlos Gilberto, op. cit, Buenos Aires, Abeledo Perrot, 1.996, p. 365.


� Zaldívar, Manóvil, Ragazzi, Rovira y San Millán, op. cit., la misma clasificación es seguida también por Villegas, Carlos Gilberto, DERECHO DE LAS SOCIEDADES COMERCIALES, Buenos Aires, Abeledo Perrot, 1.996, p. 365. 


� Ley de Compañías de la República del Ecuador.


� Artículo 1º (Ley de Sociedades de los Estados Unidos Mexicanos).- Esta Ley reconoce las siguientes especies de sociedades mercantiles:


I.- Sociedad en nombre colectivo;


II.- Sociedad en comandita simple;


III.- Sociedad de responsabilidad limitada;


IV.- Sociedad anónima;


V.- Sociedad en comandita por acciones, y


VI.- Sociedad cooperativa.


� Ley de Sociedades Mercantiles de los Estados Unidos de México, disponible en: � HYPERLINK "http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/144.pdf" ��http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/144.pdf�


 


� Esta Resolución expresaba que antes de la inscripción de la sociedad, la autoridad administrativa remitía documentación a la AFIP con motivos de encuadramiento fiscal de la sociedad, la Resolución 5/05 establece que esta información será cruzada cuando la sociedad se encuentre debidamente registrada e inscripta, previo cumplimiento del trámite correspondiente, conforme a lo dispuesto además por el Artículo 190 de la Resolución 7/2005 IGJ.


� Artículo 191.– Los requisitos establecidos en los artículos anteriores se aplican a las sociedades comprendidas en el artículo 119 de la Ley Nº 19.550, como así también las reglas siguientes: 


1. Debe explicitarse el alcance de la responsabilidad de los socios por las obligaciones sociales que se contraigan por la actuación del asiento, sucursal o representación permanente, en el dictamen de precalificación profesional, dictamen de abogado o notario de la jurisdicción extranjera correspondiente con certificación de vigencia de su matrícula o registro, salvo que tal extremo resulte claramente de la documentación acompañada en cumplimiento del inciso 2, subincisos a) o b), del artículo 188, o de documento separado suscripto por funcionario de la sociedad cuyas facultades representativas deben constar en él justificadas ante notario o funcionario público.


2. La publicación prescripta por el inciso 4 del citado artículo 188, debe indicar que la sociedad es atípica para el derecho argentino y cuál es el aludido régimen de responsabilidad de los socios por las obligaciones sociales.





� Richard y Muño, op. cit, p. 66 a 67.


� Richard y Muño, Ibíd., p. 66. 


� Nissen, Ricardo Augusto, CURSO DE DERECHO SOCIETARIO, Buenos Aires, AD – HOC, 1.998, p. 107.


� Nissen cita este criterio jurisprudencial sobre el capital social, respecto a lo expresado a los fallos: “Sloop S.R.L c/ Supersil S.A. s/ quiebra, CNCom., Sala E, mayo 17 de 1.988 y Amarilla de Albo Susana c/ Maguse S.A. s/ quiebra, CNCom., Sala A, febrero 22 de 1.989 y Caramaschi, José c/ Austral Bank International s/ quiebra, Sala A, mayo 30 de 1.997, ver: Nissen, Ricardo, op. cit, p. 106.     


� Nissen, Ricardo A, op. cit, p. 118. 


� Nissen, Ricardo A, op. cit, p. 119.


� Nissen, Ibíd., p. 119.


� Código de Comercio de la República de Colombia, disponible en: http://www.superservicios.gov.co


� Colombia, al igual que la Argentina, es suscriptor del Tratado de Montevideo de 1.889.  


� Mascheroni, Fernando H., Muguillo, Roberto A. (2.000), op. cit, p. 130. 


� Estos instrumentos internacionales se fundamentan en la Doctrina Irigoyen, la cual sostiene que “La sociedad anónima es una persona jurídica distinta de los individuos que la forman y aunque aquella sea exclusivamente formada por extranjeros, no tiene derecho a la protección diplomática” y además en la posición de Zeballos, al establecer, respecto a la Argentina, dentro de las discusiones de aprobación del Código Sánchez de Bustamante en La Habana durante la CIDIP I, que “En nuestro derecho solamente se hablan de sociedades mercantiles locales o constituidas en país extranjero” Esta posición fue ratificada por Argentina, Paraguay, Costa Rica y República Dominicana. Más información ver: Balestra, Ricardo R, LAS SOCIEDADES EXTRANJERAS EN EL DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO, p. 17 y Arellano García, Carlos, DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO, México D.F., Porrúa, 1.999, p. 363.


� La justificación a esta afirmación la encontrará, fundamentada en la doctrina, en el punto 2.2 de este capítulo. 


� Arellano García, op. cit, p. 356 y 357.


� Arellano García, Ibíd., p. 356.


� Definición propia siguiendo el criterio negativo de negación de nacionalidad de las sociedades, concepto teórico aceptado actualmente por la doctrina, de la cual soy partidario.


� Sobre el régimen de actuación de las sociedades extranjeras tomé como base los trabajos de Rovira, Alfredo L., SOCIEDADES EXTRANJERAS, Buenos Aires, Abeledo Perrot, 1.985, p. 54 y sig, Nissen, Ricardo A., op. cit, p. 314 y ss y Vítolo, Daniel Roque, SOCIEDADES EXTRANJERAS Y OFF SHORE, Buenos Aires, AD – HOC, 2.003, p. 111 y siguientes. 


� Un trabajo completo sobre las tres posiciones, la podrá encontrar en Arellano García, op. cit, p. 335 a 351.


� Balestra, Ricardo, (1.996), LAS SOCIEDADES EN EL DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO, Buenos Aires, Abeledo Perrot, p. 9.


� Arellano García, op. cit, p. 350.


� Este autor al hablar sobre incentivos cita el ejemplo de los Estados Unidos que beneficia con incentivos a las empresas constituidas en la Nación Americana, cuando participan con capitales en otros países. Ref: Lovagnini, Ricardo José, RÉGIMEN JURÍDICO DE LAS SOCIEDADES EXTRANJERAS, Ponencia dentro del VI Congreso Argentino de Derecho Societario y II Congreso Iberoamericano de Derecho Societario y de la Empresa, Tomo II, Buenos Aires – Argentina, AD HOC, 1.995, p. 497.


    


�  Balestra, Ricardo, (1.996), LAS SOCIEDADES EN EL DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO, Buenos Aires, Abeledo Perrot, p. 9.





� Vítolo, op. cit, p. 18. 


� Esta doctrina es aceptada especialmente por autores mexicanos ver: Arellano García, op. cit., p. 350. 


� Vítolo, op . cit, p. 16 – 17. 


� Arellano García, op. cit, p. 337.


� Arellano García, Ibíd., p. 337.


� Arellano García, op. cit, p. 336.


� Mayor información sobre estas doctrinas las puede encontrar en Vítolo, p. 16.


� Información tomada de Balestra, Ricardo R., op. cit, p. 16 – 17.


� Fuente: Código de Derecho Internacional Privado Sánchez de Bustamante, Suplemento del Registro Oficial 1202, 20-VIII-60, disponible en archivo particular del autor, Código en versión electrónica tomado de base de datos FIEL Profesional, Ediciones Legales (EDLE) Quito – Ecuador.





� Código de Derecho Internacional Privado Sánchez de Bustamante, id. ibid.


� Balestra, Ricardo R., op. cit, p. 17. 


� De Klor Dreyzin, Adriana y Caracho Cornet, Teresita, DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO SOCIETARIO Y LA CONVENCIÓN SOBRE RECONOCIMIENTO DE LA PERSONERÍA JURÍDICA DE LAS SOCIEDADES, ASOCIACIONES Y FUNDACIONES EXTRANJERAS, Ponencia dentro del VI Congreso Argentino de Derecho Societario y II Congreso Iberoamericano de Derecho Societario y de la Empresa, Tomo II, Buenos Aires – Argentina, AD HOC, 1.995, p. 461.


� Vítolo, op. cit, p. 16. 


� Sobre el incidente que motivó la Doctrina Irigoyen, puede consultar las siguientes fuentes: Vítolo, Daniel Roque, SOCIEDADES EXTRANJERAS Y OFF SHORE, Buenos Aires – Argentina, AD-HOC, 2.003, 18, 20 y 21; Balestra, Ricardo, LAS SOCIEDADES EN EL DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO, Buenos Aires – Argentina, Abeledo Perrot, 1.991, pág. 14 a 19 y 27, 


� Allende, Lisandro A., Clase magistral sobre sociedades extranjeras, dictada durante la cátedra de Derecho Societario Profundizado, Buenos Aires, Universidad de Palermo, abril de 2.006.


� Dreyzin de Klor y Saracho Cornet, op. cit, p. 462. 


� Lovagnini, Ricardo José, (1.998), RÉGIMEN JURÍDICO DE LAS SOCIEDADES EXTRANJERAS, publicado en Revista Jurídica “La Ley” 1998-F, p. 992 y ss. Versión electrónica disponible previa suscripción en � HYPERLINK "http://www.laleyonline.com.ar" ��www.laleyonline.com.ar�  


   


� Zaldívar, Enrique; Manóvil, Rafael; Ragazzi, Guillermo; Rovira, Alfredo L.; San Millán, Carlos, (1.980), CUADERNOS DE DERECHO SOCIETARIO, Versión electrónica, Lexis Nº 3501/001611, LexisNexis – Abeledo – Perrot, p. 2.    


� Resolución IGJ Nº 7/2005, Versión Electrónica disponible en � HYPERLINK "http://www.laleyonline.com.ar" ��www.laleyonline.com.ar� 


� Ley Nº 18.046 de Sociedades Anónimas de Chile, versión electrónica disponible en: http://www.svs.cl/sitio/html/legisl_normativa/normativa_valores/pdf_leyes/ley18046.pdf#search=%22ley%20de%20sociedades%22


� Ley Nº 32 de Sociedades Anónimas de Panamá, versión electrónica disponible en: http://www.conaval.gob.pa/Ley/Ley%2032%20de%201927.pdf#search=%22ley%20de%20sociedades%20anonimas%22


� Vítolo, Daniel Roque, op. cit, p. 10 – 11. 


� Cristóbal, Norma A., INVERSIONES EXTRANJERAS Y SOCIEDADES EXTRANJERAS, (1.995)


Ponencia expuesta en el VI Congreso Argentino de Derecho Societario y II Congreso Iberoamericano de Derecho Societario y de la Empresa, Tomo II, Buenos Aires – Argentina, AD HOC, p. 493-495.


� Nos referimos a las limitaciones previstas por el artículo 30 de la LS.


� Grispo, Jorge Daniel y Sciglitano, Natalia Laura, SOCIEDADES EXTRANJERAS, Buenos Aires, La Ley, 2.005, p. 108. 


� Cristóbal, Norma A, op. cit, p. 495.


� Para referencia al lector se citan las siguientes normas de Derecho Comparado: Artículo 20 Constitución Política de la Nación Argentina, Artículo 19 numeral 15, versión electrónica disponible en: http://www.constitution.org/cons/argentin.htm, Constitución Política de Chile, disponible en  http://www.camara.cl/legis/const/c03.htm, Artículos 100 y 333 Constitución Política de Colombia, disponible en: http://www.presidencia.gov.co/constitu/titulo12.htm,  Artigo. 170 Constituição da República Federativa do Brasil, verçao disponivel em: http://www.sice.oas.org/compol/natleg/Brazil/170.asp,  Artículos 245, 254 y 271, Constitución Política de la República del Ecuador versión disponible en: http://www.presidencia.gov.ec/modulos.asp?id=121.


� Al respecto, en la Argentina, hubo una discusión sobre el alcance de los actos aislados sobre cesiones de crédito hipotecario, en la cual se determinó que estas cesiones tenían una característica de habitualidad por parte del cedente que era una sociedad uruguaya, que traspasó estos créditos como actos aislados, siendo los mismos habituales, este fallo se denomina Rolyfar S.A. c/. Confecciones Poza S.A.C.I.F.I s/ ejecución hipotecaria, disponible en el libro SOCIEDADES EXTRANJERAS, Buenos Aires, El Derecho, 2.003, p. 181, con referencia de Gutiérrez Zaldívar, Alfonso en la p. 57 y siguientes de la misma obra.   


� Rovira, Alfredo L., op.cit, p. 55 a 59; Nissen, Ricardo A., op. cit, p. 315.


� Vítolo, op. cit., p. 10.


� Weinberg de Roca, Inés M, (1.978), DOBLE CONTROL DE LAS INVERSIONES EXTRANJERAS, Revista Jurídica “El Derecho” Número 78, Buenos Aires – Argentina, Pontificia Universidad Católica Argentina “Santa María de los Buenos Aires, p. 368.


 


� LEY Nº 21382 de Inversiones Extranjeras (2.006), texto en formato electrónico disponible en: http://www.cnv.gov.ar/LeyesYReg/Leyes/21382.htm 


� Estas motivaciones resultan de los estudios del Banco Interamericano de Desarrollo sobre el estado de las Inversiones Extranjeras en los países del Hemisferio, documentos disponibles en la dirección: 


� HYPERLINK "http://alca-ftaa.iadb.org/esp/invest/PREFACE.HTM" ��http://alca-ftaa.iadb.org/esp/invest/PREFACE.HTM�


� Favier Dubois, Eduardo M. (1.994), DERECHO SOCIETARIO REGISTRAL, Buenos Aires, AD-HOC, p. 198. 


� Weinberg, Inés, op. cit, p. 367.


� Para mayor información sírvase leer la Ley Nº 21.382, disponible en � HYPERLINK "http://www.infoleg.gov.ar" ��http://www.infoleg.gov.ar�


� Se establece de conformidad al Art. 14 de la Constitución Política de la Nación Argentina, la cual menciona la igualdad de derechos entre nacionales y extranjeros, esto fundamenta igualmente el derecho de asociación que un extranjero tiene en la República para asociarse de acuerdo al Art. 14 de la Constitución Nacional, este concepto amplio se aplica tanto a personas físicas como jurídicas y en el caso de las segundas se respalda además en el principio recogido en el Art. 33 del Código Civil. Este reconocimiento de derechos para el ciudadano extranjero, establecen en la Argentina, la prevalencia del principio constitucional de igualdad, tanto para personas naturales o jurídicas. Cfr: Stratta, op. cit, p. 18.     


� Lisdero, Alfredo R. y Helbert, Dario J., (2.002), LA PROTECCIÓN DE LAS INVERSIONES EXTRANJERAS EN LA ARGENTINA: LOS TRATADOS DE PROTECCIÓN RECÍPROCA DE INVERSIONES Y SU INTERPRETACIÓN JURISPRUDENCIAL, , Revista Jurídica “El Derecho” Número 197, Buenos Aires – Argentina, Pontificia Universidad Católica Argentina “Santa María de los Buenos Aires, 2.002, p. 1095 a 1105.





� Vítolo, Daniel Roque, p. 24 y 25.


� Reglamento a la Ley de Promoción y Garantía a las Inversiones, formato disponible en: � HYPERLINK "http://www.sica.gov.ec/agronegocios/como%20invertir/reglamento_ley.htm" ��http://www.sica.gov.ec/agronegocios/como%20invertir/reglamento_ley.htm�





� Comunidad Andina de Naciones,  (2.006), DECISIÓN 291: Régimen Común de Tratamiento a los Capitales Extranjeros y sobre Marcas, Patentes, Licencias y Regalías, Documento disponible en: http://www.comunidadandina.org/normativa/dec/d291.HTM 


� ALADI, CAN, MERCOSUR, “CONVERGENCIA COMERCIAL DE LOS PAÍSES DE AMÉRICA DEL SUR HACIA LA COMUNIDAD SUDAMERICANA DE NACIONES”, documento disponible: � HYPERLINK "http://www.mercosur.int/msweb/SM/Documento%20Conjunto/Convergencia10-%20Inversiones.pdf" ��http://www.mercosur.int/msweb/SM/Documento%20Conjunto/Convergencia10-%20Inversiones.pdf�





� Protocolo sobre Promoción y Protección de Inversiones Provenientes de Estados no Partes del MERCOSUR.


� Granato, Leonardo (2006) APORTES PARA LA PROTECCIÓN Y DEFENSA DEL INVERSOR EXTRANJERO EN EL MERCOSUR  Edición electrónica: Texto completo en: www.eumed.net/libros/2006b/lg/


� Los puntos de conexión se traducen en el presupuesto fáctico que vincula a la sociedad a un estado determinado, Vgr: Cabanellas de Torres, Guillermo, op. cit, p. 180, Arellano García, op. cit, p. 352 a 359. 


� Cabanellas de Torres, op. cit, p. 193, 


� Tal como abordamos en el Capítulo 1 del presente trabajo las teorías negativas son aquellas que no reconocen al atributo de nacionalidad a las personas jurídicas, sino toman en cuenta el origen de las sociedades por puntos de conexión, por ejemplo: el lugar de constitución de las sociedades fuera del territorio nacional, Ver: Villegas, Carlos Gilberto, DERECHO DE LAS SOCIEDADES COMERCIALES, Buenos Aires, Abeledo – Perrot, 1.996, p. 334.  


� Un ejemplo de lo afirmado lo tenemos en el fallo Great Brands s/ concurso preventivo, en este caso, Great Brands, sociedad constituida en Grand Cayman Is, solicita su concurso preventivo de conformidad con lo establecido en el Art. 68 de la LCQ. En este fallo el juez de primera instancia sustrae a la peticionaria de lo previsto en el Art. 118 de la LSC, y la ubica en los supuestos previstos en el Art. 124 de la misma ley, determinando que al no existir pluralidad de socios, esta sociedad no puede ser sujeto concursable de conformidad con el Art 2º de la LCQ y aduciendo que esta sociedad es nula. En la segunda instancia, la Cámara señala que Great Brands no se halla trasgrediendo la Legislación Argentina y en este caso se establece que la unipersonalidad de la peticionaria se halla acaparada en el Art. 94 numeral 8º de la Ley Nº 19.550 y aparte de esto no se halla dentro de los supuestos de nulidad o ilicitud. Por lo que la Cámara revoca el pronunciamiento del a-quo, señalando que la peticionaria si puede ser sujeto concursable. Ver: Ramayo, Raúl Alberto, LA SOCIEDAD COMERCIAL EXTRANJERA Y EL ORDEN PÚBLICO INTERNACIONAL, Artículo dentro del libro SOCIEDADES EXTRANJERAS, Buenos Aires, El Derecho, 2.004, p. 29 a 41.     


� Stratta, Alicia Josefina, LA REGULACIÓN DE LAS SOCIEDADES EXTRANJERAS POR AL INSPECCIÓN GENERAL DE JUSTICIA, Buenos Aires, El Derecho, Pontificia Universidad Católica Argentina, 2.004, pág. 32.


� Nissen, Ricardo Augusto, (1.998), CURSO DE DERECHO SOCIETARIO, Buenos Aires, AD-HOC, Villela Editor, p. 315.


� Id, p. 315. en este caso se aduce que la actuación de la sociedad extranjera deberá limitarse en la normativa interna del estado receptor de la inversión. Este criterio, presumo, le permitió a Nissen, en su paso frente a la IGJ para establecer un sinnúmero de requisitos reglamentarios, a veces contraventores de la Ley.


� Id, p.315.


� El acto aislado consiste en aquella actuación esporádica realizada por la sociedad extranjera dentro de la República Argentina.





� Grispo y Sciglitano, op. cit, p. 13.


� Nissen, op. cit, p. 315.


� Gutiérrez Zaldívar, ACTO AISLADO, en op. cit, p. 62.


� Un breve análisis y descripción de este fallo lo encontramos en: Ramayo, Raúl Alberto (2.004), SOCIEDADES EXTRANJERAS, Buenos Aires, El Derecho, Pontificia Universidad Católica Argentina, p. 33 y el fallo completo en ED 6 – 405.


� La causa “El Hatillo”, según Grispo y Sciglitano, se refiere verdaderamente al caso “Potosí S.A. c/ Cóccaro, Abel F, s/ recurso de hecho del 23 de junio de 1.963, “en la cual la Corte Suprema de Justicia revocó un pronunciamiento de la Sala B de la Cámara Comercial que había denegado la participación en juicio de una sociedad venezolana – El Hatillo – que interpuso una tercería de dominio para proteger su derecho de propiedad sobre determinados bienes de los cuales era titular en nuestro país. En tal oportunidad, la Corte sostuvo que “la exigencia del previo cumplimiento de los recaudos atinentes al registro y publicación de los actos sociales, y del mandato del representante, no guardaba relación con la celeridad de trámites que es propia de la ejecución prendaria, y con la consiguiente premura con la que la recurrente ha debido valer su derecho de dominio sobre los bienes respectivos, tanto mas cuanto que no mediaba en el caso circunstancia alguna que autorice a suponer que la conducta del mandatario, y la posterior ejecución, hubiesen sido contingencias previsibles con suficiente antelación como para cumplir las formalidades a que se refiere la resolución recurrida”. Grispo y Sciligtano, op. cit, p. 24, Texto completo de fallo vgr: Vítolo, Daniel R., op. cit, p. 60 y 61.        


� Gutiérrez Zaldívar, op. cit, p. 60-61.


� Referencia del fallo en ED 203 – 416. 


� Llamado así por Gutiérrez Zaldívar, Ibíd., p. 60.


� Fallo completo en LL 2003 – E, 593.


� En materia de inversiones, en aplicación del princpio de reciprocidad suscrito en los Tratados Internacionales y TBI´s se establecen prácticas de carácter discriminatorio, la doctrina establece en materia de tratamiento de inversiones “trato igualitario a los inversores” sean mayoritarios o minoritarios. En nuestro caso, se exige este particular al tratamiento entre nacionales y extranjeros conforme lo establecido por el Art. 14 de la Constitución Política de la Nación Argentina. A pesar de tener las reglas claras, en lo que a tratamiento de inversiones se refiere, en Argentina los considerandos de las Resoluciones de la IGJ, la remisión a anexos de las mismas como en el caso de la Resolución 12/2006 o las normas previstas en el Decreto 677/2001 son prueba del desamparo de los inversionistas ante normativas de carácter abusivo.   


� Filippi, Laura y Galimberti, Jose Luis, Régimen de participaciones residuales en el decreto 677/2001, en Revista Abogados Nº 67, Colegio Público de Abogados de Capital Federal, disponible en: http://www.cpacf.org.ar/verde/vB_RevAbo/revistas/revis-n67.htm 


� Este concepto de demasía registral evidente en las Resoluciones de la IGJ,en las que  se incluyen normativas y considerandos, se halla analizado por Roca, el cual ante el análisis define que en las mismas hay una sobreprotección del estado violando procesos legales y constitucionales, los cuales hacen a estos procesos un trámite engorroso. Ver: Roca Eduardo, DEMASÍA REGISTRAL, EN LL Sup IGJ nº 56.   


� Estoup, Luis Alejandro, ¿RECONOCIMIENTO O AUTORIZACIÓN PARA FUNCIONAR?, en LL, Sup IGJ Nº 56, p. 58 – 59.


� Gutiérrez Zaldívar, Alfonso, ACTO AISLADO, Comentario al fallo Rolyfar c. Confecciones Poza S.A.C.I.FI, en ED 204 – 654. 


� Kexel, Juan Pablo, CONSECUENCIAS DEL INCUMPLIMIENTO DEL ART. 118 LSC, Ponencia dentro del VII Congreso Argentino de Derecho Societario y III Congreso Iberoamericano de Derecho Societario y de la Empresa, Tomo II, Buenos Aires – Argentina, AD HOC, 1.998, p. 90 a 97.





� Art. 118 LSC, tercer párrafo.


� Acquarone, María, INNECESARIEDAD DE LA INSCRIPCIÓN DEL ART. 123 CUANDO LA SOCIEDAD EXTRANJERA ESTÁ INSCRIPTA DE ACUERDO AL ART. 118 DE LA LEY DE SOCIEDADES, Ponencia dentro del VII Congreso Argentino de Derecho Societario y III Congreso Iberoamericano de Derecho Societario y de la Empresa, Tomo II, Buenos Aires – Argentina, AD HOC, 1.998, p. 5.


 


� Al respecto el autor cita esta referencia en base a los fallos Roure Dupont Argentina y Saab Scania S.A, nota al pie, Nissen op. cit, p. 316.


� Nissen, Ricardo Augusto, op. cit, p. 316 - 317.


� Favier Dubois, Eduardo (h), DERECHO SOCIETARIO REGISTRAL, Buenos Aires, AD – HOC, 1.994, p. 200. 


� “Artículo 188.– Para la inscripción prevista por el artículo 118, tercer párrafo, de la Ley Nº 19.550, se debe presentar: 


1. Certificado que acredite la vigencia de la sociedad y que la misma no se encuentra sometida a liquidación ni a ningún procedimiento legal que importe restricciones sobre sus bienes y/o actividades; si el ordenamiento legal del país donde la sociedad se halle registrada, no prevé la emisión oficial de dicho certificado, se suplirá con un informe de abogado o notario de dicho país del que resulten los extremos mencionados.


2. La documentación proveniente del extranjero, conteniendo: 


a) El contrato o acto constitutivo de la sociedad y sus reformas; 


b) La resolución del órgano social que decidió crear el asiento, sucursal o representación permanente en la República Argentina; 


c) La fecha de cierre de su ejercicio económico; 


d) La sede social en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, fijada con exactitud (artículo 65, último párrafo) –cuya inscripción tendrá los efectos previstos en el artículo 11, inciso 2º, párrafo segundo, de la Ley Nº 19.550–, pudiendo facultarse expresamente al representante para fijarla; 


e) el capital asignado, si lo hubiere; 


f) La designación del representante, que debe ser persona física.


Capital asignado. Con respecto al capital asignado, debe acreditarse su integración total en la forma establecida en estas Normas o en la forma y/o porcentaje que, en su caso, requieran regímenes especiales.


Representante. Con respecto al representante: 


(i) Se puede indicar el plazo de duración de su mandato; 


(ii) Si se dispuso alguna restricción a dicho mandato para ejecutar todos los actos conducentes al ejercicio de actividades previstas en el objeto social, la restricción y sus alcances deben indicarse expresamente; 


(iii) Puede designarse más de uno para su actuación conjunta o indistinta y preverse representantes suplentes; 


(iv) Se debe indicar en la designación un domicilio especial postal o electrónico ( e–mail) vinculante para la sociedad a los efectos de toda comunicación referida a la actuación y cesación del representante; si se omite, se considera tal el domicilio o sede que surjan del contrato o acto constitutivo de la sociedad o sus reformas, el que sea el último fijado.


3. La documentación proveniente del extranjero suscripta por funcionario de la misma, cuyas facultades representativas deben constar en ella justificadas ante notario o funcionario público, que acredite: 


a) Que la sociedad no tiene en su lugar de constitución, registro o incorporación, vedado o restringido el desarrollo de todas sus actividades o la principal o principales de ellas; 


b) Que tiene fuera de la República una o más agencias, sucursales o representaciones vigentes y/o activos fijos no corrientes o derechos de explotación sobre bienes de terceros que tengan ese carácter y/o participaciones en otras sociedades no sujetas a oferta pública y/o realiza habitualmente operaciones de inversión en bolsas o mercados de valores previstas en su objeto; 


c) La individualización de quienes sean los socios al tiempo de la decisión de solicitar la inscripción, indicando respecto de cada socio no menos que su nombre y apellido o denominación, domicilio o sede social, número de documento de identidad o de pasaporte o datos de registro, autorización o incorporación y cantidad de participaciones y votos y su porcentaje en el capital social. La presentación de esta documentación no es necesaria si la individualización de los socios con los alcances indicados resulta de la requerida en el inciso 2, subinciso a) y se acompaña declaración sobre su subsistencia emitida por el funcionario social a que se refiere el encabezamiento de este inciso.


Documentación sobre activos, actividades o derechos en el exterior. La documentación indicada en el subinciso b) del presente debe: 


(i) Individualizar suficientemente los activos fijos no corrientes y participaciones sociales no sujetas a regímenes de oferta pública; 


(ii) Indicar su valor resultante del último balance aprobado por la sociedad con antelación no superior a un (1) año; 


(iii) Respecto de las operaciones de inversión en bolsas o mercados de valores, debe presentarse un certificado que se refiera a las operaciones realizadas durante el año inmediato anterior al pedido de inscripción, mencionando tipo de valores y operaciones, cantidades negociadas y montos globales conforme a su cotización, bolsas o mercados en que se efectuaron y valor de cotización de los títulos en cartera a la fecha de emisión del certificado.


(iv) Respecto de la explotación de bienes de terceros, debe presentarse certificación que indique los bienes explotados e ingresos brutos obtenidos que consten en el balance referido sub (ii).


Certificaciones globales. Para el cumplimiento de lo requerido en este inciso podrán también admitirse certificaciones globales que reflejen verosímil y razonablemente las condiciones de la sociedad, cuando las mismas se refieran a estados contables auditados favorablemente y aprobados y su emisión se justifique por la cantidad y variedad de los activos sociales y operaciones de la sociedad.


Dispensa de requisitos. La Inspección General de Justicia apreciará en cada caso la suficiencia de la documentación, pudiendo en forma fundada dispensar determinados recaudos en casos de notoriedad y conocimiento público de que la sociedad desarrolla en el exterior efectiva actividad empresarial económicamente significativa y que el centro de dirección de la misma se localiza también allí. La ponderación prevista no se limitará a criterios cuantitativos.


Integración de grupo. Si la sociedad conforma bajo control participacional un grupo internacional que satisfaga los mencionados criterios de notoriedad y conocimiento público, resultará suficiente la identificación del sujeto o sujetos bajo cuya dirección unificada se encuentre y la presentación de una certificación contable del patrimonio neto que resulte de los últimos estados contables consolidados del grupo.


Individualización de socios. Respecto de la documentación que individualice a los socios, se seguirán como pautas especiales: 


(i) En caso de sociedades de capital representado total o parcialmente en acciones al portador, en relación con las acciones al portador debe indicarse los accionistas que por sí o representados concurrieron a la última asamblea celebrada y los ausentes a la misma en cuyo favor consten emitidas acciones o certificados y/o que hayan designado agentes o apoderados para recibir las acciones o certificados o, posteriormente, para representarlos frente a la sociedad al efecto del ejercicio de cualquier derecho; si la documentación presentada se considera insuficiente para una adecuada identificación y los accionistas designaron agentes o apoderados, debe presentarse la declaración de dichos agentes o apoderados sobre la identidad de los accionistas con todos los datos requeridos en el subinciso c); 


(ii) Si figuran participaciones sociales como de titularidad de un trust, fideicomiso o figura similar, debe presentarse un certificado que individualice el negocio fiduciario causa de la transferencia e incluya el nombre y apellido o denominación, domicilio o sede social, número de documento de identidad o de pasaporte o datos de registro, autorización o incorporación, de fiduciante, fiduciario, trustee o equivalente, y fideicomisarios y/o beneficiarios o sus equivalentes según el régimen legal bajo el cual aquel se haya constituido o celebrado el acto; 


(iii) Si las participaciones sociales aparecen como de titularidad de una fundación o figura similar, sea de finalidad pública o privada, deben indicarse los mismos datos indicados sub (ii) con respecto al fundador y, si fuere persona diferente, a quien haya efectuado el aporte o transferencia a dicho patrimonio, 


(iv) No es necesaria la individualización respecto de títulos sujetos a cotización y oferta pública, sino que la individualización se limitará a quienes posean títulos o participaciones excluidos de dicho régimen, 


4. Constancia original de la publicación prescripta por el artículo 118, párrafo tercero, inciso 2), de la Ley Nº 19.550, cuando se trate de sociedad por acciones, de responsabilidad limitada o de tipo desconocido por las leyes de la República Argentina, conteniendo: 


a) Con respecto de la sucursal, asiento o representación, su sede social, capital asignado si lo hubiere y fecha de cierre de su ejercicio económico; 


b) Con respecto del representante, sus datos personales, domicilio especial constituido, plazo de la representación si lo hubiere, restricciones al mandato, en su caso y carácter de la actuación en caso de designarse más de un representante; 


c) Con respecto de la sociedad del exterior, los datos previstos en el artículo 10, incisos a) y b), de la Ley Nº 19.550 en relación con su acto constitutivo y reformas, si las hubo, en vigencia al tiempo de solicitarse la inscripción; pueden omitirse aquellos que el derecho aplicable a la sociedad no exija o faculte a omitir en la constitución o modificación de la misma, pudiendo justificarse tal dispensa con la transcripción de las normas pertinentes en el dictamen de precalificación profesional, o bien acompañándose dictamen de abogado o notario de la jurisdicción extranjera correspondiente con certificación de vigencia de su matrícula o registro.


5. Escrito con firma del representante designado, con certificación notarial o ratificada personalmente previo a la inscripción, en el cual el mismo debe: 


a) Denunciar sus datos personales; 


b) Fijar la sede social si se lo facultó a ello; 


c) Constituir domicilio especial dentro del radio de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (artículo 25, último párrafo, Decreto Nº 1493), a los fines de cualquier comunicación que le curse la sociedad y en el cual, a los fines de las funciones de la Inspección General de Justicia, tendrá asimismo carácter vinculante el emplazamiento en su persona previsto por el artículo 122, inciso b), de la Ley Nº 19.550, sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 11, inciso 2º, párrafo segundo, de dicha ley respecto de la sede social inscripta, en la cual podrán ser emplazados tanto él personalmente como la sociedad representada”.�





� Stratta, Alicia Josefina, LAS REGULACIÓN DE LAS SOCIEDADES EXTRANJERAS POR LA INSPECCIÓN GENERAL DE JUSTICIA, Buenos Aires, El Derecho, 2.004, p. 82.


� Potestad justificada por la Ley Nº 22.315.


� Vítolo, Daniel Roque, LA SOCIEDAD CONSTITUIDA EN EL EXTRANJERO QUE NO SE ENCUENTRA INSCRIPTA EN LA REPÚBLICA ARGENTINA, SOCIEDADES EXTRANJERAS, Buenos Aires, El Derecho, Pontificia Universidad Católica Argentina, 2.004, p. 82.  


� Rovira, Alfredo L, SOCIEDADES EXTRANJERAS, Buenos Aires, Abeledo Perrot, 1985, p. 79.


� Nissen, Ricardo A., SITUACIÓN LEGAL DE LAS SOCIEDADES EXTRANJERAS NO INSCRIPTAS EN LOS REGISTROS MERCANTILES DE LA REPÚBLICA, ED 177-862; Kaller de Orchansky, Berta, MANUAL DE DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO, Buenos Aires, Plus Ultra, p. 505.


� Nissen, op. cit, p. 865.


� Nissen, Ricardo A, SITUACIÓN….., p. 865


� Nissen, Id, p. 865 – 866.


� Nissen, fiel a su posición disensa con la postura de Rovira y Kaller de Orchansky, sobre la nulidad de las actuaciones de las sociedades de hecho, basado en la conclusión de este Congreso de Derecho Notarial. 


� Nissen, op. cit, p. 866.


� Favier Dubois, Eduardo (h), DERECHO SOCIETARIO REGISTRAL, Buenos Aires, Ad Hoc, 1.994, p. 208. 


� Kexel, Juan P. op. cit, p. 90 a 97.


� En LL 11/02/02


� Ley de Sociedades Mercantiles de los Estados Unidos Mexicanos, disponible en: http://www.cem.itesm.mx/derecho/nlegislacion/federal/152/254.htm


� Ley de Inversión Extranjera de los Estados Unidos Mexicanos disponible en: http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/doc/44.doc


� Los TBI (Tratados Bilaterales de Inversión) constityen una garantía para el inversor por cuanto, sientan las garantías de la inversión dentro del territorio de estado receptor, obligando a los estados a no modificarlos unilateralmente mediante otra leyes o normas de menor jerarquía, logrando ser, según la doctrina, “mecanismos de garantía en el esquema de inversión, logrando sentar condiciones básicas para el tratamiento de los inversores que los países receptores de capital no pueden modificar unilateralmente, sin incurrir por ello en responsabilidad internacional”. Granato, Leonardo, APORTES PARA LA PROTECCIÓN Y DEFENSA DEL INVERSOR EXTRANJERO EN EL MERCOSUR  Edición electrónica. Texto completo en http://www.eumed.net/libros/2006b/lg/


  


� Lovagnini, Ricardo José, RÉGIMEN JURÍDICO DE LAS SOCIEDADES EXTRANJERAS, en LL 1998-F, 992. 





� Rovira establece respecto al Artículo 123 de la LS que este nace de la necesidad de que toda sociedad establecida en el extranjero quiera participar en sociedad dentro de la República, para lo cual deberá acreditar elementos tales como constitución en el país de origen e inscribir sus estatutos dentro del Registro Público de Comercio, al respecto este autor establece que para adecuar a esta sociedad dentro de los términos de la norma legal en estudio, se deberá atender a las siguientes premisas: “1. La formación de sociedad en la República, no es acto aislado, 2. Que en caso de querer constituir sociedad, no son aplicables los recaudos del Artículo 118, sino los normados por el artículo 123”, en pocas palabras, conforme el análisis de estos supuestos, la ley, según Alfredo L. Rovira, ha querido “regular en forma específica y diferente a la sociedad constituida en el extranjero cuando el ejercicio de su actividad específica solo concurre a participar en sociedad en la República”. Cfr: op. cit, p. 68.              


� Sobre el tema ver: Acquarone, María op. cit, p. 5 a 8.


� Es por la distinta naturaleza de la inscripción, la Ley de Sociedades establece que el Artículo 123 es únicamente aplicable en el caso de sociedades que quieran participar en otras dentro de la República Argentina, conforme lo vimos anteriormente en pie de página (supra).


� Resolución IGJ 7/2005.


� Vítolo, Daniel Roque, SOCIEDADES EXTRANJERAS Y OFF SHORE, Buenos Aires – Argentina, AD-HOC, 2.003, p. 78.


� Fallo en ED, 79-387.


� Fallo en ED, 78 – 365, con nota de Inés Weinberg de Roca con el título: DOBLE CONTROL DE LAS SOCIEDADES EXTRANJERAS, en Ed 78- 366 a 367. 


� Weinberg de Roca, op. cit, p. 367.


� Nissen, op .cit, p. 320.


� Iud, Carolina Daniela; Albornoz, Sergio Daniel, NECESIDAD Y CONVENIENCIA DEL RÉGIMEN DEL ARTÍCULO 123 DE LA LEY DE SOCIEDADES, , Ponencia dentro del VII Congreso Argentino de Derecho Societario y III Congreso Iberoamericano de Derecho Societario y de la Empresa, Tomo II, Buenos Aires – Argentina, AD HOC, 1.998.


� Nota del autor.


� ARTICULO 31. — Ninguna sociedad excepto aquellas cuyo objeto sea exclusivamente financiero o de inversión puede tomar o mantener participación en otra u otras sociedades por un monto superior a sus reservas libres y a la mitad de su capital y de las reservas legales. Se exceptúa el caso en que el exceso en la participación resultare del pago de dividendos en acciones o por la capitalización de reservas.


Quedan excluidas de estas limitaciones las entidades reguladas por la Ley N 18.061. El Poder Ejecutivo Nacional podrá autorizar en casos concretos el apartamiento de los límites previstos.


Las participaciones, sea en partes de interés, cuotas o acciones, que excedan de dicho monto deberán ser enajenadas dentro de los seis (6) meses siguientes a la fecha de aprobación del balance general del que resulte que el límite ha sido superado. Esta constatación deberá ser comunicada a la sociedad participada dentro del plazo de diez (10) días de la aprobación del referido balance general. El incumplimiento en la enajenación del excedente produce la pérdida de los derechos de voto y a las utilidades que correspondan a esas participaciones en exceso hasta que se cumpla con ella.


(Nota Infoleg: Por art. 31 del � HYPERLINK "http://infoleg.mecon.gov.ar/scripts1/busquedas/cnsnorma.asp?tipo=Decreto&nro=1076%2F2001" �Decreto N° 1076/2001� B.O. 28/08/2001, se exceptúa de los límites establecidos en el primer párrafo del artículo 31 de la Ley Nº 19.550 (T.O. en 1984) y sus modificaciones a las sociedades que se incorporen como socios de sociedades de garantía recíproca.)


Participaciones recíprocas: Nulidad.


ARTICULO 32. — Es nula la constitución de sociedades o el aumento de su capital mediante participaciones recíprocas, aún por persona interpuesta. La infracción a esta prohibición hará responsable en forma ilimitada y solidaria a los fundadores, administradores, directores y síndicos. Dentro del término de tres (3) meses deberá procederse a la reducción del capital indebidamente integrado, quedando la sociedad en caso contrario, disuelta de pleno derecho.


Tampoco puede una sociedad controlada participar en la controlante ni en sociedad controlada por esta por un monto superior, según balance, ni de sus reservas, excluida la legal.


Las partes de interés, cuotas o acciones que excedan los límites fijados deberán ser enajenadas dentro de los seis (6) meses siguientes a la fecha de aprobación del balance del que resulte la infracción. El incumplimiento será sancionado conforme al artículo 31.


Sociedades controladas.


ARTICULO 33. — Se consideran sociedades controladas aquellas en que otra sociedad, en forma directa o por intermedio de otra sociedad a su vez controlada:


1) Posea participación, por cualquier título, que otorgue los votos necesarios para formar la voluntad social en las reuniones sociales o asambleas ordinarias;


2) Ejerza una influencia dominante como consecuencia de acciones, cuotas o partes de interés poseídas, o por los especiales vínculos existentes entre las sociedades.


Sociedades vinculadas.


Se consideran sociedades vinculadas, a los efectos de la Sección IX de este capítulo, cuando una participe en mas del diez por ciento (10%) del capital de otra.


La sociedad que participe en mas del veinticinco por ciento (25%) del capital de otra, deberá comunicárselo a fin de que su próxima asamblea ordinaria tome conocimiento del hecho”.





� Iud y Albornoz, op. cit.


� Silva, Roberto (h) y Salaverri, Diego M, ¿ES APLICABLE EL ARTÍCULO 30 DE LA LSC A LAS SOCIEDADES CONSTITUIDAS EN EL EXTRANJERO, en LL 1991-D, 1198


� Silva y Salaverri, op. cit.


� Silva y Salaverri establecen de manera dinámica el porque no es aplicable para las sociedades extranjeras la prohibición del Art. 30 LS. Lo referido es un resumen de lo expresado por ellos, si desea profundizar sobre le estudio del tema, favor remitirse al texto antes citado.


� Fallo “Inval S.R.L”. s/ cesión de cuotas, en LL 482-D, 500.


� Nissen, Ricardo Augusto, SITUACIÓN LEGAL DE LAS SOCIEDADES EXTRANJERAS NO INSCRIPTAS EN LOS REGISTROS MERCANTILES DE LA REPÚBLICA, ED 177 – 868.


� Conclusiones del X Congreso Nacional de Derecho Registral, ver: Nissen, Ricardo A, op. cit, p. 868


� Art. 124 LSC Nº 19.550.


� Cabanellas de Torres, Guillermo, DERECHO SOCIETARIO, TOMO 9, SOCIEDADES EXTRANJERAS Y MULTINACIONALES, Buenos Aires, Heliasta, 2.005, p. 172. 


� Cabanellas, op. cit, p. 172.


� Cabanellas, op. cit, p. 274.


� Cabanellas de Torres, Ibíd., p. 353.


� Vítolo, Daniel R, op. cit, p. 131.


� Dictamen del Fiscal de Cámara dentro del fallo: Belforte Uruguay s/ concurso preventivo s/ incidente de nulidad, CNCom, Sala B, 16/4/2003, en Vítolo, Daniel, op. cit, p. 131.


� La escritura pública deberá contener:


a) La identificación conforme al inciso 1° del articulo 11 de la Ley N° 19.550 del socio o socios actuales y, en su caso, la de quienes se incorporen a la sociedad.


b) La constancia expresa de que el socio o socios actuales, por sí o mediante apoderado, acreditan su calidad de tales, exhibiendo ante el escribano autorizante los respectivos títulos y/u otros elementos que demuestran indubitablemente dicha calidad y expresando la fecha desde la cual invisten tal condición.


c) La declaración de voluntad expresa de los socios de regularizar la actuación anterior de la sociedad en la República, mediante la adopción de un tipo social contemplado por la Ley N° 19.550 y la aprobación de las estipulaciones a que se refiere el subinciso f), de los extremos indicados en los subincisos g), h) e i) y del balance indicado en el inciso 5). Deberán manifestarse asimismo, en su caso, los porcentajes de participación en la sociedad reconocidos a los socios que conforme al subinciso j) declaren o hayan declarado su voluntad de separarse de la sociedad.


d) La mención de la naturaleza y monto del aporte de capital efectuado por el socio o socios que se incorporen como tales a la sociedad en oportunidad del otorgamiento de la adecuación, con constancia de que el mismo se halla totalmente integrado.


e) La transcripción de los certificados u otras constancias auténticas que acrediten la constitución, registro o incorporación de la sociedad en el extranjero y la cancelación de su inscripción.





� Vítolo, Daniel Roque, SOCIEDADES……., op. cit, p. 187.


� “Artículo 190. – El cumplimiento de los requisitos del inciso 3, subincisos a) y b) del artículo 188, está dispensado a aquellas sociedades cuya inscripción se pida para el exclusivo fin de ser "vehículo" o instrumento de inversión de otra sociedad que directa o indirectamente ejerza su control por poseer derechos de voto suficientes para formar la voluntad social de la peticionaria.


Otros recaudos. Además de los restantes requisitos del citado artículo 188, deben cumplirse los siguientes: 


1. Acreditar que los requisitos dispensados son cumplidos por sociedad controlante directa o indirecta de la peticionaria de la inscripción.


2. Presentar la manifestación expresa de reconocimiento de la condición de "vehículo" de la peticionaria, la cual debe surgir de documentos emanados de los órganos de administración o gobierno de ella y de su controlante, acompañados con los recaudos necesarios para su inscripción.


3. Presentar el organigrama de sociedades con indicación de los porcentuales de participación que atribuyan control directo e indirecto único o plural, firmado con carácter de declaración jurada por el representante designado.


4. Individualizar, con los alcances y bajo las pautas del inciso 3 del artículo 188, a los socios titulares de las participaciones referidas en el inciso anterior.


Control conjunto. La dispensa de requisitos corresponde también en caso de control conjunto, directo o indirecto, debiendo cumplirse los mismos con respecto a las sociedades que lo ejerzan.


Control por personas físicas. Si la sociedad peticionaria es "vehículo" exclusivo de inversión de personas físicas que ejerzan el control directo o indirecto, el cumplimiento del requisito del inciso 2 debe acreditarse a su respecto mediante declaración jurada en forma, debiendo dichas personas individualizarse en la forma referida en el inciso 4.


Publicidad. La publicidad contemplada en el inciso 4 del artículo 188, debe mencionar la denominación y domicilio de la sociedad de la cual la peticionaria de la inscripción sea "vehículo".


Comunicación a la Administración Federal de Ingresos Públicos. Practicada la inscripción prevista en este artículo, se remitirá información a la Administración Federal de Ingresos Públicos a los fines de la competencia que a ella pudiere corresponder”.�





� GAFI (Grupo de Acción Financiera Internacional).


� Los países de nula o baja tributación se constituyen como tal, por medio de procesos de reforma de sus leyes internas, estos países deben a pesar de tener estos beneficios, regular su legislación para evitar que su jurisdicción sea utilizada como vehículo para delitos internacionales. Aguayo Zambrano, Rodrigo, ¿ES LEGALMENTE POSIBLE CONVERTIR AL ECUADOR EN PAÍS DE BAJA TRIBUTACIÓN PARA INCENTIVAR NUESTRA ECONOMÍA?, plan de tesis inédito para la obtención del título de Licenciado en Ciencias Jurídicas, Quito – Ecuador, Pontificia Universidad Católica del Ecuador, Facultad de Jurisprudencia, 2.004. 


� El GAFI es un organismo de las Naciones Unidas de la cual Argentina es adherente y miembro pleno desde 2.003 y dentro de las 40 recomendaciones emitidas para cumplimiento de los integrantes del Grupo se establece la necesidad de armonizar la legislación, con el fin de lograr transparencia fiscal y prohibición de actividades ilícitas. 


� Las cuarenta recomendaciones GAFI se encuentran en español en: http://www.felaban.com/lavado/boletines/boletin_cuarentarecomendacionesGAFI.pdf  


� Perú y Ecuador por ejemplo establecen un sistema muy permeable de registración societaria, en Ecuador es común la domiciliación de sociedades de Grand Cayman Islands y Panamá, atraídas por los beneficios fiscales y el sistema de dolarización en el caso del segundo país.   


� El único país que consta en la lista 2.006 es Myanmar, información disponible en inglés en http://www.fatf-gafi.org/dataoecd/0/0/37029619.pdf 


� En esta lista se encuentran países y territorios de baja o nula tributación, llamados no cooperantes al GAFI y sus 40 recomendaciones, razón por la cual se las ubica en una lista anual que puede variar una vez confirmado el cumplimiento de estas disposiciones, el único país que se encontraba en la lista al 2.006 era Myanmar. 


� Nissen, op. cit, p. 319.


� LL 2004 – D, 934


� LL, 1988-C, 485; DJ, 988-2-1032.


� Fallo Severy S.A c/. Zaed, José Oswaldo s/ ejecución hipotecaria, en ED 182 – 617 con nota de Inés Weinberg de Roca. 


� Fallo "Lloyd Aéreo Boliviano c. Interjets Viajes y Turismo", ya citado.


� Ley de Compañías del Ecuador, disponible en: http://www.supercias.gov.ec/Documentacion/Sector%20Societario/Marco%20Legal/LEY%20DE%20COMPANIAS.pdf


  





� Ley Nº 32 de Sociedades Anónimas de Panamá disponible en: http://www.conaval.gob.pa/Ley/Ley%2032%20de%201927.pdf


� Necchi, Claudia Silvia, RÉGIMEN DE LAS SOCIEDADES EXTRANJERAS EN LOS PAÍSES DEL MERCOSUR, Ponencia dentro del VII Congreso Argentino de Derecho Societario y III Congreso Iberoamericano de Derecho Societario y de la Empresa, Tomo II, Buenos Aires – Argentina, AD HOC, 1.998, p. 111.


� Criterio propio al no ver reformas en la Legislación Brasileña.


� Marsili, María Celia y San Millán, Carlos, LA ACTUACIÓN TERRITORIAL DE LAS SOCIEDADES COMERCIALES, REGLAS LOCALES, INTERNACIONALES E INTEGRACIÓN, Ponencia dentro del VII Congreso Argentino de Derecho Societario y III Congreso Iberoamericano de Derecho Societario y de la Empresa, Tomo II, Buenos Aires – Argentina, AD HOC, 1.998, p. 105 y sig.
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